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FRANCISCO BF.LDA, S. I.: Población y de'

•rnograjía.

Sí hubiera que resumir en una propo-
sición los múltiples problemas de la po-
blación humana, podríamos decir que
consiste en buscar soluciones a la ecua-
ción pob'ación-n?cesidades, dando a la
palabra necesidades un significado muy
amplio, que supera y desborda el con-
cepto de necesidades materiales.

El futuro de ¡a Humanidad es incier-
to y no podemos excluir el horizonte
de la muerte universal. Sin embargo, el
hombre siente la responsabilidad de ha-
cer ¡o que esté en su mano para asegU'
rar ese futuro, aun sabiendo que, des-
pués de hacer tocio lo que pueda, con-
tinuará en la misma incertidumbre. Pe-
ro sabemos que hay unos valores más
altos que el mero progreso material. Pa-
ra solucionar e.l problema de la población
sería necesario que reinaran en el mundo
la responsabilidad, la racionalidad, la jus-
ticia, el egoísmo y la opresión. ¿Que
perspectivas hay de que esto suceda?
No vemos más que una nube y no sabe-
mos lo que hay detrás de ella.

VICTORINO ORTEGA : Población y desarro-

llo, l'lspiíña 1974.

VA subemple.o, los emigrantes y la po-
blación femenina constituye hoy en Ks-
paña una formidable reserva de unos tres

millones de personas que poder movili-
zar en aras del desarrollo. Política de-
mográfica propiamente tal, se puede afir-
mar que hoy no existe en España. To-
do hace suponer más bien que los actua-
les y previstos índices de natalidací y
crecimiento vegetativo no preocupan es-
pecialmente y se consideran aceptables.

JAVIER GOROSQUIETA : Población y redis*

tribución de la riqueza.

I.a autolimiración de la población de-
be pasar no tanto por la propaganda anti-
conceptiva como por el desarrollo de la
cultura.

La tecnología aplicada, la doctrina eco-
nómica, la presión política, son ías que
deben tender el puente entre utopía y
operativiclad. Pero la utopía no sólo es
un sueño. Debe ser una ¡dea-fuerza pri-
maria hacia un progreso universa! y per-
manente.

PALM.o LATAPÍ: El problema demográfico

del Tercer Mundo, dentro del marco
de una injusticia global.

Conviene reducir la tarea de crecimien-
to demográfico en los países de.l Tercer
Mundo, simplemente para aminorar a me-
dio plazo la dimensión de los problemas.
Sin embargo, es necesario advertir que la
estrategia que para lograr este objetivo
aconsejan los países desarrollados (consis-
tente en impulsar programas de planifi-
cación familiar) sólo implican atacar los
síntomas de una enfermedad, pero no la
enfermedad misma.
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JESÚS ITURRIOZ : ¿Hacia una comunidad

humana mundial?

Se impone una sustancia! corrección en
las tendencias antisociológicas del mundo
internacional de hoy. La prehistoria, las
tribus humanas incontaminadas recién cíes-
cubiertas, ¡as sugerencias de k etología po-
drían suministrar una comunidad base pa-
ra estructurar una comunidad humana uni-
versal. Pero la llamada civilización actuai,
montada sobre economía y poder, des-
truye la base. J.o que p.n la balanza mun-
dial pesa no es ei hombre, la persona. La
comunidad humana mundial sería paso de
gigante para resolver el problema concre-
to de la explosión demográfica.

GONZALO I IIGUIÍRAS : El aborto ante la

legislación, la moral y la demografía.

Las estadísticas de algunos países mués-
tran el aborto corno un hecho sociológica-
mente extendido en los mismos. En ellos
puede convenir al católico conciliar la in-
transigencia tota! del principio contra el
aborto con la búsqueda del mayor bien
posible, en determinadas circunstancias, a
través de una inteligente y minimalista
legislación permisiva.

• La transmisión de los carismas,
— La sociedad de masas.

La planificación.
• • La modernización y sus posibili-

dades.

—• La readaptación continua a !a
realidad social.

VÍCTOR MANUEL AR3ELOA : Los Sindico*

tos católicos en España: un intento de
aconfesionukzación (.1931-1932 j

Se reseña p¡ intento efectuado en di-
cha etapa y ¡as vicisitudes que el mismo
corrió.

RE VISTA IBEROAMERICANA
Dli SEGURIDAD SOCIAL

Madrid

Año XXIII, núm. 2, marzo-abril 1974-

FRANCISCO LAMAS: Prehistoria del Mi-

nisterio da Trabajo.

Se expone con ¡;ran amplitud ¡a apa-
rición de la Comisión de Reformas Socia-
les, así como las circunstancias socio'
económicas y políticas de la época.

J. M. GoNÍLKz PÁRAMO: Estrategia poli'
tica.

¿A qué objetivos ha de referirse el con-
senso? Nuestras reflexiones relacionan
sencillamente el consenso con l:i estrategia
para:

—- La perdurabilidad de un ré-
gimen.

•— La juventud y su heterodoxia
ante la sucesión en la Jefatura del
Estado.

FERNANDO VALDÉS DAI.-RIÍ: La, financia-

ción de las reconversiones industriales
en el sistema español de Seguridad So-
cial.

Fl examen de los procesos de recon--
versión industrial demanda, como otras-
muchas realidades, un enfoque multipolar?
social, económico, jurídico o político; ds
ahí que se requiera una decantación pre'
via de la investigación que, dadas la£j

múltiples implicaciones, no resulta
pre tarea fácil.
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En este orden de cosas, el toma de ]a
'inundación de las reconversiones inrius'
tríales puede analizarse bajo una doble
perspectiva: una de contenido preponde-
rantemente «económico», y otra de matiz
hindamentalmente social.

E! autor se centra en esta segunda pers-
pectiva y analiza el sistema español, tanto
e:i el Régimen general como en los Regí'
meaes especiales de Seguridad Social en
orden a la cobertura del paro tecnológico.

VIRGINIA KSCALA G.: La mujer y la- Se-
guridad Social.

La autora expone la protección que otor'
ga a la mujer la Caja de Seguro So'
cial, máxima institución de la Seguridad
Social panameña, y analiza sus principales
logros y proyecciones: atención médica
en enfermedad y maternidad; subsidio de
maternidad, programa de canastilla infan-
til; asignaciones familiares; contingencia
<ie muerte; contingencias de invalidez y
de vejez; servicios sociales y accidentes de
trabajo y riesgos profesionales.

Núm. 3, mayo-junio 1974.

CARLOS MARTÍ BUFIL.L: Trayectoria de Xa

Organización Iberoamericana de Seguri*
dad Social y su incidencia en los Regí*
manes americanos de Seguridad Social.

Se ofrece una panorámica sintética de
los logros de la O. I. S. S. en estos veinti'
tantos años últimos, que son los que coin-

ciden con j.i existencia de esta Organiza-
ción: acción docente, fecunda en rastil-
lados; asistencia técnica de un alto rigor;
creación de un espíritu renovador en ios
núcleos dirigentes; acción multilateral, st-
cétera, son algunas de ks grandes reali-
zaciones que se mencionan.

JULIÁN CARRASCO RELINCHÓN: Políticas de

personal en los entes gestores de- la Se-
guridad Social: análisis d-z tres aspee
tos.

Los tres aspectos que se comprenden,
son: relaciones humanas, espíritu de equi-
po y moral de trabajo; los que se analizan
considerando las perspectivas que ofre-
cen.

En primer lugar, se expone la proble-
mática general de dichos aspectos, y, en
segundo término, se indican una serie de
directrices, que podrían llegar a ser po-
líticas de personal de los entes gestores
de la Seguridad Social.

GHRMÁN PRIETO ESCUDERO: El Instituto-
Nació-nal de Previsión, Laboratorio de
Investigación Sociológica.

Se destaca cómo, junto a la acción ges-
tora de la Seguridad Social, el Instituto
Nacional de Previsión ha llevado a cabo-
una labor de enseñanza e investigación
que no siempre ha sido apreciada, ni te-
nida en cuenta.--JULIÁN: CARRASCO BBLIN-
CHÓN.
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A L E M A N I A

RECHT DER ARBEIT

Núm. 6, noviembre-diciembre 1973.

1. DIETILR RtUTKR: La Ubre elección del

puesto de trabajo: Un derecho funde,'

menüil r.o realizable (1).

El derecho fundamental establecido por
el artículo 12 ele la Constitución alemana,
de que «todos los alemanes tienen el de'
recho a elegir libremente el puesto de tra'
bajo» ha jugado en el pasado un papel
muy secundario, debido a motivos prác-
ticos, comienza diciéndonos el autor: du-
rante mucho tiempo, el mercado de tra-
bajo ha estado sobresaturado de mano de
obra, habiendo surgido por ello una serie
de instituciones jurídicas mediante las cua-
les ha quedado completamente sofocado el
interés del trabajador a la libre elección
áu su puesto de trabajo. En el campo del
derecho individual, la relación laboral se
ha transformado, de una estructura con-
tractual, en una relación estatutaria con
acusados paralelismos con la relación pa-
ternoíilial, surgiendo una relación comuni-
taria jurídico-personal que se aproxima
bastante a la exclusión formal de! dere-
cho mencionado. En el Derecho colectivo
del trabajo, por su parte, se ha configu-
rado la Empresa y el mercado de trabajo
según el principio de la representación
colectiva de los Sindicatos y los Consejos
de Empresa, y la capacidad funcional
de estas organizaciones presupone la so-
lidaridad de los trabajadores, muy dife-
rente a la concurrencia necesaria entre
ellos si se quiere conseguir el derecho de

ÍI1 Doctor J)1K»:R REUTEii (rroíosor
¡i!rrt;ir.¡ulo): Dic frele Wa'nl des Arbctt.-.plai.
,zes - cin «icht realisierbarcs Crundrechi,

libre elección del puesto de trabajo. Eí
lector de este ensayo tiene con lo hasta
ahora dicho una primera impresión que va
siendo confirmada a medida que progresa
en las páginas siguientes: nos hallamos
frente a un intento sorprendente de llegar
a un mejor conocimiento de los derechos
del trabajador a través de soluciones no
por peligrosas menos conocidas: el canto
a la emulación y la concurrencia, resuena
como una apología al más puro y anticuo
liberalismo, y la crítica a ciertas institu-
ciones protectoras del Derecho del trabajo
cjue en seguida veremos parece proceder
directamente de los economistas clásicos;
el autor basa sus disquisiciones en la afir-
mación de que actualmente ha cambiado
de manera esencial la situación del mer-
cado de trabajo, a la vista de que en los
últimos años viene superando el número
de puestos de trabajo ofrecidos al de des-
empleados, sin que haya que temer crisis
importantes por disponer los listados más
relevantes económicamente de un arsenal
muy completo ele medios coyunturales pa-
ra defenderse de las crisis nacionales e
internacionales. En nuestros días, conse-
cuentemente, el derecho a la libre elec-
ción del puesto de trabajo —nos dice Reu-
ter— , es realmente alcanzable, amenazan-
do la doctrina de la relación comunitaria
las competencias sindicales y la legislación
protectora jurídico laboral, con convertirse
en una tutela ilegítima. El autor se pre-
.gunla extrañado de la escasa atención
prestada por la doctrina y jurisprudencia
al tema, y concluye hallando la razón d«
ello en el peligro que una defensa de tal
derecho entrañaría para las fuerzas deter-
minantes del Derecho del trabajo, los Sin-
dicatos y las Asociaciones de empleadores:
para las Asociaciones de empleadores, una
excesiva fluctuación de trabajadores en I3Í»
Empresas enervaría la costosa y delicacî
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formación de especialistas, el trabajo en
ícuipo y ],i planificación misma ele ios
costes salariales; para los Sindicatos, en
cambio, e! peligro de estas nuevas posi-
bilidades se encuentra en la potencia-
ción de! trabajador individual, quien po-
drá discutir y pactar sus condiciones d?.
trabajo sin necesitar para ello del apoyo
sindica!, ante el exceso de puestos de
irsbajo y la escasez, ele mane de obra.

A continuación estudia Reuter las ins-
tituciones limitativas del derecho a la
j.'brc elección del puesto de trabajo. Co-
menzando por la doctrina de la relación
comunitaria, pone de relieve la analogía
sntre Ir. comunidad laboral y la familiar,
•defendida expresamente a veces por la
doctrina; pero el cuadro familiar con-
templado por este sector doctrinal es el
de !a familia preindustria!, como unidad
económica comprensiva tanto de los pa-
rientes como de los servidores, y en tal
sentido lo entienden muchos empresarios
que en las conmemoraciones y aniver-
sarios se dirigen a sus trabajadores como
•su aquerida familia empresarial»; ele ahí
surge el deber de protección, como res-
ponsabilidad por la suerte de ¡os subordi-
nados. Tal modelo de la ('comunidad de
¿impresa» no se corresponde hoy ni con
h resudad ni con la convicción predo-
srnnante de quienes en ella participan,
conscientes de los rumbos distintos e in-
cluso encontrados del salario y el bene-
ficio. Para el derecho a la libre elección
del puesto de trabajo, esto significa su
•desvinculación de las estructuras esen-
ciales de la relación laboral. Acto segui-
do se analizan los efectos de la idea co-
munitaria sobre el derecho constitucio-
nal en cuestión, y la paulatina evolución
jurisprudencial en beneficio de una mayor
Jibsrtad del trabajador frente a ¡os in-
ientos de sujeción por parte del empre-
sario. En primer lugar, las denominadas
prestaciones asistenciales han perdido su
inicial significado, convirtiéndose a vir-
'••v-d de la escasez de mano de obra en

parámetros competitivos: se incrementa
la protección del trabajador íuncionaímen-
te, con vistas a reforzar el atractivo del
puesto de trabajo ofrecido, e indirecta'
mente se le hace jugar de maneré. que ata
con cierta solidez al trabajador a la Em-
presa; las gratificaciones de Navidad se
condicionan a la permanencia del traba-
jador en la Empresa durante cierto oe-
ríodo de tiempo, e igual se hace con
otros complementos, como los premios de
fidelidad. La jurisprudencia ha asumido
finalmente una postura crítica ante esta
política salarial, tolerándola sólo para las
gratificaciones y premios sustanciosos, no
para los inferiores a ciertas cantidades
que ella misma fija. Por su parte, ¡as
pensiones de jubilación voluntariamente
constituidas o mejoradas por las Kinpre-
sas se venían sometiendo a que el traba-
jador no dimitiera ad nutum • —la dimi-
sión por causa grave, en cambio, no
invalidaba el derecho a pensión- ; ¡a
postura jurisprudencial ante tal limitación
comienza siendo favorable a ella, para
hacerse inís restrictiva lentamente: una
sentencia del Tribunal Supremo de 10 ¿e
marzo de 1972 «decreta» (slc) por pri-
mera vez imperativamente gue las ex-
pectativas de pensión no se extinguen,
si bien circunscribiendo esta doctrina a
los trabajadores con más de 20 años de
antigüedad en la Empresa eme hubieran
sido despedidos por causa menos grave
(esto es, por despido ordinario, con pre-
aviso). En cuanto a los premios de fide-
lidad, otra sentencia del Tribunal Su-
premo anuía los pactos sometiendo si:
concesión a un período de espera, de 15
años en el supuesto contemplado, ale-
gando contra ello el propio artículo 1?.
de la Constitución, analizado en el ensa-
yo. La evolución jurisprudencial ha sido
interpretada por la doctrina como en de-
fensa de la libertad contractual; pero, ar-
gumenta Reuter, el contrato individua:
de trabajo supone una mínima parte de
las normas que regulan las condiciones
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de trabajo, predominando a ese nivel las
condiciones generales de contratación que,
en forma de manifestaciones unilaterales
del empleador, o de pacto de Empresa,
snrgen por doquier. El auténtico pro-
blema de estas condiciones generales no
consiste, opina el autor, en su imposición
por el económicamente más fuerte, sino
en su falta de claridad, en su tecnicismo
incomprensible para e! trabajador medio.
Reuter hace esta afirmación en sentido
general, pero parece claro que ello sólo
es predicable de una economía como la
alemana, donde, al menos cuando el au-
tor escribe, se encuentra la mano de obra
muy solicitada. Para paliar el problema
se ha sugerido por unos limitar la dispo-
nibilidad de las normas no imperativas
en determinados puntos, mientras otros
apuntan la conveniencia de condicionar
la eficacia de la? condiciones generales
a la aprobación del Consejo de Kmpresa.
Los inconvenientes de ambas soluciones
parecen «videntes para Reuter, quien des-
confía que el sometimiento a aprobación
del Consejo vaya en beneficio del interés
del trabajador a la libre elección de tra-
bajo. Kl tema requeriría, mejor, una de-
cisión judicial autoritaria sobre la licitud
de estas condiciones generales restricti-
vas de la movilidad laboral; los argu-
mentos en contra, aludiendo a las per-
didas económicas que una excesiva fluc-
tuación de trabajadores comportaría, y a
que una rígida postura jurisprudencia!
ahuyentaría las iniciativas empresariales
respecto a las pensiones de jubilación,
no tienen en cuenta que ei período de
espera a que se condiciona el otorga-
miento de estas ventajas significa senci-
llamente el mantenimiento de la fidelidad
a la Hmpresa por bajo precio, y que el
trabajador puede satisfacer conveniente-
mente por sí mismo el aseguramiento de
su vejez: ni uno ni otro argumentos de-
lien fuerza para contrarrestar la preemi-
nencia del derecho a la libre elección de
actividad, en favor del cual ha de ceder

todo miramiento a i?, fidelidad a la Em-
presa y a los períodos de espara condicio-
nantes.

Junto a la doctrina de ¡a comunidad
empresarial, otra institución limitativa deí
derecho constitucional estudiado es la so-
lidaridad de ios trabajadores, como prin-
cipio dominante en el Derecho colectivo
del Trabajo. La protección a la libertaói
asociativa, advierte el autor, no se reco-
noce por la Constitución alemana (artícu-
lo 9.?), sino en el sentido de que la re-
presentación colectiva de los intereses la'
borales complete subsidiariamente la au-
todeterminación del propio trabajador in-
dividual ; de ahí que el interés de las
Asociaciones no pueda ir tan lejos qui;
amenace el interés del trabajador a su
autodeterminación; consiguientemente, 1»
libertad para elegir puesto de trabajo tie-
ne, primacía sobre el interés propio de
las Asociaciones. Reuter es consciente de
las dificultades de esta teoría, siendo así
que la doctrina dominante se inclina por
ampliar al máximo posible e! poder nor-
mativo de las partes colectivas, ios de-
rechos de cogestión de los Consejos de
Kmpresa y la legislación protectora de!
trabajador individual: y pese a ello, es-
tima por su parte que. la mejor postura
sería la de hallar un adecuado equilibrie
entre el interés de los trabajadores ca-
pacitados para autodeterminarse y el de
aquellos otros no capacitados. Probable-
mente sea esta idea de Reuter la centra!
de todo el ensayo, la que legitima todo
el cúmulo de críticas a instituciones taí¡
necesarias en e! Derecho riel Trabajo co-
mo las colectivas y protectoras; se trata
de apartarlas únicamente cuando e! mis-
mo trabajador ostente un poderío socio-
económico más que suficiente para dis-
cutir en igualdad de condiciones con al
empinador, manteniéndolas, en cambios
para proteger a aquellos otros trabajado-
res o sectores laborales donde el mer-
cado laboral no cumpla situaciones Mr.;
favorables; sólo en este párrafo (pági-
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n? 350 I5i fine) y a', final del ensayo (pá-
gina 353) saca Reuter a la luz esta :dea,
resintiéndose el estudio de esta desafor-
tunada reducción axil.

A continuación se examinan criticamen-
te las nuevas leyes y su impacto sobre
RI derecho constitucional de referencia,
terminando con unas palabras * sobre la
protección contra el despido, como para-
digma de legislación protectora que bajo
ciertas circunstancias puede dar lugar a
una restricción ce. la libertad del trabaja-
dor; la protección contra el despido, en
opinión del autor, debe por ello dirigir-
se y limitarse a los trabajadores necesi-
tados de protección, es decir a aquellos
grupos menos favorecidos a pesar del
pleno empleo, como trabajadores de edad
madura y trabajadores en sectores mono-
polizados.

El estudio de Reuter queda, pues, en
una propuesta de diversificación legisla-
tiva. Posiblemente el año transcurrido en-
tre su publicación y el comentario pre-
sente haya puesto de relieve la fragilidad
de unas teorías montadas sobre un pleno
empleo en Alemania, que hoy, a la al-
tura dñ 1974, y con una muy deteriorada
situación económica mundial, parece ilu-
sorio; pero es que incluso desde hace
ya muchos años, concretamente desde
1958, las teorías de Keynes sobre el ple-
no empleo caen en entredicho por los
estudios históricos de Phillips, que al-
canzan una gran repercusión en el sen-
tido de considerarse conveniente mante-
ner un cierto margen de desempleo en
pro del equilibrio económico: en conse-
cuencia, y mientras exista un enorme
ejército de reserva industrial proporcio-
nado por países de economía no tan bo-
yante, como la República Federa! Alema-
na, la asfixia de libertades electivas del
trabajador será celosamente combatida por
la política económica. No obstante, que-
de este ensayo de Reuter como una deri-
vación más o menos afortunada • de la
.progresiva fricción existente en nuestros

días entre los poderes de los Sindicatos
y la <.esfera individua'.;' de los trabaja-
dores singulares.

2. DIETF.K KlRC.HNF.p.: Eí nuevo acuerdo
sabré composición y arbitraje para la
inJ-uslrid del meta1, {J.).

Tras varios años de discusiones, un
nuevo acuerdo sobre composición y ar-
bitraje para el sector metalúrgico ha sido
firmado el 1 de octubre cia 1973, que
introduce modificaciones esenciales en eí
anterior de. 1964 y proporciona un instru-
mental de gran interés para toda la ma-
teria compositiva, tanto por la impor-
tancia del sector afectado, como por la
originalidad de las fórmulas seguidas, que
desde un principio se apartaron, en esta
acuerdo como en los precedentes, de los
modelos propiciados por las centrales sin-
dicales y de empresarios (fundamental-
mente, la «Recomendación Hattenhemier»,
de 12 de enero de 1950, y el «Pacto ele
Margarethenhof», de 7 de septiembre de
1954). Haciendo un poco de historia, Kir-
chner se remonta al primer acuerdo sobre-
arbitraje de la industria metalúrgica, de
1 de julio de 1955, el cual presentaba la&
siguientes caractersíticas originales frente
a los acuerdos-tipo recién aludidos:

• En vez de un organismo arbitral
de formación exclusivamente paritaria,
se añade un presidente de carácter
neutral y con derecho a voto. •

- El procedimiento arbitral no se
pone en marcha automáticamente con.
el fracaso de las negociaciones colec-

• tivas, sino con la petición de una de
las partes.

•-- Se instituye un período de paz
sindical de cinco días tras el fracaso

<:'.:• Ductor DiM'EU. KiuejiNKK- (Asesor.) :
p¡c ¡lena ScliHchiungs- und Sch¡cdsi<t'.rei>i-
barung fiir dic MeLctUindusiric, pacuna;?-
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de las negociaciones, desautorizándose
toda medida confiicttva durante este
espacio de tiempo.

Posteriormente, e¡ Acuerdo de Compo-
sición y Arbitraje de ig(5/¡ trajo cousigo
las siguientes innovaciones:

— - Se establecen vías proceditnen'
tales para la composición voluntaria
de controversiiis colectivas regionales
{composición general), para el auxilio
contractual ele las negociaciones colee
tivas que afectarán a tocio el sector
metalúrgico (composición conjunta), y
para la solución de conflictos coSecci •
vos ya iniciados (composición espe-
cial).

— Se prevé complementariamente
-ai! procedimiento de arbitraje para cíe'
áaií con exclusión de los Tribunales
ordinarios las cuestiones suscitadas por
ios propios acuerdos de composición y
arbitraje.

— Se pasa al automatismo riel pro-
cedimiento compositivo, de tal forma
que no será ahora necesaria ía petición
ríe una de las partes para iniciarse, bas-
íando e! he.cho del fracaso de las ne-
gociaciones.

— En cambio, se mantiene la presi-
dencia imparcial de! organismo, tenién-
dose en cuenta la posibilidad de una
propuesta de composición alcanzada por
mayoría simple de votos, con e.i apoyo
del presidente.

•—-Se determinan, por último, bre-
ves términos perentorios para las dis-
tintas fases procedimentales, compren-
diendo- en total diecinueve días labo-
rables.

Las experiencias obtenidas con el acuer-
do de 1064 a propósito de los conflictos
de tocó y :o67 sometieron a una dura
prueba la existencia de un presidente, con
derecho a voto, y la automaticidad del

procedimiento compositivo. No sólo por'
que ei presidente imparcial quedaba muy
apartado de k atmósfera y ln sicología áe,
ías negociaciones desarrolladas, como ale-
gaban los empresarios, sino también pos--
que fue palpable el fracaso del modo pre-
visto para elegir a tal presidente --por
ncuerdo de las partes, y, de no conseguir'
se, por sorteo entre dos personas desig-'
nadas por aquéllas- •, ya que lo que S3
previo como excepción, esto es, que no
hubiera acuerdo entre las partes para de-
signar al presidente, se transformó en 1?.
práctica en ío normal, eligiendo cada pafS-2
un candidato y sorteándose la presidencia
entre, ellos: y, puesto que el presidente
de tal forma elegido tenía un voto deci-
sivo, y fue utilizado para apoyar las pre-
tensiones y propuestas de las partes que
ío habían nombrado, resultó que eí conse-
guir un arbitraje, o una composición favo-
rables dependía sencillamente de tener for-
tuna en el sorteo. í.o cual llevó, además,
a una calculada política de desacuerdo po?
ambas partes.

La automaticidad en la iniciación cíeE
procedimiento puso en peligro, por su par-
te, la consecución de una normativa pac-
tada. Pues los Sindicatos, especiaimente(

no llegaban a agotar las posibilidades de
negociación, en la esperanza de obtensr
mejores resultados en el procedimiento
compositivo.

Las modificaciones introducidas por eí
acuerdo de 1073, respondiendo a estas etí-
licas, fueron del siguiente tenor:

- - En lugar de la iniciación de oíü-
ció (automaticidad del procedimiento}»
se vuelve a la dispositividad de las par-
tes: declarado el fracaso de unas ne-
gociaciones, se establece un plazo íls
tres días p.ira un llamamiento conjun-
to de las parles al organismo de compe
.sición, transcurrido el cual se prevén
otros dos días para que a iniciativa i£s
una de !as partes se produzca la soli-
citud ; ai cabo de estos cinco días, e«
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deber de paz termina y queda el te-
rreno ubre para las presiones conílicti-
vas; libertad de conflicto se reconoce
también cuando ambas partes declaran
no tener la intención de recurrir al pro-
cedimiento compositivo.

—• En vez de un presidente se eli-
gen dos, conjunta o separadamente,
por las partes, quienes desempeñarán
por un período de cuatro años su fun-
ción, turnándose en la intervención
procedimental, de forma que el dere-
cho de voto corresponde a tino de ellos
cada vez, alternativamente; Sindicatos
y Asociaciones de empresarios metalúr-
gicos deben acordar en qué orden se
verificará el turno, y en caso contrario
.se decide por sorteo.

- Las partes pueden solicitar con-
juntamente al organismo de composi-
ción el cese del procedimiento, a fin de
intentar un acuerdo directo entra ellas
mismas.

El ennsayo se cierra con un análisis de
ías modificaciones en particular, comen-
tando y previendo las posibles consecuen-
cias para el futuro.

3. HELMUT DliMMli: El derecho de huel-
ga, de los aprendices (3).

I.a cuestión de si los aprendices tienen
derecho a participar en una huelga cuan-
do del mejoramiento de sus condiciones de
trabajo se trata, viene siendo discutida por
Ja doctrina y jurisprudencia alemanas des-
de hace algún tiempo, sin haber llegado,
hasta el momento, a una clarificación de
posturas, a lo que tampoco han ayudado
demasiado los Sindicatos ni la ley de For-
mación Profesional de 1069. Kl último in-
tento de sentar doctrina sobre el tema 1ra-

(3) Doctor mXMijT DBSLMB (Abogado y
notario) : Vas Streihreihl der Auszubil-
di'ndcn, págs. 'A69-'AT1.

casó ante el Tribunal estatal de Diisseí-
dort, después que ¡a Magistratura de So
linge::, como Tribunal a quo, hubiera ad-
mitido tal derecho en base al artículo 9.3
de ía Constitución federal (libertad de. aso
dación), en sentencia de 16 de septiembre
de 1971; la participncitín de los aprendices
en una huelga no debía, empero, contra-
venir el objetivo de formación, ni dañar
¡a relación de protección y fidelidad. H!
litigio objeto de la sentencia se centraba
en s: el artículo 9.3 GG encontraba o nc
aplicación en los aprendices; caso de ad-
mitirse, ciado el restringido concepto de
huelga en el Derecho germánico • - al me-
nos, el admitido por la mayor parte df: \z
doctrina siguiendo ¡as huellas de Nippcr-
dey— -, se trataría de permitir a los apren-
dices que pudieran presionar mediante
aquélla para el mejoramiento de sus con-
diciones económicas y laborales, sobre to-
do de su remuneración (Vergütung); con-
tra ello podría aducirse que el concepto ele
remuneración no se compadece con ía re-
lación de aprendizaje, y que el legisla-
dor germánico ha huido de ofrecer cual-
quier indicio para pensar en un sinalagma
entre la enseñanza impartida y la cantidad
en dinero entregada, especialmente en \z
última ley de Formación profesional.

Así planteado el tema del ensayo, el
autor se detiene a considerar algunos pun-
tos de interés. En primer lugar, la posi-
bilidad de una huelga queda a veces ex-
cluida por la naturaleza de la prestación;
jste es el caso del aprendizaje: lo esen-
cial en la relación es la enseñanza de una
profesión u oficio, y la remuneración a pa-
gar, según la BerBilG, no se encuentra
en conexión con el trabajo realizado como
!;¡ contraprestación exclusiva de éste, si-
no que compone sólo una parte de la con-
traprestación total del empleador, formada
por la enseñanza y la remuneración. De
este hecho obtiene Deinme una consecuen-
cia ciertamente notable, luediantc la trans-
posición dei sinalagma individual al ám-
bito colectivo: la remuneración podría ser
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«conflict'.ialí (sireikbar) únicamente cuando
estuivera en conexión sinalagmática con
toda h. relación labora!, ya que una parte
no puede determinar a la totalidad {?);
y, así, cuando sólo una parte de la reía-
ción laboral es colectivamente regulable,
no nuede la parte no regulable ser objeto
de huelga o de medidas conflictivas en ge-
ne.L'al; más concretamente, ?.r. el apren-
dizaje no puede el elemento formativo, jus-
tamente el núcleo de la relación que ade-
más no se deja regular fácilmente por las
partes colectivas, .ser objeto de presiones
confiietivas porque se. intente modificar la
remuneración. Por otra parte, se argumen-
ta en contra que el aprendiz es un tra-
bajador en el sentido del Derecho del tra-
bajo, y que la relación de aprendizaje
no otra cosa es sino una relación especial
í'e trabajo.

Desde una perspectiva sociológica, sigue
analizando el autor el comportamiento de
los aprendices debe contemplarse en con-
junción solidaria con el resto de la plan-
tilla de la Knipresa, -sin que pueda exi-
girse de ellos que actúen como esquiro'es
de una huelga desencadenada en el sector
industria! donde prestan sus servicios.

Hacia la mitad del ensayo, el autor en-
tra en el centro de la discusión : no se in-
tenta —nos dice limitar el derecho de
huelga de !os aprendices, sino considerar
si básicamente lo tienen o no; en liza se
hallan dos principios fundamentales: ai
derecho a 1a libertad de coalición, y el
derecho a la formación profesional, .sin que
pueda ser ejercitado uno de ellos sin da-
ñar al otro. Antes de proseguir con el co-
mentario, conviene advertir al lector que
probablemente la profesión de Demine,
abogado y notario, no lo tenga muy al co-
rriente de los avatares del Derecho del
trabajo. El autor afirma que la formación
profesional no se deja regular fácilmente
por las partes colectivas, y olvida, por
ejemplo, el acuerdo nacional iníerprofesio-
nal francés sobre, formación y perfecciona-
miento profesionales, de o. de julio de

:07o (4); esgrimiendo argumentos del De-
recho individual - el smalagma de! con-
trato — se adentra en el Derecho colectivo
sin solución de continuidad, soslayando
ei que precisamente las medidas coiiflic
tivas se reconocen por el Estado a nivel
colectivo, peto no al individua1., per la
diferencia cualitativa y no meramente
cuantitativa entre el interés colectivo y e!
interés singular o plural; alega la incom-
patibilidad entre el derecho de asociación
y e! derecho de formación, sin demostrar
convincentemente esta pretendida incom-
patibilidad, ni tener en cuenta que, en de-
finitiva, si de dos derechos subjetivos s<?
trata, el más idóneo para decidir cuál debe
prevalecer según su interés es el propio
aprendiz -el autor no acude al interés
público en la formación de los aprendices,
y quizá sea una importante omisión—.

Prosiguiendo con el análisis de Demme,
entiende éste, que al ser el aprendizaje KIIS
relación personal, debe reinar la paz en
ella, excluyendo todo conflicto colectivo.
El sistema patriarca! está ya separarlo,
agrega rápidamente, pero no obstante per-
manecen ciertos valores suyos en el apren-
dizaje, como el personalismo y la ausen-
cia de tensiones (Storungsfreiheit).

El parágrafo 3.a BerBilG, por el cual son
aplicables al aprendizaje las normas pre-
vistas para el contrato de trabajo cuando
de la ley, la esencia y la finalidad del con-
trato de aprendizaje no resulte otra cosa,
no constituye obstáculo para la cxclusióí;
del derecho de huelga, pues, como conse»
cucnciíi de la doctrina dominante y cíe. Ir-
praxis ha surgido una norma consuetudi-
naria, excluyendo tal derecho —-aun cuan-
do dicha doctrina no venga citada por c*
autor—. Además, si bien la doctrina do-
minante acepta ¡a regulación del derecho
di: huelga de los aprendices por la vía cíe-
los Estatutos sindicales, resulta que la

'l'i Cír. , i'on mayor ex tens ión , C.VUKR-
r,v>:c;c:'TvVo:!CAHV! : Proii du Tt\ivail, <*>.-
I 'ár is , l!)7:i, iiáf,s. 7* y sí.as.
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rentral DGB excluye del referéndum es-

tablecido para declarar cualquier huelga a

ios aprendices, de donde se induce que

no reconoce el derecho de huelga para

éstOS.

Para terminar, Demme trae a colación
un razonamiento defendido a veces por
los Sindicatos: este tipo de huelga cons-
tituye un medio apropiado de presionar y
dañar al empleador, y es, por tanto, ido'
"\?o para defender los intereses económi-
cos y profesionales del aprendiz; el argu-
mento sindical es muy débil, considera,
porque los aprendices son para el emplea-
dor más una carpa que una utilidad.

De todas formas, el negarles el derecho
•Je huelga no supone dejarles sin proteo
iión, pues sus intereses serán representa-

dos suficientemente por los Sindicatos y
los demás trabajadores, como ya ha suce-
dido, con éxito, en el pasado, afirma, fi-
nalmente el autor (5). — ANTONIO O)HDA
AVILES.

'5 I (itru* ontmyiis r.;i¡irc cióos e1: este
I?:':¡:KTO : ."\!Y>¡",r, y IO,r\:-:Kp. i'fisludi;int?.=
de Dcrei-lüi: : / 'n; Bi'schwcrdc.vcrjakren
na-:!¡ i;Vj;¡ Bc'yii'psvcrfiírsiuigsxcseiz ÍE1
priK-ecI'r.'.iciito <k queja Fcjgi'm !a ley Rs-
truotuia] de Ivn:;>rt'sa), ijáiís. uni-'!ní>; duc-
tor Ki'ivr I>KA"S (Al)uitaan;. : IlúíiCpunki'-
arbei'svctj'r.trídiL'r Eníu'ii'-kUíngen ii: don
USA im jehre .I'.i7:l (Punto.-1. importantes
i'.fl tíesiirrullii jüj-ídicu-lahura; t'ii Jistadoí
rnidc;; oí- t! a:~.M 1CT-2-'., vñiís. ."7-A-H77 ;
CHART.KS r.Kvixst'N' 1 Seerctiirio ,íTen<-r;U de
!a l'«leiaoiún luteruacioual <ie Sindicatos
Uuíniioos: : Gcwcrttschcijien mu! ;n-u'tiva.
iionair i'uicnidani'n ;Shidieatos y Kniiirtí-
sns íiiul'.iiTiiriniia'.oí}, iiágs. S77-'Jí*l.
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Ci IRISTOPHER G. GELLNER : Regional di¡¡e.

vences ir. empioymení and unemploy-
ment, 1057-1972.

En los listados Unidos el empleo y des-
empleo demuestran notables diferencias
regionales en los últimos quince años. El
presente artículo examina alguno de los
cambios más sobresalientes ocurridos en
esta materia en las cuatro grandes regio-
nes del país: Noreste (New York, New
Kngland, New Jersey...), Central Norte
(Ohio, Illinois, Michigan...), Sur (Mary--
land, Carolina, Florida, Arkansas...) y
Oeste (Montana, Idaho, Colorado...).

Iin este sentido, el autor comienza se-
ñalando que buena parte de las diferencias

regionales observadas pueden explicarse
en función de una serie de variables, ta-
les como la distribución industrial, ocupa»
cional y racial de la fuerza de trabajo.
Así, se apunta que los cambios cíclicos
afectan con mayor intensidad a las regio-
¡íes que poseen los más elevados índices
de concentración industrial; mientras que
aquellas otras que tienen una fuerza de
trabajo agrícola o de servicios (Oeste) sü'
fren menos por efectos coyunturales. Con
respecto a la composición racial, el autor
señala que las regiones con mayor porceiv
taje de población de color son las que dan
mayores índices de desempleo (en 197-1., la
composición racial de. la población activa
nacional era c¡e¡ 89,4 blancos y del 10,ó
negros i.u otras razas»; la región Sur era
la que daba índices máí; elevados de po-
blación negra -iS,8-- •, siendo la Central
Norte 1?. que los daba más bajos - 7,0 -).
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El artículo contiene abundante materia!
estadístico que refleja, tanto en términos
absolutos como relativos, la evolución del
empleo y desempleo en las cuatro regiones
citadas durante e! período examinado,
comparando las cifras obtenidas con el ni'
vel nacional. Los valores máximos y mí'
nimos de las tasas de. desempleo durante
ei período 1957'1972, son: a) Nivel nacio-
nal, máximos: 1958 (6,8), 1961 (6,7) y
"971 (5>9)> mínimos: 1969 {¡,5), 1968,
(3,6) y 1967 (5,8). b) Noroeste, máximos:
1958 (7,3), 1961 (7,1) y 197?. (6,3); míni-
mos: ig6¡), 1968 y 1967 (con 3,2, 3,3, y
3,7, respectivamente), c) Central Norte»
máximos: 1958, 1961 y 1971 (6,8, 6,6 y
5,0, respectivamente): mínimos: 1969, 1968
y 1966 {2,9., 3,0 y 3,0). d) Sur, máximos:
1958, 1961 y 1963 (6,4 para ¡os dos prime-
ros años, y 5,7 para ei último); mínimos s
1969, 1968 y 1966 (3,6, 3,7 y 3,8, respec-
tivamente), e) Oeste, máximos: 1971, 197a
y 1969 (8,1, 7,j y 6,9, respectivamente);
mínimos: 1969, 1968 y 1966 (/),9 para los
líos primeros y 5,7 para el último). A ía
vista de estos datos, se puede observar
una relativa uniformidad regional, en si
sentido en que los valores máximos y mí-
nimos coinciden en los mismos años; Iz
conclusión a extraer sería la de que en
ios últimos tres años ía tendencia ha va-
riado bruscamente y la tasa de desempleo
ha crecido considerablemente, y más to-
davía en la raza negra que, en 197.'., te-
nía un índice de desempleo del 10 por 100,
a nivel nacional, elevándose al 12 y 11,2
por 100 en las regiones Central Norte y
Oeste.

EWAN CLAfílJli: Determining eligibilHy jar
Macli-lung compensation.

Desde siempre, se viene reconociendo
aue el trabajo en. las minas de carbón
produce importantes enfermedades, tales
como la tuberculosis, la bronquitis y el
enfisema. A principios de siglo se identi'

ficó 1?. silicosis en las minas de antracita?
observándose que se producía por la cciii'
binación del polvo de sílice y de! polvo de
antracita; un estudio efectuado en 1928
demostró que a! 23 por 100 de los mine--
ros de estas minas padecían esta enferme-
dad. En el presente estudio, el autor ana-
liza las medidas legales de tipo asistencia!*
y preventivo promulgadas en USA parr.
combatir la neumoconiosis [black Urna).

En 1969, y a raíz de ¡os resultados ob-
servados por el Public Health Service, sc-
aprobó la Federa! C.'oal Mine I lealth and:
Safety Act, que introducía importantes in-
demnizaciones económicas a ías víctimas
de la ueumoconiosis, así como iniciaba ñas
campaña de delectación y prevención de k
enfermedad.

Importante es resaltar el que la Safety
Act preveía que aquellos mineros a !o&
que se íes encontrasen indicios de pane-
cer la enfermedad (se estableció con carác-
ter obligatorio la exploración por Rayos X
de todos los mineros, siendo el Instituís
for Occupational Safety and Health el en-
cargado de ejercer las funciones médicas
correspondientes) habían de ser traslada-
dos a un puesto dei exterior (clecinor car),
suficientemente alejado de ¡as zonas pul-
vígenas como para impedir ía progresión
de la enfermedad. En 1973, de un total de
63.327 mineros sometidos a la Safety Act,
5.033 eligieron el traslado, obligatorio para
aquellos mineros cuya neumoconiosis hu-
biese sido calificada al menos en la cate-
goría II.

Por lo que se refiere a las pensiones pre-
vistas en la ley, su valor mínimo para 1973
se estableció en 177,60 dólares por mes;
cifra que se incrementa en función de las
personas a car¡;o de! minero benefickrio-
(por ejemplo, 355 dólares, para un minero
casado con dos hijos). El autor señala, ai'
hablar de ios beneficios económicos de la
ley, que es la primera vez que ei Gobierno
federal interviene y asume plenas respon-
sabilidades para atender una enfermedad
profesional típica de una (¡industria pr¡-
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vada:: ; el coste total del programa, que
finalizará en 1981, se estima en la escalo-
friante cifra de ocho biüones de dólares.

Otros artículos contenidos en e! presente
número son : «Industrial v.sc. oí pctroleum:
e£feci on einpioyrnent», R. K. Kutscher y
C T. Rovvman, y cProductiviíy in the
pharmaccutical industry», de Horst Brand.

Vol. 97, inim. 5, mayo 1974.

KLISABIÍTI i W ALEMÁN y BFA'¡;KI-Y / . MCHAD-

DY: Wkere wonieíi work: an iwabjsis
by industry t'/nd occupation.

Las últimas tres décadas, comienzan
diciendo las autoras, han sido años de
'extraordinarios cambios sociales y econó-
micos en el itstttius de la mujer". Razones
de estos cambios podrían ser: un cambio
eu la actitud de las mujeres hacia las ca-
rreras que exigían salir fuera de casa; una
tendencia en la composición familiar, con
una clara disminución del número de hi-
jos ; un aumento de los medios de ayuda a
las iabores domésticas y una remarcable
legislación prohibitiva de prácticas discri'
mmatorias basadas en razones de sexo.

A partir de estas consideraciones de ca-
rácter general, las autoras analizan la evo-
lución del trabajo femenino, por industrias
y ocupaciones, en los años 1940, 1950,
1960 y 1970. De 1940 a 1970, la población
activa no agrícola aumentó, en términos
absolutos, en 37 millones de personas, de
las que casi la mitad, 18 millones exacta-
mente, correspondieron a población feme-
nina. En 1940, el porcentaje de mujeres
que trabajaban sobre el total de ¡a pobla-
ción activa era el 30 por 100; e.n 1970, el
porcentaje, se elevaba al 40 por too. En
3940, casi la mitad de las mujeres que tra-
bajaban eran solteras y sólo el 30 por 100
estaban casadas; en 1970, sólo el 20 por

100 están solteras, mientras el 60 por 10c
están casadas. En estas tres décadas, la
(asa de mujeres trabajando con hijos me-
nores de seis años se elevó del 9 por ico
en 1940 al 30 por ice en 1970.

Por industrias, las más altas participa-
ciones del trabajo femenino se daban (1970)
en el sector sanidad (77 por 100}, comer-
cio (6<) por ico) y educación (62 por :oo);
las menores en e! sector minero (8 por ice?
trente a un 1 por ico en 19.50), construc-
ción (6 por 100) y transporte {11 por ico).
Por ocupaciones, las mayores correspon-
dían a profesoras, vendedoras, secretarias,
etcétera.

Por ¡o que respecta al trabajo por cuen-
ta propia, en 1973 había 1,4 millones de
mujeres propietarias, <<oo.ooo más que en
1940.

VÍCTOR U. FUCHS: Women's earnings:
recer.t trenas and long'run prospecte.

Cualquier discusión sobre la diferencia
de salarios entre hombres y mujeres re-
quiere, a juicio del autor, una clnra com-
prensión de los factores qué intervienen en
la diferenciación, así como una cierta ha-
bilidad para predecir el modo en que evo-
lucionarán estos factores con el tiempo, fin
el sentir del autor, ni los factores fisioló'
gicos ni mucho menos los mentales, pue-
den servir para explicar, esta discrimina-
ción. La más completa explicación se en-
cuentra en el role differeniiation, que co-
mienza en la propia actitud de la mujer.

El artículo analiza los salarios medios,
por hora, de la mujer comparándolos con
los del hombre. El examen, por lo demás,
se hace desde muy diversas perspectivas:
distribución regional, en atención a! nivel
educativo, al estado civil, a la edad, a l;t
ocupación, etc. Algunas cifras pueden re-
sultar interesantes (para 1969): a), el va-
lor del salario/hora para el conjunto del
país fue de 4,46 dólares para el personal
masculino y de. 2,70 dólares para ei femé»
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niño; b), r>or regiones, las diferencias más
grandes se. daban en e! Oeste (4,78 y 2,89,
respectivamente) y en el Sur (3,93 y 2,41)
y las menores en el Central Norte {¿,,12
y 2,68) y en e! Noroeste (4,71 y ^-,92);
c), por nivel educativo, la diferencia es
mayor, paradójicamente, entre mujeres,
hombres con menores estudios que entre
mujeres/hombres con mayores; d), por es-
tado civil, el salario/hora de las mujeres
casadas fue de 2,69 dólares frente a los
4,67 cleí hombre casado; la diferencia dis-
minuye respecto de mujeres'hombres sol-
teros (2,72 y 'i.c.S), y e), atendiendo a la
naturaleza del empresario, la diferencia
es mayor «n las Hmpresas privadas que en
el Gobierno.

TÍDKA E. RAPIIABL: Worfemg women and
theír menbership in labor unións.

La sindicación afecta muy directamente
al status de la mujer; tal vo¿ e! aspecto
más importante sea el hecho de que las
•disparidades entre personal masculino y fe-
menino son menores cuando las mujeres
son miembros ele los correspondientes Sin-
dicatos. En el presente artículo, la autora
examina la participación de la mujer en
ios movimientos sindicales, así como la
actuación de éstos con respecto al tra-
bajo femenino.

Desde una perspectiva legal, la autora
sostiene que el movimiento obrero (labor
movement) no ha tenido excesiva prisa
para defender y exigir la igualdad de de-
rechos de la mujer; este hecho se. com-
prueba al observar que sólo fue p.n 1973
cuando la AFL-CIO decidió iniciar la cam-
paña de la h'.qual liíghts. Un realidad, la
actividad del legislador ha estado enea»
min;ul«i a promulgar un conjunto de dis-
posiciones protectoras de! trabajo feme-
nino c infantil, atendiendo más a consi-
deraciones de carácter fisiológico que a
motivaciones de orden profesional. En los
¡últimos dos años, es importante, con todo,

¡a actividad desarrollada por la Equal Em-
p'.oyment Opportunity Commission, que
ha obligado a poner en práctica el títu-
lo Vi! de 1?. l?.y de Derechos civiles de
abril de 197-""., que prohibe a las Empre-
sas el adoptar cualquier práctica discrimi-
natoria por razón del sexo.

Por lo que respecta a! papel de la mujer
en la dirección de los Sindicatos, éste no
pasa de ser escaso e insignificante. Y, así,
aunque el 20 por loo de los sindicados
son mujeres, sólo un pequeño número de
ellas ostentan cargos de alto nivel; hecho
que. sucede incluso en les Sindicatos con
mayor tradición feminista. En este orden
de cosas, resulta interesante destacar có-
mo la autora pone de relieve que. los inte-
reses del movimiento de liberación de. la
mujer {women's liberution mavement) y
los de la mujer en el movimiento obrero
no corren paralelos; más aún, es a pre-
ciable una clara hostilidad de! primero ÍIE»
cia las organizaciones sindicales, enten-
diendo que se trata de una nueva forma
de «explotación femenina').

La autora, por último, noticia de algunos
movimientos obreros nacidos a instancia."
de! personal femenino; así, por ejemplo,
funciona el International Ladies Garmení
Workers Union. En 1973, doscientas mu-
jeres representando a veinte naciones y
asociaciones internacionales tuvieron ur.
Congreso en Chicago, que resultó exce-
sivamente, cauteloso a! no adoptar nin-
gún tipo de resolución.

RfDol.pH C. BMTZ : Women in tke pro-
fessions, 1870-7970.

La proporción de mujeres en el merca-
do de trabajo ha crecido ininterrumpida-
mente en las últimas décadas. Sin em-
bargo, la proporción de mujeres que ejer-
cen una profesión que, desde un punto
de vista educativo constituye el ¡irado
más alto, ha crecido hasta if)}o; fecha en
la que alcanza su cota más elevada hasta
la década de los setenta.

rwo



KEViSTA DS REVISTAS

E¡ ;u;.or -señala que los cambios habí'
•ios en estas profesiones pueden ser ana-
tizadas desde una doble perspectiva:
a), atendiendo a la evolución de Ja vatio
de! sexo respecto de tinas concretas pro
íesione.s (por ejemplo, abogacía, medici-
:.i?.), y b), atendiendo a la importancia
relativa de unas concretas profesiones so
í'ire EI total de profesiones elegidas.

Bajo el primer punto de vista, el auíor
establece ¡a siguiente clasificación:

a) Profesiones inicialmente áotni*
• nadas por hombres (editoras y perio-

distas, físicos, ingenieros, abogados,
jueces y arquitectos). En este grupo,
los cambios habidos han oscilado en-
íre el 40 por 100 de editores y perio-
ílistas y e! 5 por 100 de ingenieros.

tí) Profesiones inicialniente domina'
das por mujeres [nurses, profesoras de
nscar\&s- elementales y ubreras). Han
aumentado todavía más su participa-
ción ; así, y respecto a \AS profesoras
da escuelas elementales, mientras que
?n 1870 su participación era dc-í 59 por
¿e<>, en 1970 era del 85 por TOO.

c) Profesiones en una situación me-
dia (con un índice de participación com-
prendido entre el 10 por 10c y el 60
por ion). Se incluyen profesoras de
escuelas secundarias (disminuyó la par-
ticipación) ; autoras (ídem); artistas y
profesoras de arte (incrementó del 11
al 33 por 100), etc.

;7bHN B. PARRIS : Women in fr
nal training.

L.a participación de Lis mujeres ame-
ricanas en ciertas profesiones conside-
radas como liberales ha sido muy baja.
Kí presente artículo examina Ir. natura-
íez.: y alcance de los cambios habidos du-
rante iqCxvio"'?. en las siguientes profe-
siones: arquitectos, dentistas, ingenieros,
.abogados, médicos, farmacéuticos y ve-
ter.naria.

En términos absolutos, ía mayor par-
ticipación en 197.1 corresponde a la abo-
gacía (12.728), medicina (6.066) e ingenie-
ría (5.417); la menor a dentistas {511; en
rqío había 88) y veterinaria (888; en
1960 había 137). En términos relativos,
los mayores incrementos corresponden a
iarmacia (25 por ico), veterinaria (14 por
too) y medicina (13 por ico); los más
bajos a ingeniería y dentistas (3 por ico).

KLISABlíTH WAI.DMAN y ROBERT WHITMO*

RE: Children oj working "Markers,
march 197?.

El número de niños cuyas madres tra-
bajan o buscan trabajo ha aumentado
considerablemente, a pesar de que la po-
blación infantil ha disminuido sustancial-
mente desde 1970. En marzo de 1973, ha-
bía 64,.; millones de chicos menores ds
dieciocho años, de los cuales 26,2 tenían
madres trabajando; 6 millones de niños
tenían una edad inferior a los seis años.
Partiendo de estos datos, el presente aí>
tículo examina una serie de temas tales
como la composición familiar, la situación
de ios hijos en broken families, la reñía
familiar, las diferencias raciales, la situa-
ción de los hijos de las ¿familias pobres;;
y el cuidado de los hijos.

Con respecto a la composición familiar,
el número medio de hijos por familia
decreció de 1970 a 1973 en 0,09 (;'.,ao y
2,t8, respectivamente). liste índice es in-
ferior en las familias blancas que en las
de color (2,14 y 2,52); superior en las
familias eli las que la madre no trabaja
(2,25 y 2,06), y dentro de éstas, en las
que. la familia es dirigida por la mujer. La
mayoría de los niños se encuentran en
familias compuestas por marido-mujer (85
por loo); sm embargo, se aprecia un li-
gero aumento de hijos que. viven en fa-
milias dirigidas por mujer (divorciadas o
separadas); por razas, esta situacióh es
más ¡"recuente en la caucásica que en la
negra.
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El presente número, dedicado por en-
tero al trabajo de la mujer, se cierra con
las habituales secciones estadísticas, y cori-
tiene una selecta bibliografía sobre el
terna.—FERNANDO VALDÉS DAL-RE.

INDUSTRIAL AND LABOR
RliLATlONS REVIEW

Octubre 1973.

H. THOMPSON y }. CAIKNIE: Compulsory

Afbitration: 'l'he case of British Colum-
bio. Teachers.

Estudian los autores en este artículo un
supuesto de. arbitraje obligatorio. Como
exponen al principio, el sistema de arbi'
traje obligatorio para resolver los conflic-
tos de intereses ha sido criticado por teó-
ricos y prácticos de. las relaciones indus-
triales, por cuanto, se ha afirmado, no
suponen prevención de las huelgas y atro-
fian la contratación colectiva. Este trabajo
constituye el examen de un sistema de
arbitraje obligatorio que ha regulado las
relaciones laborales de los profesores de
escuelas públicas en la provincia de British
Columbia durante treinta y seis años.

Comienzan analizando el desarrollo de
¡as relaciones laborales en la provincia de
British Colurnbia que, como consecuencia
de la combinación de factores económicos
y políticos, junto con los estrictamente la-
borales, califican de turbulentas. Analizan
al mismo tiempo las condiciones generales
de la provincia tanto en lo relativo a sus
circunstancias económicas como en lo que
respecta a alto grado de sindicalización que
se ha alcanzado en la misma. Tras esta-
blecer estos factores de tipo general cen-
tran su atención sobre la evolución de la
negociación colectiva en las escuelas pú-
blicas, y, de modo principal, exponen la
Act Public School, fundamentalmente en
lo que se refiere a los sistemas de financia-
ción de las escuelas y a las competencias

de las autoridades provinciales sobre k>:>
posibles temas ohjc-to de negociación. C©-'
mo consecuencia de este análisis resuitr
que. la dirección de las escuelas sólo ea
responsable directamente en lo referente
a ios salarios y a los bonus schedule; en-'
tendiendo por éstos, según han interpif
tado los Tribunales, temas tales como la
asignacicn por la atención de tareas eS"
colares durante el verano, transporte a
áreas aisladas, etc. .Sin embargo, ¡10 se liar.
declarado incluidos temas económicos re-
lativos al empleo de tanta importancia co-
mo los sistemas de pensiones. Existe, pos
tanto, una limitación da los lemas que
pueden ser objeto de negociación.

Delimitada de esta forma la materia
objeto ele contratación, pasan los autores
a exponer ¡a composición de las partea
que negocian. De un lado, la British Co*
lumbid Tcackcr's h'ederation (B. C. T. V.'¡
que agrupa al <jy por 100 ele los profesores
y que integra, a su ve./., a setenta y oche?
asociaciones locales, correspondientes cáete
una a un distrito escolar establecido. Da
la otra parte, la negociación es llevada £
cabo por los Truste.es (fí'ciei-comisarios) &
quienes está encomendada la dirección da
cada uno de los setenta y cuatro distrito.':
escolares existentes. La dirección de éstoti
está compuesta por un número variable
(tres a nueve) de. fírfet'-comisarios. A ni*
vel provincial se integran en la British Co-'
lunibia School Trustecs. Association (B. C-
S. T. A.).

Establecidas las partes contratantes pa-'
san los autores a estudiar e! sistema da
negociación colectiva, que se caracteriza
por un alto grado de autonomía local y
por el establecimiento de plazos rígidos pa-
ra la conclusión de la negociación. Kl sis*
tema es el siguiente: por ley, los acuei1''
dos salariales deben entrar en vigor c|.
i de enero de. cada año, y aquella parta
que pretenda introducir modificación se de-'
be comunicarlo antes del 20 de septiem-
bre. Si las partes no han logrado un acuef
do antes de! 15 de octubre, el ministro á&
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Educación provincial designa un concilia-
flor para que asista a la negociación. Las
íiEgociaciones, con la asistencia del conci-
liador pueden durar hasta el i/\ de no-
".fssrnbre. Si no SE ha logrado acuerdo el
conciliador remite las cuestiones en con-
victo a un Tribuna! de arbitraje. El Tri-
bunal de arbitraje tiene carácter tripartito;
.¿aáa parte debe nombrar a su represen-
tante ;-:níes del 20 ele noviembre. Los
íaiembros designados deben ponerse de
acuerdo en eí nombramiento de 1111 presí-
dante neutral, antes del 30 de noviembre.
3: no se logra el acuerdo, lo designa la
Subvenía Court provincial antes del 5 de
diciembre y la decisión debe ser publicada
antes de final de año. El procedimiento
¿iel arbitraje es sumamente corto y las de-
cisiones adoptadas muy breves y afectan
únicamente a las partes directamente in-
íerssadas.

Los resultados de este sistema son pues--
>:os de manifiesto en las conclusiones del
artículo. En primer lugar, el número ás
'.insigas en la provincia de Brífish Colum-
í>is KS ínfimo comparativamente con ei
Ae otras provincias. En segundo lugar no
ha supuesto una disminución del número
ds acuerdos colectivos, lo que implica que
no atrofia la negociación. Finalmente, no
supone una diferencia estimable en los
Biveles salariales respecto de otras provin-
cias que no acuden a este sistema de ar-
bitraje obligatorio. Todo ello demuestra,
£i) opinión de los autores, que el arbitra-
je obligatorio puede ser una técnica efec-
íiva para resolver conflictos de interés
?¡empre que opere en las condiciones apro-
oiadas.

•j',-ADA,1.!: The incentive system in the
USSR: The abortive reform of 1965.

Hste articulo supone un estudio d«;l sis-
í-:cia de incentivos utilizado por la Unión
Soviética de acuerdo con la reforma de
.T9S5 y de las causas que condujeron a su

quiebra. La reforma de 1965 suponía u.ns.
descentralización del peder de decisión, !©
que implicaba una novedad en un sistema
de planificación central de la economía. Bí
sistema consistía fundamentalmente en 3a
constitución en cada Empresa de tres foa-
dos : un fondo de incentivos, un fondo pa«
ra tas necesidades culturales y sociales y
un fonao para el desarrollo de In produc-
ción. Los dos primeros constituían incesv
tivos para el personal de la Empresa, ei
último para :a Empresa considerada como
un todo. El artículo se centra en el primero
de estos fondos, por cuanto los otros dos
no tienen incidencia sobra ios salarios.

I.a cuantía de! fondo de incentivos sstvy
ba prevista como uti porcentaje variable
del total de los salarios, en cada Hmpresa.
La fijación de ese porcentaje dependía ¿íe
dos indicadores de la buena marcha de
aquella: el total de ventas y el nivel ele
ganancias. La utilización de un indicador
cuantitativo {el total de ventas) a la vaz
que un indicador cualitativo (el nivel de
ganancias) tenía por objeto estimular una
expansión de la producción tota! de cada
Empresa, preveyendo al mismo tiempo «as
deficiencias que los indicadores meramen-
te cuantitativos generaban (fundamental-
mente, la superproducción sin tener en
cuenta la situación del mercado}. El sis-
tema se preveía para una larga duración
y preveía sanciones en los supuestos de
producción por encima o por debajo de lo
previsto en el plan quinquenal. Se espe-
raba que esta reforma del sistema de in-
centivos supusiera un fuerte estímulo para
la productividad.

Kstas esperanzas de los autores de la
reforma no se realizaron. Por e! contrario,
se observó un descenso en la productivi-
dad. Ailnm intenta explicar este fenóme-
no. Una serie de razones justifican, en su
opinión, su producción. Kn una exposicióa
sumaria son las recientes: i.a ün un siste-
ma como el soviético en el que la produc-
ción total por empleado es el índice de la"
productividad y, por consiguiente, la pro-
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ducción total de la Empresa tiene el mismo
valor y, si se tiene en cuenta que las Em-
presas y su productividad dependen de sus
relaciones cor. otras Empresas, puede pro-
ducirse el hecho de que una Empresa au-
mente su producción total a través de mé-
todos que no implican un aumento de la
productividad por trabajador (utilizando
materiales' :nás caros, etc.). ?..'•• Al poner
en rclr.ción el fondo de incentivos con la
cuantía total de los salarios y teniendo en
cuenta que cuanto más amplia hieac k.
partida salaria: mayor sería el fondo de in-
csutivos s« inducía a ¡os directores ríe.
Empresa a solicitar de las autoridades cen-
trales la asignación de partidas salariales
que permitiesen contratar a más trabaja-
dores que los necesarios. 3." Un incremen-
to de la producción total podía ser llevado
a cabo tanto por el incremento de la
producción personal por trabajador como
incrementando el número de trabajadores.
Las Empresas se decidían por esta última
vía en atención a dos razones : en primer
lugar, porque e! aumento de la producción
personal por trabajador obedece, en la
mayor parte de los casos, a cambios tecno-
lógicos que pueden crear una tensión no
deseable entre los trabajadores; de otra
parte, un crecimiento en el número de
trabajadores suponía un crecimiento en el
total salarial y, por ende, en la constitu-
ción de un fondo de incentivos mayor.
4.a La utilización de la ganancia como in-

dicador del cual dependía !a fijación de:
porcentaje para la constitución del foiulc.
ce incentivos cfrecú ciertas dificultades:
el nivel de ganancia ce una Empresa' es
parcialmente determinado por ci prec:o poy"
el cual la Empresa vende su producción.-
La falta de un sistema electivo de precios:
unido ?. la falta de flexibilidad de! sisteme
de precios soviético producía unas varia-
ciones notables de ios niveles de ganan-
cias de unas Empresas a otras, lo que ib::
en detrimento de ¡a aceptación del sistema.
5-;i La proporción de los costes materiales;
en el coste total de la producción de las-
Empresas es mucho más alta que la p ro
porción de los costes del trabajo. Por ello,
se puede obtener mayor ganancia con un;:
reducción en ios costes materiales que con-
una reducción de los costes de trabajo.

Por estas razones, y otras que expone
Adam de menor importancia, el sisteme,
fracasó, produciéndose el efecto contraríe
al esperado; ello ha producido una serie
úe cambios en el sistema de incenfivci»
Así, una vuelta a ¡a centralización res'
pecto de la determinación de las norma?.1

y de la cuantía de los incentivos, un crec¿<
miento del número de indicadores usa-
dos para establecer la cuantía del in-
centivo, una promoción más directa de ¡ó
productividad que anteriormente, medidaí
encaminadas a estimular la productividac--
a la vista del iracaso del sistema adoptado
en 1965. — M. ALVAREZ ALCOLF.A.

F R A N C I A

DROIT SOCIAL

Núm. r, enero 10.73.

Derecho económico y projesionál:

Jean-Pierre Dubois colabora con un es-
tudio titulado «Empresas multinacionales
y convenios colectivos sindicales a nivel

internacional: los medios jurídicos de uf
contra-poder sindical». El autor parta ¿u
la base de que el problema primordial part-
ías organizaciones sindicales nacionales «i-
lo que concierne a la posibilidad de con-
clusión de convenios colectivos internnciíi-
nales se centra en la .'relación de fue«as»r
en el sentido que. explica de que 'xuanoo'
las organizaciones sindicales nacionales ef
ten suficientemente unidas para adopta;'
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una actitud común y hayan superado sus
diferencias, forzarán a los empresarios a
reunirse a. nivel europeo y quedará abier-
ta la posibilidad de concluir convenios co-
lectivos internacionales».

1!I autor no se centra en el estudio del
problema jurídico general que plantea la
posibilidad de negociar convenios colecti-
vos a nivel internacional, sino que volun-
tariamente limita su análisis a! estudio de
un problema más concreta: la determina-
ción de cuáles podrían ser los medios ju-
rídicos de constituir en e[ seno de !as
Kmpresas multinacionales lo que llama un
icontra-poder» (contre'poitvoir) sindical,
no circunscrito a límites nacionales sino
con extensión a todos los países en los que
la Brnpresa multinacional posea filiales es-
tablecidas. Para ello analiza, en primer lu-
gar, los problemas principales que se plan-
tear, a las organizaciones sindicales nacio-
nales en el marco de la Empresa multina-
cional, y que, a su juicio, son : i), el no
reconocimiento sindical, como práctica an-
tisindical típica utilizada por las Compa-
ñías multinacionales, o, en su caso, ei
reconocimiento por las mismas sólo de los
Sindicatos considerados como no apeligro-
sos' para sus intereses; .1), el endurecí'
r,ne.nU) cada vez mayor de las condiciones
dt: trabajo al supeditar tales Empresas los
aumentos salariales al incremento del ren-
dimiento y la racionalización del trabajo
mediante la adopción de los llamados
productiiiiy burguining y producthity
('-•¿reements; de esta forma, .los incremen-
tos de salarios aparentemente concedidos
por la Empresa multinacional son en reali-
dad financiados por e¡ incremento de¡ ren-
dimiento capitalista de la producción,
cuyo peso entero bascula sobre los traba-
jadores»; 3), finalmente, la negativa a los
aumentos salariales y los despidos efec-
tuados en nombre de la rentabilidad capi-
talista.
. Problemas éstos que uo son específicos

d-s las- Empresas multinacionales, sino que
•"•'e plantean igualmente en las relaciones

de trabajo de las Empresas exclusivamente
nacionales. Sin embargo, la dimensión in-
ternacional de la Empresa multinacional
modifica esencialmente la naturaleza de es-
tos problemas y hace que las organizacio-
nes sindicales nacionales se encuentren en
la mayoría de los casos desprovistas de
medios adecuados de solución o de res-
puesta.

Ante estos problemas planteados a ni-
vel internacional, la tarea de los Sindica-
tos nacionales consiste en coordinar su&
reivindicaciones en ¡o que ei autor llama
•armonización hacia lo aitón (harmonisil-
tioti vers It: haut); expresión que implica,
en lo que respecta a los Sindicatos clel país
con legislación social más avanzada (dc-
eníre los de establecimiento de la límpi'esa
multinacional) la reivindicación de. idén-
ticas condiciones de trabajo para sus com-
pañeros empleados por la Empresa en paí-
ses de legislación social menos desarro-
llada; reivindicaciones sin duda apoyadas
por las organizaciones sindicales de estos
últimos países.

Finalmente, el autor analiza las posi-
bles técnicas utilizables por los Sindicatos
en la búsqueda de esta armonización de
reivindicaciones a nivel internacional.

Trabajo:

J. M. Clerc aporta un trabajo sobre
• Los conflictos sociales e.n Francia en 197o-
y 1971, que, en las propias palabras de!
autor, es -una tentativa de análisis refe-
rido a lo que frecuentemente se deno-
mina la situación social en Francia duran-
te el bienio 1070-1971». Estudio limitado
al sector privado y construido en base il-
las informaciones de los directores regio-
nales o departamentales de Trabajo e
inspectores de Trabajo sobre los princi-
pales conflictos acaecidos en el citado pe-
ríodo.

Alain Coeuret estudia <La naturaleza
jurídica de la sección sindical de limpre-'
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sa»; estudio cuya importancia justifica
en base a que si la íey de 27 de diciem-
bre de 1968 (que instituyó el sindicalis'
mo en la Empresa) tiene por objetivo esen-
cial descentralizar el sindicalismo 3. nivel
de Empresas, al resolver el problema de
si ía sección sindical posee, o no, perso-
nalidad civil, permite apreciar ios límites
de la citada descentralización. En las con-
clusiones de su trabajo, esta personali-
dad civil de la sección sindical es rehusa-
da por el autor, solución que afirma venir
en parte confirmada por la sentencia de!
Tribunal de Apelación cíe Paría, ríe 4 <íe
diciembre de 1971.

• Jean-iVíaurice Verdier, Alain Coeuret y
Michelle Veron, con la colaboración fie
iVYarie-Noé'lle Jobard aportan «La partici-
pación de los trabajadores extranjeros
an las instituciones representativas de ¡os
asalariados en Francia»; estudio efectuado
en el seno del «Institut de Recherches
sur l'Entreprise et les Relations Profes-
¡áionnelles de l'Université de Paris-X-Nan-
íerre», en el que se analizan por separado
la situación de i 1} Los trabajadores ex-
tranjeros originarios de países miembros
de ía CEH. z) Los trabajadores argelinos.
3) Los trabajadores extranjeros origina-
rios de Estados africanos de lengua fran-
-cesa. 4) Los demás trabajadores extran-
jeros.

Jean Savatier escribe sobre «La publi-
cidad de jas comunicaciones sindicales en
ja Empresa», comentario a las ordenanzas
del Tribunal de gd. inst. de Dunkerke,
de 6 de octubre de 1972.

Seguridad Social:

Michei Lhuguenot hace una defensa del
proyecto de ley de Finanzas para 1973
eií un artículo titulado «Alegato en favor
de una ¡dea descabellada: El estableci-
miento de una tasa sobre las amortiza-
ciones como medio de financiación de la
Seguridad Social».

Gérard Lyon-Caen comenta dos deci-
siones del Tribuna' de Justicia de la.<?
Comunidades Europeas («Jurisprudencia so-
cial de las Comunidades europeas*) y
XXX y Hubert Groutel comenten la «Ju-
risprudencia reciente en materia de Se-
guridad Social».

DROIT SOCIAI,

Núm. 1. febrero 1973.

Derecho económico y profesional:

«La Reforma de la Organización Social
de la Empresa Alemana», por Jean-Marie
Luttringer. En este estudio, el autor abor-
da un análisis de la ley de 19 de enero de
1972; ley en que se plasma en Alemania
la reforma del Estatuto de ¡as Empresas,
anunciada por el Gobierno de coalición
socialista-libera! (SPD y FPD) desde su
acceso al Poder.

La legislación reformada (ley de 1957.)'
estaba basada en un principio de colabo-
ración entre empresario y Consejo de Em-
presa, viniendo ambos sometidos a ur.a
obligación de «paz social». Por otra par-
te, dicha legislación apartaba al Sindicáis
ele su lugar predilecto de actuación • -la
Empresa— y lo consideraba como un cuer-
po extraño en la comunidad formada por
empresario, trabajadores y Consejo áe Em-
presa (CE). Asimismo, la ley del 52 dis-
tinguía entre obreros, empleados y direc-
tivos (estos últimos excluidos de su campe
de aplicación).

La reforma de 1972 aborda problemas
de candente actualidad en Derecho ce!
trabajo. Así:

• - El juego de lo individual y ás lo
colectivo: ¿conviene extender ios ae*
rechos individuales cíe los trabajade'WO»
o, por el contrario, reforzar el C3 y
el Sindicato como formas de organiza-
ción colectiva?
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• El cíe la solidaridad o división de
los trabajadores: ¿conviene otorgar
estatutos particulares a los obreros, a
los empleados y a los directivos, o, por
el contrario, un estatuto único?

— Elección de la forma de organi-
ción colectiva de ios trabajadores;
¿conviene dejar introducir al Sindica-
to en la Empresa, o es preferible man-
tener la dicotomía específica de las re-
laciones profesionales alemanas en las
que el Sindicato representa a los tra-
bajadores fuera de la Empresa y el CE
dentro de ella?

— Limitaciones del poder del empre-
sario: ¿en qué medida debe ser limi'
tado el poder del empresario sobre ¡a
vida social de la Empresa (horarios,
disciplina, condiciones de trabajo), o
sobre los propios trabajadores (contra-
tación, traslados, despidos)?

A pesar de la importancia de estas y
otras cuestiones nos indica el autor que
durante la gestión de la ley no se plantea-
ron grandes debates ideológicos, sino me-
ramente técnicos, como, por ejemplo, la
forma de integrar en el nuevo texto los
avances de la jurisprudencia y la práctica.

La reforma, pues, no se ha llevado a
cabo «en caliente», como se realizó en
1968 )a que instauró en Francia el recono-
cimiento del Sindicato en la Empresa.

Con estas consideraciones iniciales, el
doctor Luttringer pasa revista a los di-
versos aspectos de la nueva normativa,
obteniendo las siguientes conclusiones:

1. Que esta reforma no supone un
iygro fundamental en la vida social de
¡a Kmpresa, limitándose a constituir
una nueva etapa en su creciente ins-
liíucionahzación.

2. Que el concepto alemán de co-
eestión no tiene ese aspecto «mítico»
del concepto francés de participación,
a! que con frecuencia se compara. A
nivel de la Empresa la coilecisión es

una forma "empobrecida» de la nego-
ciación colectiva. 'Empobrecida)' en el
sentido de que la libertad —criterio
esencial de la negociación— está limi-
tada, ya que su objeto viene determi-
nado por la propia ley, privándole,
además, de su motor principa!, la lu-
cha social, que queda prohibid?..

3. La neutralización jurídica de ía
Empresa; la extensión de los poderes
conferidos a un CE da inspiración co-
munitaria; el no reconocimiento orgá-
nico del Sindicato en el seno de la
Empresa, y, sobre todo, la ausencia de
una voluntad sindical d?. modificar es-
ta situación, no facilitarán la elabora-
ción de una estructura unitaria de re-
presentación de los trabajadores en la
Empresa a nivel europeo.

Alfretl Sauvy analiza la situación sccia!
en un artículo titulado cDe la oposición
al Poder: la izquierda y la economía».

Trabajo:

Gérad Lyon-Caen aborda el estudio de
si existe, o no, un orden público <¿sociai»
distinto del orden público «civil», en una
colaboración que lleva por título «Nego-
ciación colectiva y legislación de orden
público).

Parte el autor de la similitud de térmi-
nos existente entre el artículo 6.° del Có-
digo civil («los contratos particulares no
pueden derogar las leyes que afectan al
orden públiaj y a las buenas costumbres»)
y el artículo 31, pfo. 4.0, del libro I del
Código de trabajo («Kl convenio —colec-
tivo-- puede contener disposiciones más
favorables para los trabajadores que las
establecidas por las leyes y reglamentos
en vigor, pero no puede derogar las dispo-
siciones de orden público contenidas en
dichas leyes y Reglamentos»).
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Pese a esta similitud de términos •—agre-
ga ei profesor Lyon-Caen--- el orden pú-
blico civú no puede ser traspasado pura
y .simplemente al Derecho del trabajo. En
éste es nota característica la coexistencia
de normas de origen profesional y de ñor-
mas de origen estatal. Según el artícu-
lo 31, citado, el convenio colectivo puede
contener disposiciones más favorables que
las de las leyes y Reglamentos vigentes.
En Derecho del trabajo, leyes de orden
público son justamente las que establecen
las condiciones mínimas del trabajador.
I.as partes en la negociación colectiva pue-
den superar ese mínimo, pero jamás vul-
nerarlo. En este sentido el orden púbhco
social aparece, claramente como distinto
del orden público civil. La derogabilidad
es siempre posible, pero sólo en el sen'
tido de implicar una mejora de las condi'
ciones de trabajo.

Sin embargo, existen voces discordan-
tes que reclaman la coexistencia en Dere-
cho del trabajo de un orden público áe
inderogdbiíidad absoluta y un orden pú-
blico de inderogabilidad relativa-, y afir-
man que el primero ha sido recogido y
desarrollado en el seno de la comisión su-
perior de convenios colectivos, como la
expresión de una negativa a extender las
cláusulas contrarias al orden público (ar-
tículo $ i, 3.0: «el ministro... puede ex-
cJuir de la extensión, previo informe mo-
tivado de la comisión superior, las dispo-
siciones que contradigan ¡os textos legales
o reglamentarios en vigor»).

A juicio del autor, el razonamiento an-
terior, de ser correcto, pecaría por defec-
to, ya que si una cláusula es contraria al
orden público, no sólo no podría ser ex-
tendida, sino que tendría que ser anu-
lada.

fc.ii resumen, afiirma el profesor Lyon*
Caen que la norma si es que existe en
'.as relaciones de trabajo no constituya
más que una protección mínima. Si se
cree en el progreso social no se puede
impedir a las partes de la negociación co-
lectiva que mejoren dicha protección. 'El
progreso • dice nacerá experimentalmen»
te del diálogo y el papel de los jueces o
de la Administración no es el ríe oponer-
se al mismo en nombre de una abstrac-
ción.»

í.a únic.i dificultad estriba —así conclu-
ye el autor — >en saber cuándo una dispo-
sición convencional es, o no, más favora-
ble que una regla legal». Pero, como él
mismo dice, «ceci est une autre histoire
et mente un autre article->.

Christiane Pactet y Jean Savaticr cíe»
rran esta serie con un artículo titulado
«El contencioso en convenios colectivos»
y un comentario jurisprudencial, respec-
tivamente.

Seguridad Social:

Esta sección presenta un estudio con-
junto de R. Draperie y J. J. Ribas, bajo
el título «"La Europa social". Evolución
y financiación del costo de la asistencia
médica», así como la sistemática aporta-
ción de Yves Saint-Jour (esta vez en co-
laboración con Josp.ph Le Calonnec) sobra
«Jurisprudencia comentada en materia de
Seguridad Social». JRSÚS M.a GALIANA
MORF.NO.
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I T A L I A

ÍL DIR'TTO DHL Í.AVORO

Núms. 3 y 4, mayo-agosto 1973. Parte
primera.

CARI.O LIÍGA : Associa&oni e societa di ¡»-
btri professionisti per l'eserci&o dtüa
professione (Asociaciones y sociedades
de profesionales libres para el ejercicio
de !a profesión). Págs. 181-11)5.

Las transformaciones de tipo económico
y científico propias de la época actual
han producido la crisis de¡ intenso indi'
viduahsmo que caracterizaba a las profe-
siones libres. Al mismo tiempo que surgía
una clientela más exigente a base de Em*
presas, sociedades, etc., SQ producían una
serie de transformaciones en ¡a organiza-
ción interna de los despachos (bufetes, es-
tudios, consultas...) de los profesionales
libres, y así surgían el trabajo en equipo,
despachos colectivos, contactos entre des»
pachos independientes, necesidad de nu-
merosos auxiliares, etc. La legislación vi-
gente, constituida fundamentalmente por
la ley de 23 de noviembre de 1939, nú-
mero 1.815, dirigida sobre todo a evitar
!a competencia ilícita por parte de perso-
ñas que carezcan de la habilitación nece-
saria, resulta anticuada para regular este
fenómeno.

La citada ley prevé, en su artículo i.°,
la posibilidad de asociarse para e¡ ejer-
cicio de la profesión. Lega destaca cómo
la norma habla de ¡'ejercicio de la pro-
fesión», y no de «ejercicio en común de
la profesión», lo que implicaría una rea-
lización colectiva e impersonal de las
prestaciones profesionales, y añade que
dicho artículo se refiere a una asociación
de personas en la que se mantienen intac-

tas las singulares relaciones profesionales
de cada uno de sus miembros con sus
clientes respectivos.

Del artículo 2.u de ¡a citada' ley parece
derivarse a primera vista la posibilidad de
una sociedad entre profesionales s:empre
que. se respeten las formalidades previs-
tas en el artículo i." ¿Es acertada esta
interpretación?, se pregunta Lega. Según
la definición de sociedad del artículo -'.247
del Código civil, el ejercicio de la profe-
sión se haría entonces en común. ¿Pero
cabe el ejercicio en común de la profesión
libre? E! autor estima lícitas las socieda-
des entre profesionales únicamente si tie-
nen como finalidad el poner a disposición
de los socios equipos, materiales, servi-
cios, etc., ya que interpreta el artículo 2.a

de la ley objeto de comentario en el sen-
tido de que prohibe las sociedades pro-
fesionales que tengan como finalidad pres-
tar asistencia y asesoramiento en mate-
rias que estén monopolizadas ex lege en
favor de los inscritos en los registros pro-
fesionales. Es factible, sin embargo, la
sociedad con finalidad de conceder pres-
taciones profesionales siempre que dichas
prestaciones no sean exclusivas de los
inscritos en los indicados registros.

Se refiere a continuación a los profe-
sionales del foro y a los problemas que
pueden plantearse con la creación de una
sociedad de abogados, en el caso de que
se le reconociera naturaleza de empresa
comercia!, debido a la incompatibilidad
que establece el artículo 3.0 de la ley
forense entre los citados profesionales y
el ejercicio del comercio en nombre pro-
pio o ajeno.

lin base a una objetiva interpretación
de !a disciplina jurídica de las profesio-
nes libres no es posible admitir el ejer-
cicio impersonal de la profesión. Pero el
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autor estima que tic {acto, prescindiendo
de la normativa analizada, habría que cIÍS"
tinguir dos situaciones: si el objeto de
la relación entre abogado y cliente es una
obligación de resultado, no habría incon-
veniente en concebir unitariamente el re-
sultado, aunque hubiera sido realizado con
el esfuerzo • de varias personas, mientras
que si el objeto de la relación es una
obligación de hacer, en ia que se tienen
•En cuenta por el cliente las circunstan-
cias personales del profesional elegido, en
este caso se acentúa indudablemente la
personalidad de ia prestación.

Después de referirse a la situación en
el extranjero alude a las diversas posíu-
ras de la doctrina italiana y concluye el
ensayo indicando la suya propia : estima
como más apropiada y más coherente con
la natura'cza personal de las prestaciones
profesionales la fórmula de la sociedad
simple para encuadrar el ejercicio en co-
mún de la profesión.

Guiño ZANGARI: 'Rapprese.nic.níe. clei 7«z-
vomtori e tutela della saluie (art. y cUlía
l¿%gc 20 mclggio io7o n. ?oo) (Delega-
ciones de los trabajadores y protección
de la salud). Págs. 196-225.

Las normas del Statuto dc.i ¡aioratori
que se refieren a la protección de la sa-
lud y, en particular, el artículo 9, han
provocado posiciones contradictorias en la
doctrina y en la jurisprudencia. Los pro-
blemas que plantea el artículo 9 son fun-
damentalmente dos: cuál sea el conteni-
do de los derechos que reconoce, y cuáles
.sean los sujetos a los que se atribuye ta-
les derechos.

A diferencia del artículo ?..o8y del Có-
digo civil, que considera como exclusivo
del empresario el tema de las medidas
referentes a la salud y a la seguridad en
el trabajo, el artículo y del Statuto da
icivóvílUyri atribuye a ia colectividad de los
írabajadores una posición activa a través

de sus delegaciones. En este tema eí Sra-
tuto ha recogido una tendencia que estaba
consolidada en la práctica, ya que la con-
tratación colectiva venía reconociendo una
competencia a los trabajadores como co-
lectividad en la gestión de las medidas
de protección.

La unanimidad doctrinal en la conside-
ración del interés a la protección de. la
.salud como un interés colectivo, quiebra
cuando se trata de individualizar el or-
ganismo al que el artículo o. atribuye la
prerrogativa de controlar y promover las
medidas sobre la salud y la seguridad de
los trabajadores. Zangari reprocha a ía
doctrina italiana el haber interpretado el
artículo 9 como si no hubiera variado el
contenido del derecho a la salud y a í.i
seguridad, ya reconocido en el 2.087 c'e-
Códieo civil, y sólo se hubiera producido
i:n cambio al atribuirse a los trabajadores
como colectividad la facultad de ejercitar
los derechos citados.

En opinión del autor, el artículo 2.037
del Código civil pretende proteger al tra-
bajador, con carácter general, contra teda
posible situación capaz de lesionar su .sa-
lud y su integridad física y moral, obli-
gando al empresario a adoptar las medi-
das pertinentes. Distinta es la formulación
del artículo 9 del Statuto. Kn su primera
parte, cuando reconoce a las delegaciones
de los trabajadores el derecho de control,
limita el objeto del mismo a la «obser-
vancia de las disposiciones relativas a pre-
vención de accidentes de trabajo y en-
fermedades profesionales., mientras que
la segunda cuando reconoce a estas mis-
mas delegaciones el derecho a la promo-
ción, usa una fórmula más amplia, y pa-
recida a la empleada por el 2.087 del Có-
digo civil: «derecho a promover la inves-
tigación, elaboración y aplicación de todas
las medidas tendentes a proteger su sa-
lud y su integridad física».

Paradójicamente, la norma estatutaria cá
en su primera parte, que es la más efec-
tiva y la que tiene mayores posibilidades
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ce aplicación práctica, más restrictiva que
el artículo 2.087 de! Código civil que obli-
ga ¡il empresario 3 adoptar indiscriminada'
mente toda clase de medidas necesarias
para proteger ia integridad física y ía
personalidad moral del trabajador. Así
pues, el fallo en el planteamiento de la
mayor parte de la doctrina está en creer
que el derecho que se reconoce a las de-
legaciones de los trabajadores por el ar-
tículo y tiene un contenido idéntico al re-
conocido por el artículo 2.087 al trabaja-
dor individual. Añade Zangan que la am-
bigüedad cíe! artículo t>, la falta tic medios
para realizar las funciones de control y
promoción y !a ineficacia de las institu-
ciones oficiales dan pie a un cuma de es-
cepticismo.

En el sistema previsto en el artículo
2.oSy, el derecho del trabajador se traduce
en el plano procesal en la legitimación
para solicitar la aplicación en concreto de
las disposiciones sobre la salud y ¡a se-
guridad en el trabajo. En e! artículo 9 se
atribuyen a las delegaciones ele los tra-
bajadores, es decir, a las estructuras or '
ganizativas que representan a los trabaja-
dores, dos derechos claramente diferencia-
dos, el del control y el de la promoción.
Derecho al control significa derecho a des-
arrollar una actividad de cjráctrr inspec-
tor en e! seno de la organización produc-
tiva y, por tanto, la delegación de los
trabajadores podría estar legitimada para
actuar en juicio pretendiendo la satisfac-
ción del derecho que le reconoce el ar-
tículo 9, en el supuesto de que el empre-
sario no le permitiera ejercerlo. Ahora
bien, la función de la delegación termina
con el control. Una vez que. se ha com-
probado la infracción de las medidas de
seguridad por parte del empresario, el
terna corresponde ya a la esfera jurídica
ele! trabajador individual y entonces entra
a jugar el artículo 2.087 del (Código civil.
Hl comité o delegación puede denunciar
la infracción a los órganos competentes,
pero carece del derecho a ^sustituir) al

trabajador individua! en ¡a acción paró-
obtener la satisfacción de la pretensión,
ya enérgicamente tutelad?, en el artículo
2.087, a ' cumplimiento en concreto de las
medidas de. seguridad. Ei planteamiento es
similar en lo que se. refiere a la función
de promoción de las medidas d<-> segu-
ridad.

El segundo problema fundamental iiue
plantea el artículo g es el de qué sean
las delegaciones a que alude. La doctrina
dominante considera que debido a la ge-
neralidad de. !a fórmula del artículo 9,
cualquier organización, sindical o no, o
incluso las comisiones internas, tiene com-
petencia para desarrollar las funciones de
control y de promoción. Zangari opina,
en cambio, siguiendo la tesis de Simi,
que. las delegaciones del artículo o, son
entidades diferentes de las organizaciones
sindicales y se configuran como delega-
ciones internas no sindicales, argumentan'
do de la siguiente forma: el artículo 19
del SUituto dd laioratori regula el fenó-
meno de las delegaciones sindicales ele.
Empresa, y ha querido ofrecer una serie
de garantías y privilegios a estas organi-
zaciones con el objeto de promover ei
desarrollo Je la actividad sindical al ni-
vel de Empresa, manteniendo, sin embar-
go, una evidente conexión con los sindi-
catos más representativos de ámbito su-
perior a la Empresa. Ahora bien, Is co-
nexión con los sindicatos más represen-
tativos no es un requisito necesario para
que las delegaciones sindicales de fábrica
ejerciten !os derechos de libertad y activi-
dad sindica'es, pero sí es necesario para
poder desarrollar la actividad sindical a
nivel de cer.tro de traba'o en ias mismas
condiciones de privilegio que la legisla-
ción sindical reconoce a ios sindicatos mas
representativos, lin cambio, el legislador
no ha establecido en el artículo 9 del
Stütuto la necesidad de una conexión en-
tre las delegaciones de los trabajadores y
ios sindicatos, precisamente porque se tra-
ta de organismos completamente difereiv
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tes de las delegaciones sindicales de Em-
presa y del resto de las formaciones sin-
dicales propiamente dichas.

Continúa el autor preguntándose por
la viabilidad de su tesis en nn momento
en que los sindicatos se ocupan cada vez
mis de los problemas de ¡a seguridad y
la salud en e": trabajo. Si fuera exacta
la interpretación que reserva a la contra-
tación colectiva y fundamentalmente a
ésta, Is efectiva posibilidad para los tra-
bajadores de ejercitar el derecho a! con-
trol y a la promoción del artículo 9, se-
ría difícil argumentar que las delegacio-
nes previstas en e! citado artículo sean
distintas de. las formaciones sindicales, de-
bido a la evidente conexión entre la ac-
tividad contractual y las organizaciones
sindicales. No cabe duda que la contrata-
ción colectiva puede ser un camino a fra-
vís del cual se regule detalladamente el
ejercicio de los derschos del artículo 9,
pero no es el único. Las delegaciones de
trabajadores del artículo 9 pueden rei-
vindicar una mayor participación en la
gestión de los problemas de la salud y
de la seguridad en el trabajo sin nece-
sidad de abrir un diálogo de tipo con-
tractual. Y pueden, por tanto, (-controlar
y promover^, ejerciendo un derecho pro-
pio concedido expresamente por la ley. lil
que estas delegaciones puedan contratar
c negociar con el objeto de lograr una
mayor observancia de los derechos que
ellas defienden, no supone que se con-
fundan con las organizaciones sindicales,
ni tampoco el que. estas delegaciones ges-
tionen de forma exclusiva los problemas
de la salud y de la seguridad. Zangari
subraya ya las distintas funciones que
cumplen los sindicatos y las delegaciones
del artículo 9.

Kn la última parte del ensayo critica
la postura de parte de la doctrina que
considera legitimadas a las delegaciones
del artículo y del Statutn para utilizar el
procedimiento del artículo 28 del propio
SUltuto, ya que el citado artículo 28 le-

gitima únicamente a ios órganos locales
de las asociaciones sindicales nacionales
interesadas.

GIULIANO ZANINI : La disciplina dei li-

cen?ja,menti colletivi ncli'ordhultrxnio
frúncese (La regulación del despido co-
lectivo en el ordenamiento francés). Pá-
ginas 22Ó-25/1.

I. La única disposición en el ordena-
miento francés que hace referencia al des-
pido colectivo es un Reglamento de ,'.4
de mayo de 1945, que en su artículo 10
dispone que el empleador está obligado
a regular, en defecto de regulación espe-
cífica en el convenio coeletivo aplicable
a la Empresa y previa consulta al Comité
de Kmpresa, el orden de los despidos en
caso de despido colectivo, teniendo en
cuenta las cargas familiares, la antigüe-
dad y las cualidades profesionales.

En Francia se estableció por primera
vez un sistema de control público del
mercado de trabajo durante la segunda
guerra mundial. Después de la liberación
se ocupó de este problema el Reglamento
citado anteriormente, que fue recogido en
el Decreto de 23 de agosto del mismo
año 1945. Kl empresario, cada vez que
pretenda la admisión o el despido de un
trabajador debe obtener la previa auto-
rización df-.I servicio departamental de la
mano de obra. La decisión del citado ser-
vicio puede ser recurrida ante la Direc-
ción Regional del Trabajo y, a su vez,
se admite recurso contra la decisión de
ésta ante el Consejo de Estado. Este pro-
cedimiento constituye en manos de la au-
toridad administrativa un instrumento téc--
nico de política económica y social, con
la finalidad de. regular la movilidad de
la mano de obra.

lis opinión del Consejo de Estado que
el control público debe apreciar únicamen-
te las consecuencias de carácter econó-
mico que se derivan de las decisiones de
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despido, sin tener en cuenta oirás moti-
vaciones, por ejempio, de carácter social,
reierentes a la situación individual de:
trabajador despedido. Ahora bien, tam-
bien e.s jurisprudencia constante de! Tri-
buna! de Casación que la reglamentación
administrativa de los despidos no tiene
ninguna mrluencia er. el régimen de las
relaciones individuales de trabajo, conti'
miando en pleno vigor si principio de la
libertan contractual de las-partes del con-
trato de trabajo y reduciéndose a la sitn-
pie posibilidad de tina sanción penal las
consecuencia.1; del defecto de autorización.
Así pues, conforme a lo dispuesto en el
artículo :.y8o del Código civil y 23, ]i-
bro primero, del Code du tra-jail, el des'
pido es perfectamente válido y eficaz y
no tiene carácter abusivo, y la relación
cesa normalmente al terminar el plazo de
preaviso, aunque el servicio de la mano
de obra haya denegado la autorización.

II. Zanini cree que el artículo 10 del
Reglamento de 24 de mayo de 1945 r e '
presenta una importante excepción a ia
situación descrita, pues se dirige directa-
mente a! empleador y le impone deter-
minadas obligaciones tendentes precisa-
mente a proteger a los trabajadores y
no a proteger un interés general de ca-
rácter público. Permite ya un control
efectivo de las decisiones del empleador
que constituye una garantía contra even-
tuales medidas discriminatorias del em-
pleador en el supuesto de despidos co-
lectivos.

Previamente al análisis de las opinio-
nes de la doctrina y de la jurisprudencia
sobre este tema, es necesario conseguir
«na definición del concepto de despido
colectivo en el vrílennmietnto francés.
A falta de disposición legal y de elabora-
ción jurisprudencial lia sido la práctica
administrativa la que con gran claridad
ha establecido la distinción entre despi-
dos individuales y colectivos, mediante
una circular ministerial de 31 de marzo

de 1948. Serán despidos individuales loa
basados en motivos de orden personal,
relativos a la persona del trabajador, o a
su aptitud profesional o a una falta gra-
ve a ¿1 imputable. Mientras que despi-
dos colectivos serán los fundados en mo-
tivos de orden económico, independientes
de la persona y de! comportamiento del
trabajador, y tendrán ese carácter, aunque
sea un solo trabajador el despedido. La
circular a que nos estamos refiriendo, an
caso de despido colectivo, distingue dos
fases sucesivas de control por parte de
l<w servicios de la mano de obra. Kn una
primera fase ¡os inspectores de Trabajo
deben investigar las razones de carácter
general en que se basa el despido, solici-
tando la opinión de los representantes
del personal y, como ya se ha dicho an-
teriormente, el servicio de. la mano de
obra autorizará o no los despidos tenien-
do en cuenta Tínicamente razones de po-
lítica económica. En una segunda fase
los inspectores han de vigilar que los
despidos se hagan teniendo en cuenta lo
señalado en el artículo 10 del Reglamento
de 1945, es decir, teniendo en cuenta ¡as
cargas familiares, ¡a antigüedad y la ca-
lidad profesional.

¿Cuál es el alcance practico de este
disposición?, se pregunta a continuación
el autor. Ya se ha dicho que las garan-
tías del artículo 10 afectan al régimen de
las relaciones individuales de trabajo, lo
que quiere decir que el trabajador que
estime que la decisión del empleador no
se ajusta a los criterios de! artículo cita-
do puede acudir al Ctmstil de Prud'hom*
mes para obtener la condena del emplea-
dor al resarcimiento de daños por abuso
de Derecho en la resolución del contrato.
Pero la jurisprudencia distingue tres si-
tuaciones diversas: en el caso de que los
criterios del artículo 10 no hayan sido re-
glamentados por el empresario, éste po-
drá hacerse acreedor a las penas señala-
das por el Reglamento de 24 de mayo de
1945, pero desde el punto de vista civií.
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conserva su libertad de acción en lo que
se refi?.re al despido. En el caso de que
los criterios para establecer el .orcen en
el despido de los trabajadores hayan sido
concretados en un Reglamento, si el em-
presarlo no se atiene a e.llos el trabaiacior
tiene derecho ai resarcimiento de daños,
pero el Tribunal de Casación concede al
empleador una amplia discrecionalidad en
la valoración de los criterios del artícu-
lo lo. Como además en determinadas cir-
cunstancias, por ejemplo, en cr^ño de li-
quidación de la Kmpresa, la normativa
del artículo 10 no se aplica, nos encontra-
rnos con que las garantías de ios traba-
jadores en raso de despido colectivo son
bastante débiles. La doctrina critica esta
interpretación considerando que al no
aplicarse taxativamente los criterios de va-
loración tegalmente predeterminados y al
dejar un amplio margen de discrecionali-
dad al empleador los trabajadores objeto
de despido colectivo quedan prácticamen-
te sin protección.

III. Para comprender la actitud de la
jurisprudencia civil al interpretar de esta
forma el artículo 10 del Reglamento de
24 de mayo de 1945, es preciso conocer
su posición en lo referente al poder del
empresario para reorganizar y modificar
la estructura de la Empresa. En líneas
generales la jurisprudencia reconoce al em-
presario, de forma plena e incondicional,
el poder de reorganizar la Kmpresa, modi-
ficando las condiciones de funcionamiento
y la organización interna del trabajo, el
poder de ampliarla o de reducirla e inclu-
so de cerrarla. Todo ello se deja a la li-
bertad discrecional del empresario, sin que
deba someterse a ningún tipo de control.
j'ero es que, además, la jurisprudencia,
desconociendo sistemáticamente lo señala-
do por el Reglamento de 24 de mayo de
19.1-) viene estimando que el empresario
tiene absoluta libertad para escocer dis-
crccionalmente, según su propio criterio,
las personas que deben ser objeto de des-

pido. Se basa esta doctrina en la teoría
de que el empleador es la únic! persona
idónea para valorar la capacidad profesio-
nal de sus subordinados, de msner.i que
e! despido o cualquier otra medida basada
en la taita de capacidad debe considerarse
como una expresión de! droit de direc
iion del empleador. Esta débil protección
jurídica de los trabajadores despedidos por
motivos económicos se ve corregida, en
parte, por la existencia de numerosos con-
venios colectivos que imponen al empre-
sario la obligación de preaviso y consulta
a los representantes de los trabajadores.

IV. Finalmente, Zanini se refiere a la
regulación especia! de los despidos de los
representantes del persona!. El despido de
los miembros del Comité d'entreprise y
de los delegues du pcrsonnel requiere un
procedimiento especial regulado, respecti-
vamente, en el artículo 22 del Reglamento
d?. 22 de febrero de 19.45, y e n r ' artícu-
lo 16 le la ley de 16 de abril de 1946.
¿Este procedimiento especial se aplica sólo
en caso de despido individual o también
en el supuesto de despido colectivo ? No
era infrecuente el que el empresario se
desembarazara de dirigentes sindícalas a
través de despidos en masa. Tanto el Tri-
bunal de Casación como e! Consejo de Es-
tado, han considerado que el empleador
debe acudir en iodo caso al procedimiento
especial cuando pretenda el despido de un
miembro del Comité de Empresa o de un
delegado deí personal.- ALEJANDO SuÁMiZ.

LA RIVISTA ITALIANA
DI PREVIDUNZA SOCIALK

Año XXV, núm. 6, noviembre-diciem-
bre 1972.

U. OilAi'inil.U: l.'art ¡o, r.° comrrui, del
D.D.Í.. 14 aprih: 1934 11. 636 sotto le
spogliu di iMZf.aro. l'ágs. 943-945.

I,a sentencia de o tíe julio de 1971, nu-
mero 160, suprime los diferentes porcen-
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tajes establecidos para obreros y emplea-

dos en la pensión de invalide?., e igualmen-

te el límite sobre la base del 50 ó 51

por 100. Ksto fue debido a la creencia

de. una inminente revisión de la «vigente

disciplina de la pensión de invalilez». Con

ello se volvió a lo dispuesto en el artícu-

lo 10, 1, del Rea! Decreto-ley de 14 de

abril de 1939, núm. 636.

Según la sentencia citada «se considera

inválido al asegurado cuya capacidad de

ganancia, en ocupaciones convenientes a

sus aptitudes, se redu7.caf de un modo per-

manente, por enfermedad o defecto físico

o mental, a menos tle la mitad».

Está bien que la Corte constitucional se

haya pronunciado sobre la discriminación

entre obreros y empleados, p?.ro, sin em-

bargo, lia sido modificado e interpretado

mal el artículo 10, en la parte referente a

la diferencia entre las categorías de asegu-

rados y, no motivándolo, a la supresión de

las palabras «de su ganancia normal». 'De

esta forma el artículo 10, superado por la

realidad, inaplicable por la doctrina, re-

sucitado después de casi cuarenta años, se

presentaría como un instrumento con nue-

va vida. Lo que no es absolutamente ver-

dad. N o nos encontramos con una fór-

mula nueva al haber sustituido el criterio

objetivo «ganancia normal» por un crite-

rio subjetivo «capacidad;: caracterizada

por «ocupaciones convenientes» o tal vez

también «ocupaciones habituales». Son

los restos, inservibles, de una noción

vieja. Es una norma estropeada, ampu-

tada, sin motivación. El autor espera ver

cómo se deshacen de ella sobre todo los

jueces a la hora de aplicarla tratando de

darle un sent ido.- M . a Doi-OREs ALONSO

VALEA.

FRANCO R i c a : IMS últimas normas de

urgencia en materia de Previsión 5o-

cial, Páfts. 9/)"5'976.

Con motivo de la crisis económica y
Ja política que Italia ha atravesado con

el paso de la quinta a la sexta legisla-
tura, se ha vuelto a plantear el terna de
una reforma del sistema de pensiones que
había quedado paralizado, a partir d? la
ley 30 de abril de 1569. Dicha ley no
sólo careció de soluciones definitivas, sino-
que planteaba nuevos problemas de
fondo.

lil convencimiento de que el incre-
mento de recursos por parte de quienes
poseen renías fijas provocaría un consi-
guiente aumento en la demanda interior
de bienes, se ha considerado uno de ios
expedientes válidos para subsanar la de-
ficiente situación económica. Esta era,
pues, la ocasión para renovar los deba-
tes en torno a la pretendida reforma, y
cuyo resultado ha sido el Decreto-ley de
50 de junio de ioz/r., núm. 267, dirigido
a un mejoramiento general del régimen
y cuantía de las pensiones.

De todas formas, exigencias de carácter
financiero fundamentalmente, han limita-
do los propósitos de la reforma por lo
que en ocasiones se han introducido diS'
posiciones que, más que actuar ésta, se
dirigen a reactivar, interpretar y, en de-
finitiva, integrar mediante correcciones,
las lagunas que en la legislación anterior,
demasiado precipitada, incompleta y des-
articulada habían surgido.

Sistemáticamente, las innovaciones más
importantes son las siguientes:

1." Aumento de ¡as cuantías mínimas de
pensión.

Se sitúan éstas, con relación a los años
1971 y 1972, en un :?.o por 100 frente al
.-(,8 y 4,7 por 100 dispuestos para ese
período. I iasta ahora el criterio segui-
do para producir dichos aumentos ha
sido el de una escala móvil, cuyos nive-
les venían fijados en función de los in-
crí-mentos del coste) de la vida. A pesar
de las dificultades financieras que en las
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discusiones parlamentarias fueron pues-

tas de manifiesto, se ha adoptado, fina!'

mente, con !a nueva ley el sistema de

adecuar los niveles mínimos de las pen-

siones a los salarios abonados en cada

momento, y como mínimo a un tercio de

éstos.

?..'' Aumento de las pensione.'! a los ma-

yores de scsenUi años y extensión a

estos de la asistencia sanitaria.

Estas pensiones están previstas para
<unenes siendo mayores de la edad indi-
cada no tienen ningún tipo de renta o,
teniéndola, ésta no alcanzaba una cifra
determinada. Todo ello con independen-
cia del tiempo de cotización que previa-
mente hubiera existido.

Pues bien, con el Decreto-ley que se
comenta estas pensiones han subido de
12.000 a i8.ooi> liras mensuales, y, junto
con ellas las cantidades previstas para
las rentas que por otros conceptos pu-
dieran obtenerse, a partir de las cuales
no se tiene derecho a pensión.

Por otra parte, estos ciudadanos que
antes no tenían otros medios que los que
los proporcionara !a caridad pública, aho-
ra en caso de enfermedad reciben asis-
tencia sanitaria, ellos y sus familiares,
en los mismos términos que los trabaja-
dores dependientes (hospitalización, asis-
tencia médica y asistencia farmacéutica).
Al mismo tiempo, y consiguientemente,
se han establecido los presupuestos, por
medio de los cuales el Estado debe fi-
nanciar estas cargas. De todas formas, el
sistema de asistencia a los pensionados
sociales» no ha hecho más que agravar
la discriminación que para estas contin-
gencias sufren los trabajadores autóno-
mos excluidos en gran parte de la asis-
tencia médica en general, y de cualquier
tipo de asistencia farmacéutica.

3.u RevalonZación de las pensiones h*
quietadas antes del j . " de mayo da
19ÓS, mediante el sistema contribu-
ti-Jli.

Se ha utilizado el criterio de que esta
revalonzación se produzca no mediante
la aplicación de porcentajes de aumento
iguales para todos los años, sino el de la
determinación de éstos en función de la
antigüedad con cjue se viniera gozando
la pensión. Varían así desde el 10 por
100 para los años 1967-68, hasta «I 50
por io;> para el año 195-!. De esta forma
se renuncia 2 aplicar a la nueva liqui-
dación de pensiones ya recibidas, el sis-
tema retributivo instaurado a partir del
i." de mayo de 19.68, ya que, según éste,
sería preciso tomar en consideración re-
tribuciones percibidas en épocas muy an-
teriores y cuya devaluación actual ape-
nas representa una cierta capacidad ad-
quisitiva.

De todas formas se plantea el problema
de que la nueva liquidación se gira so-
bre el total de las cotizaciones pagadas
mientras dure la obligación de cotizar?
por lo que ésta acaba siendo la media
del conjunto de ¡as retribuciones, que
nada recuerda, finalmente, a la retribu-
ción alcanzada por el pensionista en el
período anterior al goce de la pensión.

4.0 Posibilidad de opción por la Uqw
dación segitn el sistema retributivo
a ios pensionados de invalidez y SU'
per-vivencia.

Antes del Decreto-ley comentado se
concedía tal opción sólo a los titulares
de pensiones por vejez, y a condición (.ic.
que se encontraran en el goce de ellas
antes de! i.° de mayo de 1968. Esto ha-
bía situado en inferior condición a los
pensionistas de invalidez, que. para 10-
grar una pensión calculada sobre las re-
tribuciones obtenidas en el último perío
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do ce vida activa (sistema retributivo)
intentaban demostrar una recuperación de
!s capacidad para obtener ingresos, con
objeto de disfrutar finalmente la pensión
rie vejez, pudiendo así optar con ella al
sistema retributivo deseado.

Con e¡ Decreto-ley que se comenta, se
concede !a facilitad de opción indicada,
no sólo a los titulares de pensión por in-
validez sino también a los que gozan de
pensiones de supervivencia. Ahora bien,
para estos últimos se plantea el tema
sobre si el derecho de opción se concede
sólo a los sobrevivientes de pensionados
que fallecieron después del i.° de julio
de y972, ó de transcurrir el plazo para
optar por el nuevo sistema, o si podrán
hacerlo si el fallecimiento se produjo an-
tes ele la fecha indicada. Esta última pa-
rece, ser la solución más acertada, si se
tiene en cuenta que hace valer los requi-
sitos expresados en el Decreto de 27 de
abril de 1968, que establece la i-pensión
retributiva:), según una interpretación am-
plia de la norma que evita la aparición
de discriminaciones.

5.0 Mejoras de pensiones por familiares
a cargo.

Consisten éstas e.n un elemento acce-
sorio a la prestación principal en que
consiste la pensión de vejez o invalidez,
y que se concede en virtud de las cargas
familiares que dichos pensionistas sos-
tengan. Ahora bien, el derecho a la pres-
tación accesoria pertenece a estos últi-
mos y no a los familiares. Hsto significa
que no puede ser transmitido, y que. en
caso de fallecimiento del titular los fa-
miliares no pueden adquirirlo más que
Mire propto y no iure hereditdtis. Por
eso mientras el pensionista vive, dichos
familiares son los sujetos de la carga que.
origina la pensión, mientras que a su fa-
llecimiento son sujetos, ahora como ti-
tulares o cotitulares de una relación de
previsión, cuyo derecho le es autónoma*
niente reconocido.

Pues bien, antes del Decreto de 1972.
la cuota de mejora se concedía al primer
snpcrstite y por el título de éste la re-
cibían ios demás, lo cual constituía uri
fenómeno jurídico ajeno a 1?. naturaleza
de! derecho indicado. Con 'a reiorma
que se analiza, ¡a meiora de pensión as
concede a los supérstites en forma de
partes alícuotas de la que ya se hubiera
liuutiado anteriormente, o aquélla que se
esperaba lo íuera liquidada al causante,
pero correspondiéndole directamente a ca-
da uno de ellos, y no derivada del reco-
nocimiento de su totalidad a uno de
estos familiares.

6." Aumento de los limitas de renta que
condicionan el derecho tí mejora de
pensiones y asignaciones familiares.

Dichos límites habían sido fijados del
artículo 4-$ de la ley de. 40 de abril de
1969 en determinadas cantidades y en
virtud de los aumentos que dicha dispo-
sición establecía para los mínimos de
renta a los pensionistas. Sin embargo,
nada se había previsto para el caso de
que el régimen de pensiones mínimas
sufriera un incremento. Con el artícu-
lo 6.a del Decreto de 30 de junio de. 1972,
se ha cubierto esta laguna al determi-
narse que las cantidades máximas que por
otros conceptos se pueden recibir para
tener derecho a las prestaciones citadas,
aumentarán en el mismo porcentaje que
lo hicieran los niveles mínimos de pen-
siones, y con idénticos efectos tempora-
les. De esta forma al establecerse los
nuevos límites máximos, ahora de mane-
ra automática, se evita el desfase que se
venía produciendo entre el coste de la
vida y las cantidades determinadas en la
ley de 1969.

7.0 Airtomtttidilad en ¡a determinación
de. la pensión.

Con el sistema de la ley últimamente
citada el derecho a pensión era auto-
máticamente reconocido, aunque no se
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hubiere pagado la cotización durante de-
terminados períodos. Pero su cálculo se
efectuaba, sólo en casos de crisis econó-
mica, sobre un fondo de reserva a tal
fin establecido, y mediante autorización
ministerial. Sin embargo, no dándose el
presupuesto de la crisis, el derecho no po-
día hacerse efectivo desde, el momento en
que había que volver al cómputo de las
cotizaciones regularmente erectuadas por
ei trabajador.

Actualmente, tales situaciones han si-
do eliminadas estableciendo el artículo 40,
del Decreto 267 de 197.?, que tales perío-
dos de cotización se computan como si
realmente ésta se hubiera efectuado. No
existiendo, entonces, dificultad para de-
terminar la pensión correspondiente y,
en consecuencia, realizar e! derecho.

8." Modificación del régimen de incom-
patibilidad entre retribución y pen-
sión.

La ley de 1969 excluía del régimen in-
dicado de incompatibilidad a determina-
das categorías de trabajadores. Actual-
mente, e! artículo 24-4.0 del Decreto que
se comenta, ha introducido una nueva
categoría más. La de los servidores do-
mésticos, los cuales pueden recibir aho-
ra pensiones aunque se hallen ocupados
?.n esta actividad. Por otra parte, efec-
tuar sobre el salario de estos trabajado-
res las retenciones correspondientes a la
prohibición de acumular retribuciones por
encima de los niveles de pensiones mí-
nimas, resultaba casi imposible, ya que
la contratación se efectuaba de tal manera
que el empleador pagara el salario pac-
tado y que también a su cargo corriera
la deducción correspondiente. Por eso,
y ante la imposibilidad de controlar los
ingresos, la exclusión de la incompati-
bilidad indicada a los servidores domésti-
cos no ha hecho más que sancionar jurí-
tucamente una situación que de hecho ya
se venía produciendo.

9." Integración del régimen de incompe.'
tibilidudes.

Ante las dudas que el aumento de las
pensiones planteaba a efectos de deter-
minar !a retención que corresponde a los
trabajadores excluidos de la incompati-
bilidad, el artículo .'.5-6.", dispone, que
dichos aumentos no tendrán efectos du-
rante el período comprendido entre la le-
cha a partir dt: la cual se liquidarán éstos
y el último día del mes en que se expidan
¡os certificados sobre las nuevas pensio-
nes por el organismo de previsión corres-
pondiente.

10. Nuevos términos para ejercitiir ¿ex-
terminadas facultades.

Entre ellos, el que abre un nuevo pla-
zo para optar la liquidación de la pen-
sión de vejez según el sistema retribu-
tivo. Frente a los ciento ochenta días es-
tablecidos por la ley de 1969, se ha fi-
jado ahora uno nuevo de doscientos cua-
renta días que expiran el S de mayo de
1973. De todas formas el plazo sigue sien-
cío breve, habida cuenta del sacrificio
que se impone al asegurado, caso de ejer-
cer la facultad en tales términos. Kn efec-
to, de ser así (de optar por una nueva
liquidación con arreglo a las últimas re-
tribuciones percibidas por el trabajador,
en vez de incrementar la pensión me-
diante los porcentajes establecidos) éste
se vería forzado, con arreglo a lo dis-
puesto en la ley de 1969, a restituir las
rentas percibidas desde el i.° de mayo
de 19Ó8, no volviendo a recibirlas o a
cobrar las siguientes hasta que no se haya
girado la liquidación mediante la nueva
fórmula.

11. Otras disposiciones modificadoras o
interpretativas.

Se destaca, especialmente, la forma de
computar las cotizaciones voluntarias cuan-
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do se opte por el sistema retributivo. En

principio, y con la reforma de 1968, este

tipo de cotizaciones habían quedado ex-

cluidas .i efectos de determinar las pen-

siones. Con el Decreto de 31 de diciem-

bre de 1971, se estableció la posibilidad

de continuar la relación de seguro, aun-

-que estuviera extinguida la de trabajo,

•mediante una cotización voluntaria, s car-

go del asegurado. Sin embargo, esta últi-

ma disposición empezó a aplicarse a par-

tir de 1 de iulio de 1972, mientras el

Decreto de ig6H se refirió, quizá pen-

sando en una reforma posterior, a las

que se liquidaran entre el i.° de mayo

•ele 1968 y 30 de diciembre de 1970. Kl

período que quedaba sin cubrir, es decir,

desde el i.° de enero de 1971 y 30 de

junio de 1972, es el que ahora queda

subsanado a estos efectos con lo dispues-

to er. KI artículo 23, apartado 1%.

Por otra parte, el artículo 23, aparta-

do 16, establece un aumento en ¡os com-

plementos (mejoras) de las pensiones, me-

tüarite una revalorización a partir de i.°

de enero de 1969, del 10 por io ¡ \ según

el sistema de la ley de 40 de abril de

1969.

Otros aspectos de.stacabies son, de un

lado, la aclaración por la cual no es

preciso interponer en el plazo de noventa

días recurso, cuando la solicitud de p-en-

sión, a tenor de lo dispuesto en e! ar-

tículo 46 del Decreto de 30 de abril de

19711, se. entiende denegada si en los

ciento ochenta días siguientes de pro-

ducirse, el Comité Provincial correspon-

diente del INPS, no contesta. Kn conse-

cuencia, la no presentación riel recurso

no excluye la posibilidad de reclamar las

indemnizaciones que correspondan por re-

traso en ía concesión a, dicha entidad. Y,

finalmente, por otra parte, se elimina !a

presunción establecida en el último pá-

rrafo de.l artículo 10 de! Decreto de

31 de diciembre de 1971, núm. 1.403,

por la cual inris <:t de ture, se entendía

que la jornada de trabajo a efectos de

cotizaciones, era de diez heras para eí

servicio doméstico, cuando estos empica'

dos disponían de alojamiento y comida en

casa del empleador. N o cabe duda sobre

el acierto de esta disposición, toda vez

que mediante la presunción se establecí»

una cotización por sesenta horas sema-

nales de trabajo, cuando e.n realidad,

por menores exigencias de la familia,

bien por necesidades de descanso y ve*

poso de los sirvientes, el tiempo de tra-

bajo efectivo era inferior a aquél por

el cual se presumía debían cotizar. La

abundancia de pactos, en ocasiones de

escasa licitud, para defender las normas,

las cotizaciones no efectuadas, e incluso

la frecuencia del despido de estos tta-'

bajadores, eran ya situaciones muy fre-

cuentes, y que con la modificación intro-

ducida por el artículo 23-20, pueden aho»

ra quedar eliminadas.—FRANCISCO JAVIER

PRADOS DE REYES.

V. C. R.v.Vit>u¡.i.A: Mutuati ricoveraíi in

sale speciali: rette vecchie e nuove (Mu*

fualistas hospitalizados en salas espe-

cíales: (tarifas por hospitalización»

viejas y nuevas). Págs. 976-990.

La nueva ley hospitalaria de 12 de

febrero de 19*58, núm. 132, aunque ha

constituido un progreso, no ha resuelto

algunos problemas que nacieron con la

vigencia de las viejas normas. Uno de

ellos es la hospitalización, a petición pro-

pia, de un asegurado de un ente de Pre*

visión, en salas especiales de pago efi

un Hospital Público. Se plantea una do-

ble cuestión en orden a la obligación del

hospitalizado hacia la Administración del

Hospital, lin primer hipar, l.i admisi-

bilidad del carj5o parcial de la tarifa por

hospitalización al Instituto asegurador. Iiti

segundo lugar, la determinación de. las

tarifas que el mutualista tiene que pa-

gar al I lospita!, esto es, si debe pagar

la diferencia diaria Dor la habitación o
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también la conexa con las prestaciones
sanitarias.

Antes es conveniente examinar el siste-
nía normativo de las tarifas hospitalarias
para ver si ¡as soluciones propuestas son
compatibles con las nuevas disposiciO'
nes. El ordenamiento anterior preveía tres
íipos de tarifas según k categoría de
Jos hospitalizados. Kl sistema tenía :,u
base en un principio de Política Social;
trataba de poner a cargo de los que pa-
gaban, presumiblemente considerados adi-
nerados, una mayor carga económica para
las mismas «prestaciones curativas», por
una mejor habitación y alimentos, para
garantizar un activo a los hospitales. El
Fnayor ingreso se destinaba a reducir !os
costos de asistencia a los no pudientes. No
se permitía al Hospital reducir las tari-
fas ni mediante acuerdos contractuales
ni mediante convenios.

La ley niíín. i :?.">, de reforma hospita-
laria, ha modificado el sistema normativo
pero no ha introducido cambios sustan-
ciales. El artículo 3¿ prevé sólo dos tipos
de tarifas. Suprime la llamada «conveni-
da», lo que, en último término, significa
que las tarifas no están en relación a la
calificación social del paciente sino al tipo
de. sistema hospitalario. Se configura una
tarifa diferente para los hospitalizados en
habitaciones especiales, tanto en el caso
de que el enfermo tenga una relación
exclusiva con el Hospital como en el caso
de que el médico esté desarrollando una
actividad profesional libre.

Concretándonos al examen de la vali-
dez de las soluciones a ¡os problemas
derivados de la hospitalización en salas
especiales, comenzamos por la primera
cuestión planteada al principio, es de-
cir, si es admisible que los entes asegu-
radores paguen la diferencia de precio
que existe por estar el mutuaüsta en es-
tas salas especiales. La Jurisprudencia y
¡a doctrina lian resuelto positivamente
la cuestión en el sentido de que han re-
conocido configurable a cargo del ente

asegurador la obligación de pago de las
tarifas «convenidas)., aún en el caso de,
que el mutuaüsta hubiese pedido al Hos-
pital un trato distinto del que le garan-
tizan las normas de! Seguro de Enfer-
medad. Una interpretación restrictiva que.
quisiera limitar el pago directo de ¡a fa-
rifa por hospitalización a la hipótesis en
que el miitualista hubiese aceptado ei
tratamiento sanitario que el ente asegu-
rador SK reservaba, encuentra un funda-
mento válido en el sistema normativo. El
derecho subjetivo del mutuaüsta derivado
de la relación asegurativa obligatoria se
transforma en el caso de que pida su hos-
pitalización en salas especiales. En el pri-
mer caso el I lo.spital actúa como instru-
mento técnico en nombre y por cuenta
del ente de. previsión, mientras que en
e! segundo caso se produce una relación
directa entre el mutuaüsta y el Hospital.
Kl hospitalizado tendrá que realizar el
pago al Hospital y sólo a posterior! po-
drá hacerse reembolsar por el ente ase-
gurador aquella parte de los gastos que
éste le garantiza. En definitiva, se prevé
la transformación de la relación asegura'
tiva de asistencia hospitalaria de directa
en indirecta y la cobertura sólo parciaf
de los gastos sostenidos por el asegu-
rado.

Diferente solución se establece para la
segunda cuestión, relativa a la determi-
nación de las tarifas de las habitaciones
especiales que quedan a cargo del ülti.'
tualista. La Jurisprudencia lo resolvió, ba-
jo la vigencia del viejo ordenamiento, f.ti
el sentido de que el asegurado sólo debía
pagar la diferencia diaria por la habita-
ción. La ley de 1968 lo regula de forma
diferente. Por un lado, las ¡prestacio-
nes curativas» están limitadas a las pres-
taciones de los médicos del Hospit.iL
Por otro, las decisiones discrecionales de
las administraciones encuentran una pre-
cisa base en los mínimos establecidos en
las tablas profesionales. El mutualista de-
be pagar no sólo dicha diferencia diaria si--
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no también la del costo de ks prestacio-
nes de ¡os médicos, tanto si son depen-
dientes del Hospital como si ejercen la
profesión libremente.

Se ha llegadao a la conclusión de. que
la reforma hospitalaria no tenía como pre'
supuesto la racional revisión del sistema
ele seguros sociales, ni una concreta pers-
pectiva de y.z creación de instrumentos de
Seguridad Social. El legislador ha debido
de tomar nota <le. las estructuras existen'
tes y óe las situaciones de las varias ca-
tegorías de hospitalizados, aunque se ha
intentado eliminar diferencias de trato.
Pero tal deseo no podría realizarse porque.
¡as premisas de la reforma y las perspec-
tivas de reorganización global del sistema
estaban demasiado lejanas.—M.* DOLORES
ALONSO VALEA.

Núm. 2, marzo-obril 1973.

GlORGio CANNELLA; Riflessi Previáenzúdi
dello stattito dei h'.bomtori. Págs. 169-
208.

Las disposiciones del Estatuto no se
ocupan directamente de la previsión cíe
los trabajadores. Algunas se refieren ex-
presamente a las gestiones de previsión,
artículos 16-18 in fine, 31 y 30.; a los
Institutos de Previsión, arts. 5.0 y 37;
otras a los Institutos de Previsión y las
relaciones de Seguridad Social, art. 18;
todas estas disposiciones son examinadas
por el autor.

lín cuanto a las gestiones de previsión
hay que decir que el importe de l.is
multas por los delitos relativos a k
violación de algunos preceptos del Esta-
tuto es devuelto al «Fondo de Pensio-
nes», al cual le es atribuido también el
beneficio económico de dos sanciones ;•
cargo del empresario; la devolución de
¡as umitas no presenta dificultad, pero no
ocurre lo mismo con el beneficio econó
mico.

Las normas del Estatuto, que tienen
efectos de previsión, son los artículos 5.0

y 18. En el artículo 5.'' se designa a ¡os.
Institutos de Previsión para eme, a peti-
ción cíe los empresarios, realicen las in-
vestigaciones sanitarias de control de las
ausencias por enfermedad de los trabaja-
dores. Este control se realiza, a través
de. una relación tripartita. El trabajador
que. a'.ega una enfermedad durante su
ausencia; el empresario que pide el con-
trol de dicha ausencia, y el Instituto de
Previsión exclusivamente competente que
efectúa el control. En ente de Previsión
competente es el que tiene que asistís."
al trabajador por la causa clínica que ha
determinado la enfermedad. Para evitar
dificultades de interpretación hubiera sido
preferible que las investigaciones hubie-
ran sido confiadas sólo al INAÍL o ai
INAM, para la enfermedad causada por
accidente de trabajo o enfermedad pro-
fesional y por otras causas, respectiva-
mente. La negativa del trabajador a s e
meterse al reconocimiento --que es una
común visita médica de control- - no cons-
tituye incumplimiento de la obligación
contractual sino sólo un comportamiento
susceptible de valoración a la hora de de-
cidir la justificación de la ausencia; sólo-
ésta si resulta injustificada puede consti-
tuir un grave incumplimiento.

En el artículo 18 se ha unificado las
consecuencias del despido declarado nu-
lo o improcedente en el caso de que el
juez ordene al empresario la reintegra-
ción de! trabajador al trabajo. Desde en-
tonces el trabajador se encuentra en la
misma posición jurídica que se encon-
traba en el momento del despido. Con-
tinúa la relación de trabajo y también
la de Seguridad Social.

Las relaciones económicas entre las par-
tes han sido interpretadas de muy dis-
tinta manera por la doctrina y ha dado
lugar a soluciones variadas en la Juris-
prudencia.

Mayores y más graves son Lis duda&
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que la normativa genera par?. la reinte-
gración de la relación de previsión del
trabajador, porque no todo se acaba com-
probando si están sujetas a pago las su-
mas debidas por el empresario al traba*
jador. ciesde el despido a la reintegración,
para el restablecimiento ds I: posición
aseguradora.

Con la norma en examen se ha que-
rido garantizar al trabaiador un?, estabi-
lidad real; se ha querido circunscribir el
poder de desistimiento del empresario con
los límite? flotados de eficiencia rea!.
Para ello SP ha servido de un instrumen-
to que el ordenamiento común utiliza pa-
ra la tutela contra las lesiones de un de-
recho real: la reintegración en forma
•específica (art. 2.058 del Código civil) que
no puede ser sustituida por un resarci-
miento equivalente sino cuando dicha
reintegración resulte económicamente one-
rosa para el obligado. El legislador ha
debido atribuir al trabajador el derecho
al resarcimiento del daño sufrido por el
despido nulo o improcedente, en cuanto
éste permanece como hecho lesivo. La
reintegración en forma específica repara
la lesión con el restablecimiento de la
situación precedente a ella, pero no puede
eliminar el daño por ella producido, es
por esto que el artículo 18 (;.) distingue
dos períodos a la hora de establecer e!
pago debido al trabajador por el empre-
sario, el de la lecha de! despido a la
publicación de la sentencia y desde esta
fecha a la reintegración material en el
puesto de trabajo.

La cuota del Seguro hay que pagarla
.sobre las retribuciones del período com-
prendido desde la fecha de publicación
de la sentencia a la de readmisión y sobre
las del resarcimiento del daño para el
período entre la techa del despido y la
Je la publicación de la sentencia, perma-
neciendo excluidas las sumas correspon-
dientes al resarcimiento por equivalente
porque tales sumas son debidas al despi-

do que ha determinado ilegítimamente el
cese da la relación.

También se analizan los efectos que
produce la situación examinada en las
prestaciones familiares, por enfermedad
y por desempleo, para terminar afirman-
do que la reintegración jurídica de la po-
sición del trabajador no significa ans el
empresario revoque el despido nulo o
improcedente; puede realizarse ¡a reinte-
gración materia! en el puesto de trabajo
sólo si el empresario lo remserta en la
organización de trabajo. En definitiva,
como consecuencia de la sentencia dei
juez, SÍ realiza la plena reintegración ju-
rídica de la posición subjetiva del traba-
jador en la relación de trabajo y de Se-
gundad Social, dado que estas relaciones
interrumpidas por el despido comienzan
de nuevo y se entienden resueltas si e!
trabajador dentro de los treinta días de
recibir la notificación por el empresario
no se incorpora al trabajo. Si el despide
es declarado válido y procedente ocurrirá,
en general, lo contrario a lo dicho hasta
aquí.—M.r- DOLORES ALONSO VALÚA.

I:RANCI!SCO CIRO RAMPUI.LA : Ix>s sujetos
pasitos de} descuenta legal sobre el
precio de lis medianas expedidas par
las farmacias a los asistidos por J'.nti*
dudes de Prensión. Págs. 7.08-220.

La compra y distribución de las medi-
cinas a los asegurados por Entidades de
previsión puede realizarse de dos for-
mas. La primera consiste en que las en-
tidad»; aseguradoras compren los espe-
cíficos directamente de los fabricantes,
acordando con ellos un precio que no
puede exceder del de venta al púbüa?.
La distribución será he.chs, posteriormen-
te, bien por las mismas Entidades, o bieíi
a través de las farmacias particulares.
Con el segundo sistema el matiz público
del servicio queda interferido por la actua-
ción de ios privados en régimen de con*
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•cesión, ya que la compra y distribución
de las medicinas coinciden en el mismo
instante, cuando el asegurado se provee
•en la farmacia, ¿educiendo del precio áe
venta ei porcentaje correspondiente.

Siendo esta última la modalidad más
frecuente, se hace preciso conocer ios
íiementos y naturaleza de la relación. En
Principio, se observa que, del íado del
farmacéutico, existen dos obligaciones?
•Lina, la de realizar la prestación profesio-
na; de expender la medicina, con el
consiguiente derecho al reembolso de su
precio. La otra, la de descontar el 2.5 por
:c:> sobre el precio de venta. Ahora bien,
ct>mo éste tiene derecho a descontar ei
IQ por 100 a los fabricantes y, a su
vez, estos, el 1 por 100 respecto de los
distribuidores, resulta que junto a la re-
iación principal se origina una serie de
relaciones derivadas.

Hn cuanto a la naturaleza jurídica del
descuento en la relación principal, cabe
pensar que se trata de una modalidad
•de tprecios fijados imperativamente para
•¿ logro de determinadas finalidades so-
cales», contempladas éstas en el artícu-
lo 3.'. {Protección de la salud) y núrn. 2
del artículo 38 (asistencia sanitaria) de la
Constitución.

Sin embargo, estos precios se deter-
minan para atender necesidades de un
sector de la producción. Mientras que
•¿¡i este caso se trata de evitar el daño
one a los asegurados produciría una com-
petencia incontrolada en la producción y
comercialización de los productos, así co-
rr.o el beneficio excesivo de los interme-
diarios a costa del ahorro de los asegura-
dos. Es decir, el descuento se configura
corno una deducción efectuada sobre la
"<-:¡ta de productores y distribuidores, en
iavor de determinados sujetos públicos,
^yienes, a .su vez, emplean el ahorro pa-
T2 conseguir los fines sociales que se pro-
pasen.

Por otra parte, se excluye que dich?.
•"riucción tenga !a naturaleza de una ta-

sa. Ni siquiera como forma de grava1 la
concesión de la distribución de los pro-
ductos que a favor de los farmacéuticos
resulte en e! supuesto de que las entida-
des las adquieran directamente de los
fabricantes. A elio se openc el hecho de
que la tasa vaya precedida de un actua-
ción espontánea que dé origen al grava-
men. Por otra parte, deja sin justificas1

los descuentos que se producen en las
relaciones entre farmacéutico y fabricante
y entre éstos y los distribuidores.

La solución es, pues, pensar que trate
de un impuesto atípico cuya relación se
construye entre dos sujetos: farmacéu-
tico y Kntidad de previsión. El primee©
viene obligado a deducir el 25 por 100
sobre el precio del producto. Como, a su
vez, frente al fabricante recupera el 19
por 100, resulta ser sujeto responsable c!e2
descuento del f. por ico (5 por ico an
farmacias rurales) y sustituto del im-
puesto, obligado a la deíerminpxión de
la cuota y exacción de la misma, respecto
al 19 por 100 restante. En tal caso, e>.
hecho imponible, aparece constituido por
la distribución de las medicinas.

Se ha pensado, no obstante, en la po-
sibilidad de que exista una deuda (des-
cuento del 25 por 100) de cuyo pago res-
ponden proporcionalmente ei fabricantes.
los mayoristas y el farmacéutico. De esta
manera el último no respondería por ios
intereses de demora de los demás obliga-
dos. Y la causa de la obligación respecto
del fabricante se perfeccionaría por he-
cho de la venta del producto.

De todas formas la definición que el
artículo 1) de! texto unificado de Impues-
tos Directos, hace de la figura del susti-
tuto («Quie.n por mandato legal está obli-
gado al pago del impuesto... en lugar de
otros, por hechos o situaciones a estos
imputables...»), es lo suftcientemeníe Eiít-
pli?. como para dar cabida al supuesto
planteado. No cabe duda, pues, d« que
el farmacéutico actúa como un sustituto
de!, impuesto.
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No obstante, queda píanteado el tema
de que siendo dispuesta esta obligación
para ía parte más potente económicamente
en \z relación, queden invertidos en este
caso los términos, imponiéndose no al ía-
bí'icante, sino al vendedor de los produc-
tos.—FRANCISCO J. PRADOS DE REYKS.

ECONOMÍA &r LAVORO

(Rivista bimestrale di política económica
e sindacale. Ed. Cí.dam, Padova)

Año VII, núm. 5, mayo-junio 1973.

FRANCO FHKRARO'ITI : L'ambigítitu política

déla contrattazione atiéndale (La am-
bigüedad política de la contratación co-
lectiva a nivel de Empresa). Págs. 3.93-

La negociación colectiva a nivel o ám-
bito de Empresa, que se inicia tras la
segunda guerra mundial como solución
de emergencia y en aras de la recons-
trucción y reorganización de las centra-
les sindicales italianas, pierde pronto su
carácter excepcional y deviene práctica
habitual (fuentes sindicales señalan que
solamente en i<y;o se estipularon en Ita-
lia 4.i37 contratos colectivos de Kmpresa).

Cualificados sectores obreristas (Sindi-
catos y teóricos del movimiento obrero)
Se pronuncian en forma negativa ante las
primeras experiencias de contratación co-
lectiva articulada a nivel de Empresa
plataforma piloto de semejante experien-
cia fue la fábrica Olivetti de Ivrea duran-
te la segunda mitad de 19.(8). Se acusa a
la negociación colectiva de Empresa de
instaurar un (.sindicalismo amarillo», es
decir, subordinado a los intereses patro-
nales o, cuando menos, de. constituir un
retorno al corporativismo. La ruptura de
¡a solidaridad obrera y atentado a la uni-

dad de clase estarían, en todo caso, ga^
rantizados. Más indulgentemente se mO"
teja la experiencia del experimente inte
lectual en frío.

El autor sale al paso de dichas inter-
pretaciones. I.a «vuelta • a la Empresa
significa —estima • interrumpir la ha'
buuaí tendencia de! Sindicato, distante-
de hecho de las relaciones de producción.
El retorno obligado al centro de trabajo
se presentaba, ciertamente, no exento de
peligros en orden ai eventual olvido de
los fines estratégicos del movimiento obre-
ro en sentido sindical y político. Seme--
jante temática es analizada por ei autor
ai hilo de ía consideración de la evolución
histórica de la contratación colectiva de
Empresa en Italia, con especial atención
a los primeros conflictos surgidos en toru-
no al tema (en particular, Magnadyne y
Zanussi).

Tras el análisis precedente el autor se
sitúa ante el núcleo de la cuestión: inter--
pretación de los caracteres que configuras:
la contratación colectiva a nivel de Em-
presa (obviamente sobre la base de k.
experiencia italiana). ¿Supone una premi-
sa de democratización del centro de ira'
bajo o bien deviene estructura puramente
burocrática?, ¿factor de oposición y con-
flicto en la fábrica o instrumento al ser--
vicio del poder patronal?

Cuestión compleja cuya solución -stí
piensa •- no debe ignorar la importancia-
cualitativa y cuantitativa que hoy día ha
adquirido la .icontrattazione aziendale;> en
Italia. Si bien parece claro -en la opi*
nión del autor- que en la contratación,
colectiva de Empresa es difícil para «<
Sindicato no cae.r en una posición secun-
daria, aunque antagonista, habrán de SBÍ'
los próximos años quienes resuelvan ¿a
cuestión planteada. Esto es, se trata de
un tema que para el autor de! ensayo nc
tiene solución por el momento.
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LuiOl DI VEZZA : La scd'ui mabiic: ínter'
venire, ma come~? (La escala móvi! de
salarios: es preciso intervenir, ¿pero
cómo?). Págs. yií a 342.

La problemática que enfoca e! presen-
te artículo arranca de un hecho verda-
deramente alarmante para ¡os sistemas
Económicos occidentales, y no sólo en
los ambientes obreristas y sindicales: la
incontenible tendencia alcista de los pre-
cios, esto es, la inflación cíe precios.
Tendencia ascendente que en Italia al-
canza la cota más alta de los últimos
veinte años en 1973, con una tasa del 13
por ico (se recogen datos hasta el mes
de marzo de 10.73).

Iíl proceso inílacionista incide directa-
mente sobre los salarios, generando el
sabido efecto de pérdida del valor real
de cambio del dinero o disminución de
su capacidad adquisitiva. Ante semejante
circunstancia, y como paliativo, se ha
ideado la escala móvil de salarios, que
permite adecuar el nivel de los misnioa
al índice del coste de la vida. Los por-
menores de este mecanismo técnico son
analizados por el autor, subrayándose su
carácter indirecto o secundario al no in-
cidir sobre las causas de! problema. La
escala móvil o cualquier instrumento si-
milar no determina un descenso en la
temperatura de los precios ni detiene,
en consecuencia, la inflación.

1 De ahí que se quiera buscar una te-
rapéutica radical, sobre cuyo trazado y
pormenores discrepan los protagonistas
de la escena social italiana. Mientras que
los empresarios proponen intervenciones
exclusivamente técnicas al respecto, los
Sindicatos estiman, por contra, qué me-
didas de índole política (eliminación de
las causas que provocan la subida de los
precios) son preliminares para un debate
sobre, los aspectos técnicos del tema. Pa-
rece claro para el autor que las medidas

a adoptar deben ser de índole negociaac
o de compromiso entre ambas posiciones,
con la intervención del F.stado en dicha
sentido.

FRRDINANDO O ¡IAROMONTH : 1.'o

Zione del lavoru: i problemt del ano*

vimiento sindacale italiano (111) (La or-

ganización de! trabajo: los problemas
del movimiento sindical italiano). Pá-
ginas 345 a 383.

Prosigue el autor en el presente ensa-
yo el análisis de la estrategia del movi-
miento obrero y sindical italiano ante
el fenómeno de la racionalización de la
producción y la organización científica
del trabajo. La primera parte del traba-
jo (aL'organizzazione del lavbro: le es-
perienze deU'industna americana; i pro-
blerni del movirnento sindacale italiano.:),
que se ocupa de forma singular del des-
arrollo de ia organización del trabajo en
1<1 industria estadounidense, ve la luz en
el número correspondiente a los meses
septiembre-octubre de 1972 de la presen-
te revista. La proyección del tema res-
pecto del movimiento sindical italiano-
aparece planteado en la segunda parte de!
trabajo que se pubiiea en el número a
(marzo-abril) de 1973 de esta revista
(vid. nuestro comentario en el núm. 102
de la REVISTA un. POLÍTICA SOCIAL).

Concluye el autor en el ensayo que
comentamos en esta ocasión el panorama
actual de la problemática del sindicalis-
mo italiano frente a la organización cien-
tífica del trabajo (utiliza como instrumen-
to de análisis la encuesta y otros métodos
empíricos), formulando las oportunas con-
clusiones al respecto. Subraya sobrema-
nera la afirmación de la nueva línea de
acción asumida por los Sindicatos obreros
a partir de 1968, tendente a acometer de
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£o?ma más difracta la reivindicación frente
a aspectos derivados de la organización y
la división capitalista del trabajo.

En la acostumbrada sección de relacio-
nes industriales en Italia, el presente nú'
mero de la revista se ocupa de cuestio-
nes varias en torno a la contratación co-
lectiva (meses de abril y mayo de 1973}.

Hn el marco (Je las relaciones contrae-
'cuales en Europa la sección habitual es
dedicada en rata ocasión a Noruega (Con-
greso de la LO —Conferencia unitaria
efe los sindicatos noruegos- •), Francia
(Congreso de !a CFDT y aspectos varios
de la realidad sindical), Dinamarca (con»
Sictos sociales) y Aíesnania (política de
la D G B - - 'Deutsche Gewerkchecften
Batid--: Confederación sindical alemana).

Año VII, núm. 4, julio-agosto 1973.

ALESSANTJRO MONTI: Politice, monetaria
s programmaüone económica (Política
monetaria y programación económica).
Págs. 437 a 457.

Paste el autor de la constatación efecti-
va deí papel preponderante del Banco de
Italia (Banco de emisión} dentro del sis-
tema económico del país, señaladamente
a partir de 1950, habiendo devenido ór-
t<?ano crucial en la dirección de la política
monetaria y financiera y, en consecuen-
cia, en la configuración de ¡a política eco-
s?.óuiica en su conjunto. Situación que
constituye el resultado del proceso histó-
rico que ha. disciplinado la actividad ban-
caria .e.n Italia a partir. de. 19:7.6 (la ley
8x2, de 6 de marzo de 197.6, concentra
iin el Banco de Italia las funciones de

emisión de moneda). Los principales Sii-
tos históricos en la evolución de la y3"
lítica monetaria y crediticia del país sos.
analizados cuidadosamente (a partir de
1926) por A. Monti, atendiendo especí-
ficamente al papel técnico-político des-
empeñado por el Banco de Italia en el
confro! de 1?. política económica del país.

La referida evolución histórica ha de-
terminado el robustecimeinto paulatinc
del Banco de Italia en la dirección deí
crédito y de la liquidez monetaria, que
junto con e.l Ministerio del Tesoro se Ua
erigido en centro de. poder supremo en
el control y dirección del mercado mo-
netario y financiero. Posición de hecho
que desconoce las competencias que ¡2
ley confiere al CICR {«Comitato Intermi-
nisteriale per il crédito ed il risparmio»),
instituido en 1947 y al que se le atribuye
ia alta vigilancia en materia de tutela
del ahorro, del ejercicio del crédito y er.
materia valutaria.

De cara a la eventual subsanación de
dichos resultados no previstos por la ley,
R! autor considera falto de realismo y
oportunidad el restablecimiento de les
poderes y competencias concedidos en
su día a! CiCR y consiguiente subordi-
nación de la acción del Banco de Itaüa
ai control del Comité. Sobre semejante
base, se pronuncia en favor de la adop-
ción de una serie de medidas que tien-
den a paliar la situación presente: me-
jorar e! grado de efectividad de la Aó-
rninistración pública, unificar en un scic
Ministerio (de Economía) los del Tesoro
y Presupuestos, absorber el CICR en el
«Comitato per la programmazione econó-
mica», racionalizar los instrumentos fisca-
les y la política de presupuestos. En £&*
finitiva, tender a una mejora de la ca-
pacidad de los medios de intervención
de la Administración pública, lo que íis.'
bi'á de determinar a la postre una liatf-
tación en las actuales y fácticas funcio-
nes del Banco de Italia.
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DONALD E. CULLEN: Recentó tendente
iella contnitta&one collettiva negli Sta*
ti Uniti. (Recientes tendencias de la con-
tratación colectiva en Estados Unidos).
Págs. 459 a 502.

El presente ensayo vio k luz con an-
terioridad en la Rcvue, Iniematitnuil du
Travail (vol. 105, niím. 6, junio 1972)
cotí ?.l título original «Tendences recen-
tes de la négociation collective anx Etats-
Unis.í. Constituye una excelente aporta-
ción al estudio de ¡a evolución histórica
de la negociación colectiva en Estados
Unidos a partir de la segunda guerra
mundial.

KI autor arranca su exposición obser-
vando que la contratación colectiva en
dicho país ha dejado de ser considerada
como instrumento de cambio, tal como
la Había entendido la generación prece-
dente, estando orientada en el momen-
to presente más hacia el mantenimiento
que hacia e! ataque del stcttii quo. Tal
ve?, esté aquejado el sistema vigente de
negociación colectiva —se piensa— de fal-
ta de elasticidad para afrontar los pro-
blemas surgidos en los últimos tiempos
(inflación, desempleo estructural, lucha
en favor de los derechos civiles, progreso
de la automación y racionalización del
trabajo, stc).

Tras semejantes consideraciones el en-
sayo se ocupa de lo que denomina «mé-
todo ortodoxo de negociación-.', así como
de los principales ataques a su entidad.
Hl sistema habitual o método ortodoxo
de contratación se viene apoyando sobre
dos premisas: 1) sistema de contratación
a plazo fijo: la mayoría de los contratos
colectivos tienen una vigencia o duración
precisa - u n o , dos o tres años- y los
Sindicatos aceptan no iniciar huelgas en
el período de vigencia del pacto, pero
defienden celosamente su derecho a pro-
moverlas en el momento mismo en que
aquélla concluye; 2) sistema de juego al

alza: al comienzo de la negociación las
partes deducen peticiones superiores, u
ofertas interiores, respecto a las que real-
mente consideran aceptables y son ge-
neralmente acordadas si la negociación
llega a término feliz.

Como métodos nuevos de contratación
colectiva, al margen del considerado tipo
o paradigma ya examinado, el autor ans-
liza los siguientes :

i) El bouhvarismo. Sistema de nego-
ciación utilizado en la Empresa General
Klectric y cuya denominación arranca de
Lemvel Boulv/ar, uno de los directores de
dicha ¡impresa que. propuso el método al
final de los años 40. Hl sistema presenta
un doble aspecto original: a) Táctica de
la oferta empresarial única: la Empresa
dc-clara en la mesa de negociación que
su primera oferta es también la última y
definitiva, ofreciendo desde el principio
cuanto tiene, intención de conceder en el
pacto final (se piensa que constituye una
práctica leal al margen de engaños y ame-
nazas), b) Comunicación y contacto di-
rectos con la base trabajadora: la Em-
presa se dirige directamente a su perso-
nal a través de un programa de comuni-
caciones de amplitud e intensidad excep-
cionales (cartas enviadas al domicilio de
los trabajadores, anuncios en periódicos...)
con la finalidad de comunicarle su pri-
mera y última propuesta (sobre la cons-
tatación de hecho de que es infrecuente
que los representantes sindicales comu-
niquen a la base la oferta empresarial
cuando no están de acuerdo con la
misma).

Durante ¡os años =>o y 60 el boubuxlris'
mo tuvo éxitos espectaculares en la Ge-
neral Electric: ¡as negociaciones termi-
naban generalmente con la aceptación,
al margen de mínimas diferencias, de la
primera oferta de la Empresa, al propio
tiempo que los trabajadores sindicados
refutaban frecuentemente con su voto las
consignas de hui-lga de sus dirigentes
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(cuando por fin es decidida una huelga
en 1960 (pe dura tres semanas el .-icuer-
do fina! no dista de la primera oferta de
la dirección).

Si bien, pronto se hacen notar las crí-
ticas 2I sistema del -todo o nada;). El
programa de comunicación directa con
los trabajadores (con la bs.se obrera) tien-
de a marginar a los negociadores sindi-
cales y a convertir ineficaz su acción.
Los hechos, por otra parte, se encargan
de ratificar cucha crítica. Los principa-
les Sindicatos que tratan con la General
Electric presentan por fin un frente uni-
tario en las negociaciones de 1969, pro-
moviendo una huelga de tres meses de
duración que obliga a la Empresa a me-
jorar su oferta inicial «firme y justar.
Asimismo, la Magistratura se pronuncia
al respecto, determinando que e! bmiU
"warismo constituye una práctica desleal
de negociación y contraviene por ello la
ley Taft-Hartley, que encomienda a los
empleadores negociar de buena fe con los
representantes de su personal. Por todo
ello, el bouiivarismo ha quedado bien
pronto «relegado a una nota a pie de pá-
gina en la historia sindical americana».

?.} La «contratación continuas. Seme-
jante sistema conoce varias denominacio-
nes: «contratación creadora), «contrata-
ción de productividad>•, ..sistema de gru-
pos de estudio»; si bien la expresión
más empleada es la de 'contratación con-
tinua», que evidencia su particularidad
frente a la contratación tradicional a pla-
zo fijo.

En lugar de iniciar las negociaciones
colectivas en el último momento de la
huelga subsiguiente a la extinción de un
acuerdo colectivo, las partes, sobre la
base de este método, son llamadas a exa-
minar los problemas particularmente di-
fíciles en e! curso de una serie, de reunio-
nes escalonadas a lo largo del período de
vigencia del contrato en cuestión y con
vistas a su futuro.

La contratado:- continua na registrado
algunos éxitos espectaculares en los sec-
tores productivos más diversos. Así, los
trabajadores portuarios de la cesta occi>
dental del país han tratado a través de
casi tres años con sus empresarios an-
tes de concluir su acuerdo fundamenta!
de 1960. En el sector siderúrgico '.a huel-
ga desastrosa de 1959, que duró 116 días,
ha provocado la creación de una «comí''
stón para Ia.s relaciones htimanasv en la
que se integran dirigentes sindicales y
responsables de las Empresas, mante-
niendo frecuentes reuniones a las qu«
se debe imputar en gran medida nume-
rosos acuerdos concluidos.

Si bien, la contratación continua no
ha respondido en la misma medida que
esperaban sus numerosos partidarios.
Tiene ciertamente un futuro más brillan'
te que eí boiiíwañsmo en su función ele
nuevo método de negociación, pero es
demasiado pronto para poder inquirir su
futuro en los Estados Unidos. Hilo sig-
nifica, por otra parte, que el sistema tra-
dicional de contratación tras la segunda
guerra mundial, con sus plazos fijos y
sorprendentemente sólido, permanecerá
en el país, pese a todas las críticas, co-
mo principal sistema de negociación co-
lectiva.

3) El (.seguro de huelga». Otra imw
vacien de los últimos años en las táctf
cas de contratación colectiva ha sido Is
adopción por parte de los empresarios
de algunos sectores productivos de «se
guros contra huelga», que garanticen 1»
cobertura de una parte de las pérdidas
ocasionadas a la Empresa a causa cíe
una huelga. Numerosos son los objeti-
vos : reforzar el poder de negociación
de. la Empresa antes del término de una
huelga, mejorar su capacidad de resis'
tenua en casos similares, etc.

Aparece por primera vez esta técnica
a fines de los años 40, cuando la ase
dación de editores americanos de pene
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áico.s instituye u:i seguro para la icsus-
pensión de publicaciones». Sistema que
participa de los caracteres generales de
la técnica aseguradora (pago de prima
«ir. función de una eventual indemniza-
ción si se produce el nesgo asegurado) y
aue ha sido ásperamente atacado por los
Sindicatos sobre la base de que consti-
tuye una práctica desleal de negociación,
por contra, los empresarios responden
• que el -seguro di huelga- es simplemen-
te la versión patronal de los subsidios que
numerosos Sindicatos conceden a sus afi-
liados en situaciones similares.

Hasta el momento presente los Tri-
bunales y diversos órganos de control
•competentes han ratificado la interpreta-
ción patronal y proclamado la legalidad
•.del sistema.

Tras el análisis de los métodos de ne-
gociación aludidos, se aborda la temática
de '.os paros laborales en listados Uni-
dos (desde 1946 a 1970). De e.ntre las
•conclusiones obtenidas cabe destacar la
de que la ¡melga continúa desempeñando
un importante papel en las relaciones in-
dustriales c-.n los listados Unidos, pese
u la existencia de cláusulas colectiva-
mente convenidas que ia limiten (en 1970
•si yo por ico de los principales contra-
tos colectivos contenían cláusulas seme-
jantes).

!il ensayo prosigue con el examen de
?a estructura de la contratación colectiva
zn el país (contratación relativamente
descentralizada), el contenido de los con-
tratos, su aplicación y la inclusión de
.nuevas materias contractuales. El autor
concluye el trabajo preguntándose por el
futuro de la contratación colectiva en los
Estados Unidos. E! análisis que efectúa
ie lleva a considerar que la contratado!.',
a término o plazo fijo continuará sien-
do durante muchos años el sistema ha-
bitual de negociación.

ANTONIO TRIÓLA : Verso un r.uovo modo
di uttUzzare ü lavoro produttizo (Ha->
c¡a un nuevo modo de utilizar el tra-
bajo productivo). Págs. 50^ a 540.

Se parts de ia nueva problemática que
plantea la actividad productiva como con-
secuencia de. las mutaciones en h estruc-
tura social, que inciden en la propia
organización interna de la Kmpresa. Den-
tro de dicha línea se consideran las di-
versas "fuentes de descontento): para los
trabajadores: condiciones de vida en el
exterior de la fábrica, condiciones de tra-
bajo en el interior de la misma, el con-
tenido del trabajo desarrollado, las rela-
ciones mterpersonales y de grupo en sí
seno de ¡a Empresa, la estructura de;
poder en la Kmpresa y en la concentra-
ción de la actividad decisoria, etc. Cads
uno de dichos aspectos son analizados
con detenimiento en la primera parte del
artículo.

-Seguidamente se consideran los distin-
tos medios propuestos para acabas: con
semejantes zonas de fricción, precisando
el autor de forma clara que las soluciones
«internas.) (en torno a la propia organi-
zación empresarial) no pueden satisfa-
cer, puesto que no son sino un refleje
de ios cambios en ¡a estructura o con-
texto social. Se exigen, pues, soluciones
integrales.

La sección habitual de relaciones in-
dustriales se ocupa en esta ocasión, por
lo que se refiere a las relaciones contrac-
tuales en Italia, del análisis de la con-
tratación colectiva durante los meses de
junio y julio de 1973.

Respecto de las relaciones contractua-
les en Europa son abordados diversos
temas relativos a Francia (los conflictos
de la «Lipa y del grupo «Pechiney»),
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Alemania (referencia a nuevas huelgas
salvajes), Inglaterra (política social de!
üobiemo) y la propia CEE (Conferencia
social).—M. CARLOS PALOMEQUE LÓPEZ.

RIViSTA G1URIDICA DEL LAVORO
K DSLÍ.A PREVIDENZA SOCIALE

Septiembre-diciembre 1973.

TI/.IANO TREU: I ¿berta'siivdicale e inte'
resse deü'impresd.

Trata Treu en este artículo de refutar
una posición doctrinal y jurisprudencial
que trata de situar el interés de la Km<
presa corno límite genera! de la discipli-
na del Statuto dei ¡tivoratori. El interés
de la Empresa convertiría así en el íí-
mite de! ejercicio de los derechos con'
cedidos a los trabajadores por la citada
norma. Comienza por exponer cómo el
sentido general del Statuto es diferente,
pues lejos de configurar las exigencias
productivas de la Empresa como elemen-
te de la atemperación cíe intereses actua-
da por la ley, sujeta a aquéllas a revi-
siones críticas. Pone de manifiesto Treu
cómo es imposible escindir los aspectos
íécnico-prociucfivos de los jurídico-instiíu-
cionaies, lo que no hace posible que pue-
da aislarse en la Empresa un ámbito de
relaciones económico-organizativas sustraí-
das a todo control político y normativo.
El Statuto dei lavoraüni opera así como
norma que garantiza el ejercicio de los
derechos reconocidos al trabajador fren-
te a los poderes organizativos del em-
presario, incluso en ei ámbito técnico-
productivo, lo que contradice de forma
clara la afirmación de que las exigen-
cias productivas de la Empresa se cons-
tituyan en el límite general del ejercicio
de los derechos reconocidos por las
normas.

Tras estas afirmaciones de carácter ge-
neral pasa el autor a considerar los efec-

tos que la aplicación de este principio
limitativo general puede llevar consigo-
en el ejercicio de derechos concretos re-
conocidos a íes trabajadores, específica-
rnents, el derecho de huelga y derecho
de asamblea. Respecto del derecho de
huelga aceptar este límite general, sería
encuadrar la huelga dentro de ios límites
de las exigencias de la Empresa, en cuan-
to estas últimas se constituirían en cri-
terios determinantes de ¡a licitud de aqué-
llas. Considera Treu que ¡a extensión cíe
tal límite: a la huelga es particularmente
equivocada. La base da su afirmación se
encuentra en que la huelga no debe con-
siderarse como un derecho funcional a !s
obligación de trabajo, sino que es preciso
tener en cuenta su naturaleza de dere-
cho de resistencia, antitético y no fun-
cional a la obligación de trabajar. Pre-
tender, por tanto, que el derecho de huel-
ga deba sujetarse de forma rígida al res-
peto de los poderes de organización de!
empresario significa que únicamente debe-
admitirse siempre que nc altera de for-
ma drástica las relaciones de poder en
ei seno de la Empresa, lo que implica
desconocer la función ccnstitucionalmcn-
te reconocida a la huelga en cuanto ins-
trumente de los trabajadores para la mo-
dificación de la desequilibrada repartición-
de poderes. Sujetar, por otra parte, c¡
derecho de huelga a esquemas civilista-»1

eos, conclusión a la que conduce el des-
arrollo del principio general analizsdo¡-
supone al mismo tiempo desconocer \s
naturaleza del mismo, en cuanto instru-
mento de la autodefensa colectiva. Su-
pondría, finalmente, en opinión de. Treus-
ignorar que el poder unilateral del em-
presario sobre la organización del trabaje
es el primer elemento para la conserva-
ción de las propias posiciones dominan-
tes y el obstáculo fundamental para et
ejercicio de las libertades civiles políti-
cas y sindicales reconocidas al trabajador
por el Statuto.

Procede, de igual manera, al anáfisis

seo
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de los efectos que la aplicación del lí-
mite general antes citado, las exigencias
productivas de la Empresa supondría en
el. ejercicio del derecho de asamblea. Con-
sitiera que la admisión de ta! límite equi-
valdría de hecho a alterar las condiciones
de ejercicio del derecho, situándolo en un
orden de valoraciones sólo en aparien-
cia objetivas, pero en realidad depen-
dientes del ejercicio de los poderes uni-
laterales del empresario.

Concluye Tren afirmando que el Sfrt-
tuto ha operado o pretende operar una
alteración en las relaciones de poder en
la ¡impresa, de ahí que estimar que de
dicha norma cabe deducir la existencia
de un límite general en el ejercicio de.
los derechos sindicales y situar este lí-
mite en el interés de la Empresa supone
desvirtuar el objetivo general que el SiO,-
tuto dei laimmtori persigue, en cuanto
no se trata de un precepto programáti-
co, sino de una norma que pretende ga-
rantizar el ejercicio de. las libertades sin-
dicales.

MARIO Fp.ANCEScnEr.r.i: Sidl'inmmcdiata
«¡ficticia delle norme in tema di riva'
luta&one dei crediti di lcivoro nel m«o-
vo prvcesso.

liste trabajo constituye un análisis del
nuevo arículo 429 del Códice de Procedu-
ra Civile a tenor de la nueva redacción
adoptada en virtud de ley de 11 de agos-
to de 1973. De acuerdo con esta modifica-
ción el citado artículo ha quedado redac-
tado del siguiente modo: El juez, cuan-
do pronuncia sentencia de condena al pa-
go de una suma de dinero por créditos
de trabajo, debe determinar, además de
los intereses en la medida legal, el mayor
daño sufrido, eveutualmente por e! traba-
jador por la disminución del valor de su
crédito, condenando al pago de la suma
correspondiente desde el día de la per-
fección del derecho.» De este precepto

se deduce, en opinión del autor, que la
voluntad del legislador va encaminada a
garantizar el valor de ios créditos del
trabajador y, por tanto, la existencia de
un correlativo deber del juez de actuar
tai voluntad.

Considera Franceschelli, en virtud de'
las afirmaciones precedentes, que el nue-
vo precepto configura las deudas de re-
tribución como deudas de valor. Por deu-
da de valor entiende toda aquella en la
qti« la cantidad de prestación debida es di-
rectamente determinada en función de un
poder adquisitivo determinado, de forma
que el acreedor tiene el derecho de con»
seguir la prestación en !a medida corres-
pondiente a un determinado poder de ad-
quisición. Los créditos de trabajo encajan
perfectamente dentro de este concepto
por cuanto lo que se tiene en cuenta en
el artículo 420. es la disminución del va-
lor del crédito y, por ende, la pérdida
de poder adquisitivo del mismo. El re-
sultado de esta consideración de los cré-
ditos de trabajo es que, en contra del
principio nominalista, se traslada el ries-
go de la desvalorzación de la moneda a!
deudor.

].?. jurisprudencia hasta ahora había
considerado, sin embargo, que las deu-
das del empresario por la retribución
eran deudas pecuniarias y, además, par-
tía de un concepto de deuda de valor dis-
tinto al elaborado por la doctrina. Fran-
ceschelli esrima, respecto de la primera,
que será necesario esperar al efecto que
la jurisprudencia tendrá la nueva norma-
tiva. En cuanto al concepto distinto de
deuda de valor considera que. aún admi-
tiendo la postura juri.sprudenr.ial, las deu-
das de retribución ingresan dentro del
concepto de deuda de valor. La argumen-
tación que justifica tal afirmación es la
siguiente: la jurisprudencia entiende por
deuda de valor aquélla en la que el di-
nero opera únicamente como sustitutorio
de la prestación debida en virtud de la
obligación primaria, es decir, en virtud

381
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del juego del mecanismo resarcitorio por
un incumplimiento de ¡a prestación de-
bida. Pues bien, el autor de este artículo
estima que lo debido en la obligación de
retribución no es una prestación dinera-
ria sino un bien: . R! salario real''. De
aquí que el artículo 429 en cuanto prevé
el resarcimiento generalizado del mayor
daño por el incumplimiento de la obliga-
ción a cargo de empresario, con ello in-
tegra una hipótesis de resarcimiento de
daño ilícito contractual, que, como todo
resarcimiento, implica la existencia de
una deuda de valor.

Se plantea, posteriormente, la aplica'
ción la nueva normativa a !as relaciones
de trabajo preexistentes. De acuerdo con
una rigurosa interpretación jurispruclen-
cial en las materias en las que predomi'
nan la autonomía de la voluntad de las
partes y los intereses d?. los partícula-
res y, por tanto, en materia de obligacio-
nes, la regla de aplicación de la nueva
ley a los efectos no producidos encuen-
tra el siguiente límite: no es susceptible
ele aplicación la nueva norma cuando afec-
ta al acto jurídico generador o, más, en
concreto, cuando afecta a las obligaciones,
incide sobre la capacidad de obligarse, so-
bre la idoneidad de la causa, sobre la efi-
cacia de la obligación, sobre la transmisibi-
lidad y supuestos similares. De acuerdo
con ello estima Franceschclli que el art. 429
en su nueva redacción contempla un su-
put-sto típico de incumplimiento y que el
supuesto de incumplimiento, como ineje-
cución de !a obligación tiene como presu-
puesto la existencia de la obligación mis-
ma, pero no es un electo suyo. Aparece
«vidente, por tanto, en su opinión, que
una nueva normativa de la mora no in-
cide sobre un efecto de la obligación y
en modo alguno sobre la naturaleza, va-
lidez y eficacia de ésta, de forma que
«licita normativa no encuentra ningún lí-
mite, a su inmediata aplicación en el he*
•cbo de que se trate de obligaciones sur-
íjidns anteriormente.

F. AÜOSTINI : La tutcU áelle malallit pro*
fusionan e ¡a tablera allégate A T.
e. II. del 19^5.

El objetivo de este artículo viene cons-
tituido por la intención del autor de po-
ner de manifiesto los límites insuperables,
ilógicos y contradictorios impuestos por
el carácter taxativo de ¡as enfermedades
profesionales ¡ndemnizables, carácter de-
ducido del artículo 3 del T. U. de 1963.
Este precepto establece la obligatoriedad
del aseguramiento de enfermedades pro-
fesionales siempre que reúnan las siguien-
tes condiciones: a), que se trate de en-
fermedades indicadas en una lista conte-
nida en la tabla adjunta a la ley; b), que
la enfermedad sea contraída a causa de
una actividad también indicada en la ci-
tada lista y con el mismo carácter taxa-
tivo; c), que sea contraída en el ejerci-
cio de la actividad indicada; d), que la
enfermedad se manifieste dentro de un
determinado período máximo de tiempo
desde la cesación del trabajo. Agostini
estima que el concepto de lista taxativa,
deducido del precepto enunciado, es con-
tradictorio con un sistema basado en el
principio del riesgo profesional y, en su
opinión, no encuentra ninguna justifi-
cación. Considera que la lista podía, y
puede, proporcionar indicaciones prácti-
cas sobre las enfermedades profesionales
más comunes para facilitar el reconoci-
miento y la indemnización, así como la
presunción de causalidad y el origen pro-
fesional, pero que no puede constituir,
con su carácter taxativo, motivo de ex-
clusión para Lis enfermedades de ias cua-
les pueda demostrarse su origen profe-
sional .

Como muestra evidente de la injusticia
de este sistema, señala el autor el hecho
de que el legislador había dispuesto un
mecanismo de adopción de nuevas tablas
que en virtud de su opevatividad cons-
tante habría logrado reducir los gr.tvísi'
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ínos inconvenientes y profundas injus-
ticias que derivan de! sistema. Pero una,
<3ii su opinión, absurda política de ahorro
y restricción ha impedido una adaptación
ne.riórfica y ha transformado el principio
He !a taxatividad en un inicuo instrumen-
lo de injusticia. Una muestra más de
este carácter ¡o sitúa Agostini en la pos!'
c'-ón adoptada por Tribunales de instan'
cía que en sus decisiones jurisprudencia'
les han resuelto en el sentido de no con-
siderar taxativa la lista contenida en la
tabla adjunta al T. U. de 1965. En su
análisis posterior señala Agostin: cómo
;n virtud del juego restrictivo del carác'
íer taxativo c¡e Ja lista quedan excluidas:
a), enfermedades profesionales no pres-
critas en la lista, y que constituyen un
gran número puesto que en ¡a lista sólo
.-•e contienen 40; b), exclusión de enfer-
medades previstas como profesionales, pe-
•ro provocadas por actividades diversas de
ías clasificadas; c), exclusiones de formas
morbosas que se •manifiestan fuera del
período máximo aún siendo previstas y
causadas por actividades enumeradas en
Ja lista.

De acuerdo con esta argumentación, se
plantea el problema de la conslituciona-
íidad de la lista taxativa en relación ron
sí artículo 3.0 de la Constitución, que ga-
rantiza la igualdad de los ciudadanos an-
te la ley y con el artículo 38 que esta-
blece el derecho de los ciudadanos a la
asistencia social. Su respuesta, afirmando
la anti-constifucionalidad del precepto, se
•basa en que el artículo $.° del T. U. de
1965 y ia tabla adjunta 4 determinan una
grave disparidad entre trabajadores, por
•cuanto: a), tutelan siempre al accidenta-
do y no siempre al aquejado de una en-
fermedad profesional, con amplias y fre-
cuentes exclusiones; b), excluyen algu-
nas enfermedades profesionales pero sin
ningún criterio objetivo o raciona!; c), ex-
cluyen algunos casos de la misma enfer-
medad ; d), excluyen enfermedades com-
prendidas en la lista de relación con un

período máximo de indeinmzabilidad, dis-
tinción que tampoco se funda sobre crite-
rios científicos o técnicos.

Concluye. Agostini señalando que el ase-
guramiento contra las enfermedades pro-
fesionales tiene necesidad de una refor-
ma pronta y radical que haga coherente
y perfeccione el actual sistema. Finaliza
su artículo seña'ando como la recomenda-
ción de 29 de julio de 1962 da la C. E. E.
ha formulado principios análogos.

NUNCIO R17//.0: Provce.dimenti di -urgen'
rjtí ex ari. 700 c. p. c. ií controve-;"
si." indhnducdi di Itxvo'/o.

liste artículo trata de ¡a posible apli-
cación a los conflictos individuales de
trabajo de ios procedimientos de urgen-
cia previstos en el artículo •jco del Có-
dice di procedura civile. Comienza Rizzo
su trabajo exponiendo las líneas ^eners-
les de los procedimientos de urgencia
de acuerdo con su estructuración en !a
normativa vigente. Señala, fundamental-
mente, que el legislador ha configurado
junto a las medidas cautelares típicas otras
atípicas que tienen por objeto que el pro-
cedimiento cautelar pueda ser invocado
para realizar objetos predeterminados,
cuando en determinadas relaciones jurí-
dicas se presentan elementos de hecho o
de derecho que impiden recurrir a la
medida típica, lo que hace factible la in-
clusión de determinadas relaciones jurí-
dicas 110 expresamente contempladas por
el artículo 700, dentro del ámbito de apli-
cación de éste, como puede suceder en
el supuesto de las relaciones laborales.

Procede, a continuación, a un detallado
estudio de la regulación vigente, centran-
do las c.iractersíticas fundamentales de
los procedimientos de urgencia en las si-
guientes : a) Su extensión, dentro de la
cual estima que los referidos procedimien-
tos pueden ser invocados ito únicamente
para la tutela de los derechos subjetivos
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ya adquiridos en la esfera del sujeto, si-
no que de igual manera pueden ser invo-
cados en los supuestos de acciones cons-
titutivas de situaciones sustanciales, lo
que adquiere particular relevancia respec-
to de la aplicación de ¡as medidas cante-
Sajes en las acciones que impugnan des-
pidos, b) Fija Rizzo como condición de-
terminante de la posible aplicación de las
medidas cautelares el hecho de que la si-
tuación que se pretende proteger esté
amenazada por un perjuicio inminente e
irreparable. Define la inminencia, como
aquella situación en la que el aconteci-
miento dañoso puede producirse de un
momento a otro o, en otras palabras,
cuando se presenta lesivo de forma in-
mediata. Más dificultades entraña, en su
opinión, configurar la inseparabilidad que
él estima que se produce siempre que
no puede ser íntegramente actuado el
derecho deducido en juicio, c) En último
lugar, pone de manifiesto que los proce-
dimientos de urgencia se caracterizan por
su ¡nstrumentalidad y por su carácter
provisional, instrumentales en cuanto van
dirigidos a asegurar provisionalmente los
efectos de la sentencia sucesiva, provisio-
nales en la medida que la situación que
se constituye en virtud de estos proce-
dimientos no tiene carácter definitivo.

Una vez repasadas las líneas generales
del Instituto pasa Rizzo a estudiar, en
concreto, la posible aplicación de las me-
didas cautelares a la tutela de los de-
rechos nacidos de la relación de trabajo.

Estima el autor cómo en este supues-
to las condiciones exigidas para la apli-
cación de los procedimientos previstos en
el artículo 700 se cumplen íntegramente,
por lo que oirece una respuesta afirmati-
va a la cuestión planteada. Dentro del
análisis general a que se acaba de hacer
referencia centra su atención en la rele-
vante aplicación de los procedimientos de
urgencia en los supuestos de juicios de
impugnación de despidos. Expone dentro
de este apartado la legislación anterior

para poner de manifiesto la innovación
que ha significado el artículo 18 del Sía-
tufo dei lavoratori en cuanto considera
anuiable el despido sin justa causa o mo-
tivo justificado, lo que reviste importas-
eis fundamental por cuanto equipara sus
efec'.os al despido por represalia y al des-'
provisto de las formalidades prescritas;
por la ley. Esta afirmación tiene, en Sts
parecer, especia! relieve en ¡o que nace
referencia a la aplicación de los proce-
dimientos de urgencia, en la medida que
supone que el despido sin justa causee o
por motivo injustificado tiene un vicio
radical y no produce en modo alguno ex-
tinción de la relación laboral, como sos-
tenía la doctrina ante la legislación ante-
rior. Todo ello permite, en su opinión»
la plena aplicación de los procedimientos
de urgencia ex artículo 700 a los suptieü»
tos de impugnación en juicio de dcS-
pidos, por cuanto la relación laboral rio
extinguida por el despido injustificado,
continúa y, por tanto, el procedimiento
de urgencia atenderá en estos supuesto.';
derechos subjetivos nacidos para el tra^
bajador de la propia relación subsistente»
MANUEL AI.VAREZ ALC.OI.EA.

Rí VISTA DI DIR1TT0 DEL LAVORÜ

Núm. 1, enero-marzo 1973.

!•'. SANTORO - PASSAREI.LI : Diritto sogge'
ttivo e inieresse legittimo dei simiacas
ti al rispetto della liberta sindacale n<d
luoghi di lacero. Págs. 3-14.

Una innovación sustancial de! artícu-
lo ?.8 del Estatuto ha sido atribuir a los
Sindicatos un derecho subjetivo al re's-
peto, por el empresario, de todas las Bis.-
niíestacioncs de la libertad sindical cu loa
lugares de. trabajo. Este derecho no se
reconoce a todos los Sindicatos, sino sólo
a las asociaciones sindicales nacionales»
legitimadas a obrar a través de sus «orga-
nismos locales».
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Bw cuanto a la posibilidad de aplica-
ción del artículo 28 de! Estatuto a los
eR'.es públicos, hay que decir que las dis-
posiciones del Estatuto se aplican a Jas
«•Elaciones de trabajo de los entes públi-
• •sos económicos y >a las relaciones de cm-
r>3so de los trabajadores de otros entes
públicos, salvo que la materia sea regu-
í?,d;> de modo diverso por normas espe-
ciales». La materia a la que se. refiere es
¿r. regulada e.n los distintos títulos del
Estatuto. Respecto a los Sindicatos, es
;cda la materia sindical. Ninguna otra
iiorma legal atribuye una posición sub-
ístlvs autónoma a los Sindicatos frente
5 ía Administración pública, en relación
,1 la libertad sindical.

La distinción entre el listado y los otros
.¿ntes públicos se realiza por la existencia
At normas de carácter sindical en el lis-
iEíulo de los empleados civiles del Estado,
r.^rrnas que no se aplican para los otros
er.tes públicos. La razón está en la posi'
don de. supremacía del Estado en relación
2 dichos entes. Por tal motivo, el artícu-
lo 28 no se aplicaría al Estado y, en opi-
nión del autor, tampoco a los otros entes
jsvblicos «a falta de una derogación ex-
plícita del principio de separación de po-
deres y a ¡a distinción de las jurisdiccio-
nes, ordinaria y administrativa». Piensa
C"«;e es inadmisible un derecho subjetivo
de ¡os Sindicatos en relación a la Admi-
nistración pública y se. pregunta si no
-•*.$ posible, combinando el artículo 28 con
JÍ artículo 37, reconocerles un interés le-
jí'imo respecto a la libertad sindical; en
:3.I caso tal interés podría ser hecho va-
'AT ante, los Tribunales administrativos
¡sit- distorsiones en ¡a disciplina del ar-
'•'zxño 28.

O. GlUGNl: L'obbUgo di ire«ua: valuta-
¿oni di diriito comptrato. Págs. i.j-28.

Hl presente trabajo es un capítulo de
cts-o más amplio sobre «The. Peace obli-
gaíion» de derecho comparado sobre la

huelga y acción de empresa eti Francia,
Italia, Gran Bretaña, Alemania Occidente!,
USA y Sueda.

Se pone de relieve que la obligación dé
paz presupone la existencia de un acuer-
do entre las partes, llegado a término bieu
por eiias mismas, por principios legales
o por la Jurisprudnecia. Esto ocurre cuan-
do la obligación de paz tiene un efecto
obligatorio, no importando cuál haya sickj
!a intención de las partes. Este deber de
paz obligatorio existe en casi tedos los
países examinados, si bien con matices
distintos.

La experiencia demuestra qtie esta obli-
gación - -que tiene un fundamento polí-
tico— ha sido siempre establecida con
propósitos restrictivos a la acción de em-
presa y generalmente con oposición de
los Sindicatos.

Se estudian los diversos tipos de obliga-
ciones de paz. Una clasificación funda-
mental elaborada en Alemania y difusa-
mente adoptada en otros países, es la ba-
sada en la distinción entre obligación ás
paz relativa y absoluta, la primera cubre
sólo las materias acordadas en el contra-
to, la segunda, todas las formas de ac-
ción de empresa durante la duración de
un convenio.

El autor va exponiendo una serie de
problemas y las soluciones alcanzadas ec
los distintos países examinados. Un pro-»
biema planteado por los Sindicatos ingle-
ses y que es uno de los factores deter-
minantes de la agonía de la obligación
de paz en Italia, es el del mantenimiento
de las restricciones voluntarias, asumidas
frente a los sustanciales cambios en la
organización de la empresa por parte del
empresario.

La obligación de paz Concierne a todos
los medios de acción de empresa, pero
concretándonos sobre la huelga y sobre
la garantía de no huelga, el problema ináíj'
importante es saber si por huelga se ha
de entender sólo la mera interrupción
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del trabajo o también las acciones prepa-
ratorias e instrumentales de e.Ha.

Después el autor pasa a analizar el
problema de los sujetes sobre los cuales
puede recaer I¡¡ responsabilidad en caso
de violación de los acuerdos. Se recurre
a la distinción —obligacional y normati-
íiva— del contenido del convenio colec-
tivo.

Por último, se examinan los remedios
legales contra las violaciones de las obli-
gaciones de paz. I.os establecidos en el
Derecho civil son considerados ineficaces.
Más electivas son !as sanciones discipii-
iiarias contra cada trabajador mientras ello
sea posible.

La pregunta sobre en qué medida la
obligación de paz ha modelado un méto-
do de ¡relaciones industriales» puede di-
fícilmente encontrar respuesta. .Se puede
decir que la obligación de paz no es un
cbjetivo en sí mismo sino un instrumento
para la actuación política, del Estado o
de las partes contratantes, que son dife-
rentes en relación a las variables socio-
política o culturales.

R. PF.SSI : II potere direttivo dell'imprcn-
tiitore ed t suoi imovi limiti dopo la
legge 20 maggio 1970, n. ¿oo. Pági-
nas 28-107.

Se intenta una nueva calificación jurí-
dica del poder de dirección del empre-
sario tomando como punto de partida la
noción legal de empresa y empresario;
«1 su vez comprueba que este poder es
una cualidad esencial de éste.

I lay que ver si la subordinación se
puede configurar como posición jurídica
autónoma respecto a ¡a obligación de tra-
bajar partiendo del presupuesto de que
el contrato de trabajo es una reglamen-
tación de intereses contrapuestos y de
que. uno de los sujetos es portador de un
interés jurídicametne calificado como «di-
rectivo-organizativo». Una vez demostra-

do que no está en una posición autónoma
respecto >i la obligación de trabajar sint?
que forma parte de ésta, resulta evidente
une para determinar el comportamiento
debido o el objeto de la obligación será
suficiente precisar sóio H cal'íicación con—
tractual, esto es, la variedad ríe compor-
tamientos debidos por las partes, sinc-
que será necesario determinsr el quan-
tum de subordinación, esto es, el pode?
de dirección su contenido, sus límites.

Se examina la naturaleza del poder dís-
ciplinario y de.l ius vunandi a fin de vet*
si son subsumibles en el poder de direc-
ción o es necesario hablar de tres posi-
ciones subjetivas distintas, cuyo ámbitev
límites y contenido vienen determinados
en el acto de estipulación del contrato. Ef
poder disciplinario puede definirse como
el poder de dirección, entendido corno
reacción a la violación de ¡as disposicio-
nes dictadas y, por tanto, como la nc-
realización del comportamiento debido»
Por otra parte, mientras el poder de di-
rección no dé lugar a ninguna modifica-
ción de las situaciones jurídicas preexis-
tentes debe definirse como una facultad;
el ius luriandi puede calificarse como po-
der en cuanto no modificando la situa-
ción preexistente, produce un efecto ju-
rídico de menor entidad, esto es, indi-
vidualizar la actividad debida entre aque-
llas potencialmente contenidas <>n el ob--
jeto de la obligación. Por tanto, parece
necesario subrayar corno conclusión el ne-
xo hmrional que une el poder de direc-
ción al poder disciplinario y al ius i;ü''
ruiiidi, que deriva de su origen contrac-
tual. La confirmación «leí contrato come
el momento de máxima garantía da la
autonomía de los contratantes consiente
al trabajador establecer contractualmeiitcr
el quantum de subordinación y más exac-
tamente individualizar los límites del de-"
recho de crédito que lineen de la relacioü'
obligatoria. El poder de dirección encuen-
tra nuevos e importantes límites (jue lia'
cen de la voluntad contractual de la otri-
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parte o de la intervención del legislador
para garantizar la igualdad contractual de
!ar partes.

En la segunda parte del trabajo se es-
tudia, en general, e! problema de ios lí-
mites externos e internos del poder de
dirección y, más concretamente, los esta-
blecidos por el Kstatuto de ios trabaja-
dores y por los convenios colectivos. Es
necesario poner de relieve que operan en
dos momentos distintos, uno anterior a
la estipulación del contrato y otro que se
refiere a la ejecución del contrato y al
ejercicio mismo del poder de dirección.
Kl autor va analizando diversos artículos
del Kstatuto que, piensa, imponen ciertos
límites.

La presencia del Sindicato en la Em-
presa constituye una limitación a la dis-
crecionalidad organizativa del empresario;
a la pregunta de qué significado tiene
este tipo de limitación piensa que no
opera más que rnarginalmente sobre el
contrato individual de trabajo salvo para
la relación de trabajo de los dirigentes
sindicales. Para el resto, la legislación en
examen opera sólo en relación al empre-
sario en cnanto organizador de bienes,
entre los cuales está el trabajo. En rea-
lidad la normativa actúa no tanto como
limite preventivo cuanto como presupues-
to necesario para una reglamentación ana-
lítica del contenido del contrato de. tra-
bajo.

Piensa que es útil subrayar cómo la
negociación colectiva ha ampliado la ma-
teria de. los derechos sindicales, así res-
pecto a los organismos de. empresa — cotí'
segíio de fabrica y delegati di reparto- -
y los permisos retribuidos.

Otro aspecto de gran interés es la in-
dicación del tiempo en que deberá ser
prestada la actividad labora!. El autor
cree que está en un error ¡a doctrina qcie
lo considera como un límite a la posibi-
lidad de empleo y de. utilización de la
mano de obra por parte del empresario.
Estamos, dice, ante una determinación

inicial de los derechos y obligaciones r¡ue
nacen para las partes del contrato de-
trabajo.

G. I-'ALCUCCI : 11 riconoscitnento dui di'
riiíi stndacaU negli ordir.amenli italianar
e jrariccsc. Págs. 107-136.'

Se analiza primero la situación legal
de los Sindicatos en Francia e Italia y ei
esfuerzo de los movimientos sindicales
hasta conseguir la emanación de sus ras-
pectivos Estatutos, los cuales se han ¡le-
vado ,; cabo después de un largo período
de gestación sindical y política, para luego
centrarse en el examen comparativo dé-
las experiencias jurídicas sobre el reco-
nocimiento de los derechos sindicales.

Kl derecho a fijar carteles es regulado
casi idénticamente en ambas normativas,
lo mismo que ¡a obligación del empresa-
rio de poner a disposición de las secciones
sindicales un local común idóneo para el
ejercicio de sus funciones. Kl texto ita-
liano añade respecto al francés la posibi-
lidad de que el local en cuestión se en-
cuentre no ya en el interior de la Em-
presa sino en sus inmediaciones.

En cuanto a los beneficiarios de los
permisos retribuidos cuyo objeto es per-
mitir a los dirigentes sindicales el cumpli-
miento de su mandato- la legislación fran
cesa prevé menor número de ellos pero
en compensación establece mayor núme-
ro de horas.

Ambos ordenamientos se diferencian
notablemente respecto a ¡as cuotas sin-
dicales ; la legislación italiana atribuye el
ilr.re.cho a hacer proselitismo a todas ¡as-
organizaciones. Es más amplia.

Con el derecho de Asamblea se ha que-
rido dar a los trabajadores la posibilidad
de discutir sus problemas en ¡os mismos
lugares de trabajo -efecto psicológico- --
para evitar una dificultad organizativa
— efecto material -. Este derecho, en
Francia, está limitado a los trabajadores
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inscritos si Sindicato mientras en Italia
•sstá abierto a todos.

La constitución de los representantes
sindicales de Empresa plantea problemas;
«no de ellos es su representanvidad. Se
analiza ampliamente esta concepto en am-
bos Estatutos, para terminar afirmando
que «ambos legisladores han privilegiado
1as estructuras sindicales preexistentes
prescindiendo de !a libre y puntual m?.-
infestación del consentimiento de los tra-
bajadores adscritos a ías Empresas». Se
l¡a querido contraponer al compacto Sin-
dicato patronal el de trabajadores fuertes
y unidos.

Los mecanismos establecidos para la
protección contra los despidos de los di-

rigentes sindicales son eficaces; en Fran-
cia es necesario el previo consentimiento
de ia Inspección de Trabajo.

Las sanciones son de idéntico tipos
multa o arresto. Ambas normativas no
podían prever analíticamente los supues-
tos de los comportamientos antisindica-
les, por eso su calificación corresponde
al magistrado. Pero la creación jurispru-
dencial del comportamiento antisindicá
contrasta con los principios inspiradores
del Derecho penal.

En resumen, e.l legislador italiano ha
satisfecho con mayor amplitud que el
francés las peticiones del movimiento sin-
dical.- M.'- DOLORES ALONSO VALIJA.

I N T E R N A C I O N A L

REVISTA INTERNACIONAL
DE TRABAJO

Voí. 89, núm. 4, abril 1974.

SOLANDO CUVILLIER: El trabajo y los

tvabajadors intelectuales ante las ideas

y ¡a pváeiica social. Págs. 323-351.

El objeto de este artículo es verificar
.si ¡os trabajadores intelectuales, ante su
creciente proceso de proletarizado!! en
jas sociedades modernas, deben plantear
sus problemas dentro de las prácticas so-
ciales existentes, de manera similar a los
liemás trabajadores asalariados o, por el
contrario, es necesario que elaboren una
alternativa distinta.

La autora considera que. las ideas y
práctica social dominante en la actualidad
se ha ido constituyendo a partir de las
actividades de los obreras y empleados;
hoy el trabajo intelectual tiene una na-
turaleza distinta que exige una actitud
-•distinta en eS piano sucia!.

En principio el trabajo intelectual rs-
qniere una capacidad menta! adquirid?.
después de largos estudios y con miras
a! manejo de la abstracción. Perc no hay
que olvidar que el componente mental im-
pera en cualquier actividad humana, in-
cluso en la manual, lo que ocurre es que
resulta absolutamente dominante ?.u el
trabajo intelectual.

Pero a partir de lo anteriormente ex-
puesto, la autora destaca la frecuente con-
fusión que se produce entre los trabaja-
dores intelectuales y los empleados, per-
qué los dos son trabajadores no manuales,
sin tener en cuenta que el proceso tecno-
lógico ditingue entre tareas de ejecución
y tareas de decisión, organización y pro-
gramación, y así las primeras, sean ma-
nuales o no, las realizan los obreros y
empleados, pero las demás son especí'
ficas de los trabajadores intelectuales;.

por otra parte, y tradicionalmente, se
ha venido remunerando «el hacer» y no
«el pensar», por lo que sólo muy mcáer-
ñámente la medicina laboral ha nrEStíd»



interés a la salud mental ae los trabaja-
dores.

En realidad lo que ha ocurrido zs que
en la práctica social no se ha reconocido
como verdadero trabajo aquel que es pre-
dominantemente mental.

Como ha observado Alen Fox (x) «sóle
una pequeña proporción de trab?»jo, in-
cluido principalmente en las tareas de
carácter directivo, profesional, científico,
artesanal, intelectual y artístico, ofrece
algo sustancial en forma de recompensa
intrínseca», mientras que loa restantes
trabajadores no .se satisfacen en absoluto
por el trabajo realizado, éste no ecupa
ningún lugar en su vida personal y tra-
tan de olvidarlo tan pronto como lo aban-
donan. En resumen, el trabajo es consi-
derado como un mal necesario para ga-
narse la vida.

Es infrecuente la reivindicación de la
calidad del trabajador por parte ds los
propios trabajadores intelectuales, los cua-
les, a menudo, han perdido el poder de
decidir la orientación de su trabajo o la
utilización de sus resultados en contra de
sus planteamientos éticos y técnicos.

Una de las causas de ineficacia en sus
reivindicaciones provenga posiblemente,
como así opina la autora del artículo, de
que no se ha escogido el cauce sindical
para plantear sus opciones sino el de las
asociaciones profesionales, instituciones
idóneas para la práctica de la profesión
überai pero que en absoluto responden a
las necesidades actuales del intelectual
asalariado.

La autora termina el artículo resaltan-
do una vez más las profundas diferencias
existentes entre intelectuales y obreros
y empleados, siendo su papel clave en to-
do el sistema social y más concretamente
respecto a la lucha por la calidad de la
vida.

(i) Sodology of ivorh in Industry, The.
¡ni-s and issues on modera sodology. Co-
Uier Maemillan, I^d., iondresSo iS713 pá-
Süia 14.

Sin esabargOt es presupuesto
sable el reconocimiento a los intelectua-
les de una serie de garantías como son:
iniciativa individual, libertad de expre-
sión profesional, suficientes medios para
realizar un buen trabajo, etc., paro lo más
importante se?ía la toma ás conciencia,
por parte de los propios trabajadores in-
telectuales, de la necesidad de utilizar
otros métodos, adaptados a la naturaleza
de six trabajo, y fuera de la práctica so»
cial imperante.

A. KRUGF.K: Negociaciones colectivas &¡
ni sector público: algunos experimentos
canadienses. Págs. 353-368.

A menudo se ha considerado al Cana-
dá como el quincuagésimo primar Esta-
do de los que componen los Estados Uni-
dos. Ksta aseveración se ha visto con-
firmada en si plano laboral numerosas
veces, ya que ambas legislaciones son
muy parecidas.

Sin embargo, el objeto de este artículo
es describir algunas de las peculiaridades
canadienses en materia de negociación co-
lectiva en el sector público. Para silo, el
autor comienza señalando las caracterís-
ticas fundamentales de la negociación co-~
lectiva en general. Así nos encontrarnos
con que esta negociación corre a cargo
de unos Comités, los cuales deciden so-
bre la legitimación de un agente negocia-'
ilor exclusivo en la unidad de que se tra»
te, asimismo, la buena fe debe presidir
las negociaciones, estando permitidas las
huelgas y cierres patronales en caso de
no ¡legar a un acuerdo. Los acuerdos es-
critos son de observancia obligatoria, y
el arbitraje es al método comúnmente
adoptado en los casos de conflictos en
materia de interpretación.

Kl sector público de este país, sobre
todo los empicados municipales, obser-
van los mismos procedimientos de nego-
ciador), quá si sector privado, sin erabas'"
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go, observa el autor que los funcionados
gubernamentales de alto nivel han se'
guico otros métodos que son los que ál
se detiene a estudiar.

Una vez explicado el federalismo cana'
cíense, así como las leyes que regulan
¡as relaciones laborales de los servicios
públicos, Kruger resalta una diferencia
importante respecto del sector privado,
como es la delimitación del alcance de
Ja negociación colectiva, de la que se
excluyen expresamente las siguientes cues'
tienes:

- • Aquellas que requieren la Ínter'
vención del Parlamento, excepto si tal
intervención tiene por objeto la asig'
nación de fondos para llevar a cabo
las disposiciones de los contratos colec-
tivos.

—• Aquellas en que. rige la siguiente
legislación: ley de subsidios de. los
funcionarios gubernamentales, ley de
disciplina en los navios nacionales, ley
de empleo y ley de jubilación en los
servicios públicos.

Planteado un conflicto, el agente nego-
ciador puede intentar su resolución some-
tido el caso a una junta de conciliación,
y únicamente en el supuesto de no ser
resuello de esta manera puede iniciarse
una huelga. Una vez adoptada esta de'
cisión por el agente negociador, el Go-
bierno está compelido legalmente a acep-
tarla.

Sin embargo, en Canadá existen una
serie de empleados que no están autori-

rizados a declararse en huelga; son aque-
llos que pertenecen a los servicios llama-
dos de -..emergencia», es decir, los quz
no pueden interrumpirse porque supon-
dría una amenaza pública.

Junto a estos empleados, y en su mis-
ma situación, se hallan los que no perte-
necen a una unidad negociadora legitima-
da, les pertenecientes a una unidad nego-
ciadora que ha optado por e! método del
arbitraje, o aquellos para los que todavía
se halla en vigor un contrato colectivo.

Después de enunciar las disposiciones
tle. carácter restrictivo a que deben so-
meterse los conflictos, así como los pro-
blemas más significativos suscitados por
la aplicación de la legislación laboral, el
autor señala que este modelo federal sólo
ha sido seguido por una provincia cana-
diense, estudiando a continuación aque-
llas otras que utilizan otros métodos dis-
tintos, como son: Nueva Brun.fwick, On-
tario, Saskatchewan, Qucbec, etc.

En conjunto, y de forma global, el au-
tor as de la opinión que la experiencia
canadiense es positiva, y teniendo en
cuenta la constante expansión del sector
público resulta previsible la sindicación
para poder negociar de grupos hasta hoy
hostiles.

El problema finalmente planteado con-
siste en saber hasta dónde llegará la tO'
lerancia del Gobierno canadiense que per-
mite que importantes cuestiones de polí-
tica económica sean resueltas mediante
métodos arbitrales. ANTONIO G. DE KK-
TF.RRÍA, FERNANDO PÉREZ ESPINOSA y MA-

RÍA EUGENIA DÍEZ HORTELANO.
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OLA LIBERTAD RELIGIOSA COMO DERBCH
DE LA PERSONA

I
i For el Padre Francisco DE PAULA VERA URBANO. Un volume».
i en rústica de ¡7,5x25 crns. Edición ¡971. 256 págs. Colaceiój; cBi-

blioíeeíi de Cuestiones Actuales;.
Siguiendo el propósito del lema de esta colección a.lín el niveil

i del tiempo», esta obra abre a la consideración del lector usa
j| cuestión incorporada como novedad en nuestra Legislación ESTT.I-
| ñola : los conceptos de clibertad religiosas y citolerancia». ct>b£S£.
I su expresión estudiosa en el contenido positivo, al tiempo que (£.
j autor trata de hallar en su estudio los fundamentos inconoiovi-
¡ bles de este sagrado derecho corno una formulación práoíie-r.

atendiendo a los condicionamientos sociales que exige hoy el csíü>
po de la convivencia social. Sobre esta problemática se estudia ic,

i parte doctrinal y el fundamento filosófico jurídico del derecho
l¡ a la libertad religiosa, para señalar después las limitaciones &<£

la libertad humana y las exigencias que puede plantear por ív.-
zones de orden público.

• La obra queda actualizada para la consideración del estudíese
| en la materia con unos Apéndices en lus que se recogen las ¿lo
i claracioaes que sobre este tema ha pronunciado el Concilio Va-
|| ticano II, el Consejo Ecuménico de las iglesias relativo a Ja
!i libertad religiosa y una mención especial 3r puesta al día ae la
¡i .Legislación española vigente sobre esta materia.

|i Precio : ?25 pízic.

¡i
} FORMACIÓN Y APLICACIÓN DEL D3RECHOo

AASPECTOS ACTUALES

Por José María MARTIN OVIEDO. Un volumen en rústica de 15,5x&L
centímetros. Edición 1972. 200 págs. Coleción «Serie Jurídicas.

En palabras del propio autor, su trabajo pretende ofrecer '££
panorama de las aportaciones doctrinales actuales a los proas-
sos de formación y aplicación del Derecho, que en el fondo So'--
los que constituyen la dinámica jurídica de la sociedad inodeiisa.

£vs cierto que el Derecho no debe ser una «técnica de control
social», pero no es menos cierto también que la vida jurídica ao
puede quedar reducida a un mero cjuicio emocional». JJ1 i)eres&3
debe cumplir hoy una función realista, su adaptación constante;
para luchar por la Justicia, ese e¡> al tema del libro.

Desde una consideración de la doctrina clásica sobre la For-
mación del Dercclio, como un fenómeno general liasía el »eg¡>
lisnio de las teorías actuales, el autor analiza los problemas ás
la determinación de la norma, la situación actual de la ¿eoífc
y de la técnica de la interpretación jurídica, la integración ds
norma en el Derecho positivo y el problema de las lagunas jS
dicas, temas iodos que resaltan la consideración fusidamesita!.
merece hoy el estudio de este proceso para ana correcta
ción de la Justicia.

Precio : 2C



MSLGHOR DE MACANAZ (Testamento político. ¡i
fiscal) ¡i

i!
ticia biográfica por Joaquín MAÍDONADO MACANAZ. Sdición y acias ¡
por F. MAÍDONADO DE "GUBVAKA. Volumen en rústica de 15,5x23
cao.ííxae'cros. Edición 1872. 253 págs. Colección «Historia Política».

I
hz figura histórica de Macanaz, el que fue lusca] General de la ¡.

Monarquía con los Borbolles, queda ampliamente resaltada en esta ¡j
obra en la que se recoge las noticias que de este personaje politice ji
¿io de él 11110 de sus sucesores. La vida de este personaje, tan vincu- ||
lada a una de las épocas más importantes de la evolución histórica ¡;
de nuestra Patria, ofrece noticia de la azarosa vida y ¡iota de dos ji
de los documentos escritos por el propio Macanaz, que supones ji
uas. aportación definitiva ¡jara el enjuiciamiento de nuestra liisto- i
rda patria, como son los problemas del regalisxno, del jansenismo, i
de ía .Inquisición, de la lucha por la Unidad Política, de la nueva i

lados al reinado y a ía obra de Felipe V, como muestras de interés
para explicar las razones de este libro. Es en extremo de gran
interés el llamado Testamento Político, cuya versión se da ahora
íntegra y cuya lectura merece atención, admiración y rest>ato
para e! que fue su autor, que lo redactó ya dentro de una prema-
tura ancianidad y limitado a la mísera condición de prisionero.

J?,st& versión está enriquecida con aumerosas notas documen-
tales sobre Macanaz y sobre temas hispánicos que realiza y co-
ín.eu.ta F. Maldoíiado de Guevara.

Precio : 225 pías.

ONIVSRSiDAD Y POLÍTICA. TRADICIÓN Y SECU^ j;
LARIZ.ÁCIQN KN EL SIGLO XIX |

i¡
?07 Aná'/és OLLERO TASSARA. Uu volumen en rústica de 15x28 j

centímetros. Kdkión 1972. 240 págs. Colección «Historia Política». |!.

Son muy numerosos y cada vez más abundantes ¡os estudios
3ue se realiza:' sobre nuestro siglo xix. ¡Motivo de reflexión im- i
portante porque esa época descubre no sólo figurar del pasado ;!
que .no -han sido apreciadas adecuadamente, sino que permite re- ji
considerar juicios de valor que menospreciaron, sin la debida i
causa, dicha época. ¡!

Sobre dos preocupaciones que el autor resalta para el espa- !|
ño! de hoy, esto es¡ el futuro de nuestra convivencia política y I'
ía función de la Universidad, se ofrece aquí un estudio histórico
¿br.Cro de la gran policromía y complejidad ideológica que carac-
teíÍKíi al siglo XIX. tíl tenia de la tradición y la secularización

aún bastante.
Se trata de un ensayo histórico que se liace hoy impiescindi- j

ble como antecedente para el estudio de los grandes temas ac- !
'¿teles i

Precio : 2S0 ptas. lj
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A) Recensiones.
B) Libros ingresados.

Precios de suscripción anual

España ... ... 850 pesetas- :

Extranjero S25 »
Número suelto:

Kspaña í 10 »
Núine.ro doble 220 »

Extranjero 165 »
Número doble 830 »

Redacción :
INSTITUTO ü l í SOCIf)LOGIA «JAIME 3A.IMRS*

Admijiifiírnción :
LIBRERÍA CIENTÍFICA • DEL C. S. I. C.

Duque de Mtdinaceli, 4. MADRID ¡4



MI HNSTfiTüTO DE LA JUTOíOT
Bimestral

Director: losé Mariano López - Cepero y Jurado.
Subdirector: Jesús Cubero Calvo.

Bditada por el Departamento de Información, Documentación
y Publicaciones

Director: Modesto Ruiz de Castroviejo y Serrano.
'Redactor-Jefe: Luis Valero de Bernabé y Martín de Eugenio.
Consejo de Redacción:

María-IIayde Alberá Rolón, José Blanco Fernández, Adolfo
de Luxán Meléndez, Antonio Fernández Palacios, Paulino
Oromáltiz- Rodríguez, Hiena Huerta Fernández, Rlena Jiménez
Quintana, Susana Kliel Wielbel, Clemente Martín Barroso.

Centro de Publicaciones.- Director : Fernando Martínez Candela.

del cara. 54 (agosto 5974}

Estudio superior: "Juventud y desarrollo" (1)
Tenerife, 1974

Presentación: Convocatoria. Realización.
Palabras de apertura.
Miembros de estudios: Comité de lionor. Comité de trabajo. Comi-

siones de estudios.
Esquema de trabajo.
Conclusiones de las Comisiones:

Primera Comisión: Análisis de la realidad juvenil española.
Segunda Comisión: Análisis del desarrollo español y su impacto
en la juventud.- -Tercera Comisión: Valoración del potencial
írumano-juvenil y de las tendencias en la juventud y el desarro-
llo. Adhesión al Consejo Nacional de Trabajadores : Juventud
Trabajadora.

Bibliografía sobre juventud y desarrollo.
V Jornadas Iberoamericanas de Derecho del Menor:

Convocatoria : al Mesa Redonda sobre la Situación de la
mujer joven española», organizada por el Instituto de la Ju-
ventud.

Precios de suscripción anual
Kspaña 300,— pesetas.
Extranjero 6,— $
Número suelto : íispaña 60,— pesetas.

s » Extranjero 2,— $
Número atrasado : Kspaña 120,— jjcsetas.

Dirección, Redacción, Administración :
INSTITUTO DE LA JUVENTUD,

«EL INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS

Marqués de! Riscal, 16. — MADRID-4



REVISTA D E INSTITUTO DE CIENCIAS'SOCIA
(DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE BARCELONA)

Director : JOSGS XIFRA HSRAS

Sumario dei núia. 24 (secundo semestre lí>74)

La comunicación en la gran ciudad

I. La comunicación humana en la gran ciudad:

Luis Legaz I/acanibra : «La comunicación humana en la gran
ciudad».

Mauricc Tfiainant: eLa comunication huinaine datis la grande
villes.

Kdtnond Radar : eSymbolique de l'espace urbain et communi-
caíion interpersonnelles.

Pavel Campeanu : «Une culture du dérisoire».
Jacques Austrtiy: «La eoinunieation économique dans la so-

ciété urbaiaes.
Dalmacio Negro: «La gran ciudad, ¿espacio ecológico?».
Pedro José Frtes : «La comunicación humana en la gran ciu-

dad».

II. Información y participación en el medio urbano:

G-eorges H. Moiid : «L'inforanaíioii dans les grandes villes».
Robert Ilc.nuart: «Commcnt 1'information lócale pourrait-eíle

mieux assurcr 1'intégra'don des citadins?».
Rogcr Girod : «Communications et participatiun politique en

inilieu urbain».
César Knrique Romero : «Comunicación, información y partici-

pación».
Donicnico de Gregorio : oL'nformazione nella grande cittás.
J.osí1 Luis Martínez Albertos : «Aporías de la actividad informa-

tiva en la gran ciudad».
Juan Nieto Rodríguez : «La televisión como integradora de cul-

tura».

Notas e informes:

Antonio Jilorza : «Comunicación y política en el espacio urba-
no : una lectura del Plan Zuazo».

Patricia di Stadio : «Una singolare rapprescntaziosie coüectiya :
rimag-o della donna in Soma».

Isabel. Haydee Van Cauwlaert: cCoinunicaciói-i e información :
un enfoque educativo».

José María" Portell Manso y Alberto Echevarría Santamaría:
«La información local en puebles próximos a la gran ciudacb.

I,eocadio M. Moreno Páaz : «Muestras de la ¡'articipación ciu-
dadana en la vida local».

Ángel Benito : «Ideologías e información de actualidad : Aná-
lisis de contenido de la prensa de Madrid en la primavera
de 1078».

Jaime Torradas : «Informes bibliográficos».

Redacciósi y

6AIXJB DEL CARMEK', •'.'•?. — BARCELONA (5)



DE . INSTITUCIONES E
Trimestral

Director: ANTONIO I'OCH Y GT;TIJÍRKEZ na, CAVIÜDES

Secretario : Ro-v/us: MORENO PÉREZ

Sumario del nísra. 'I {niñy<>=,3uiia VJ/4)
Estudios:

Camilo Barcia Trelles : cPolómicy. fie la nueva Europa?.
J. \Y. Schneider : «1.a unidad en el I¡enelux>¡.
Antonio Ort.iz-A.rce : «Til tratado do Establecimiento entre el

Estado español y la República Federal de Alemania, de
28 de abril de 1970».

Gil Carlos Rodríguez Iglesia;; : «El ordenamiento jurídico de
las Comunidades Europeas ; caracteres generales y elemen-
tos constitutivos».

Xotas:

Viet(¡i"ia Abollan : «Medidas generales necesarias para el es-
tablecimiento de personas físicas en la CIíTi».-—Victoria Abe-
llán : «Actividades de la Comisión Económica para Europa
(1947-1972)».—-Antonio Sátichez-Gijón : «Cronología básica del
Acuerdo Ési:iaña-CKR».

Crónicas:

Crloria María Albiol y Greg'orio Garzón : «Consejo de Jiuropa» :
I. Asamblea Consultiva. II. Comité de Ministros.- -Eduardo
Vilariño : «Instituciones Comunitarias» : I. General.- -Gonzalo
Junoy y Pedro Bnfil : «lustituciom-w Coínuuitarias» : II. Tar-
lamento Kuropeo.—1-iernardo Alberti: «Instituciones Comunita-
rias)» : IIJ. IC1 Consejo de la CTCE.-—Francisco J. \ranacloclia :
«Instituciones Comunitarias» : IV. La Comisión : Transpor-
tes.- -Servando de la Torre : «Instituciones Comunitarias» :
IV. Î a Comisión : Política financiera y presupuestaria.- -Vic-
toria Abellan : «Comisión Económica para la Ivuropa de las
Naciones Unidas».--Vicente Blanco: «O. C. 1). 13.».---Gaspar
Gómez de la Serna : «Comité intergubernamental para las
migraciones europeas».

jurisprudencia.

Documentación.

Sección bibliográfica:

Recensiones. Noticias de libros. Revista de revistas.

Precio de suscripción anual

España , 600,-- pesetas.
Portugal, Iberoamérica y Filipinas ... 12,--- $
Otros países " 13,- - $
Número suelto: íí¡;paña 250,- - pesetas.

¿ s ]Extranjero 4,— .'•>

Pedidos :
L I) S P O

Arriaza, 16, — MADRID (8).




